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PRÓLOGO 

 
Una de las preocupaciones fundamentales de la Organización de Consu- 

midores y Usuarios (OCU) es proteger de forma adecuada y eficaz los dere- 

chos de los consumidores, en especial los derechos de los consumidores 

vulnerables. 

En OCU estamos muy orgullosos de haber contribuido a la inclusión en la 

Ley General de Defensa de los Consumidores de la figura del consumidor vul- 

nerable, que frente al usuario medio necesita una protección reforzada para 

garantizar de forma igualitaria sus derechos como consumidor. La transición 

hacia una sociedad plenamente digitalizada es hoy por hoy uno de los ejes 

de nuestro trabajo en defensa de los consumidores. Nuestro objetivo es que 

TODOS sin excepción podamos acceder a las ventajas que ofrece para los 

consumidores la digitalización del acceso a bienes y servicios y a la vez mini- 

mizar los riesgos que este proceso puede plantear a la sociedad en su con- 

junto. 

Las personas con discapacidad se encuentran entre los consumidores vul- 

nerables que se pueden ver relegados y excluidos por la digitalización, puesto 

que sus dificultades de acceso, uso y aprovechamiento son mayores debido 

a las distintas barreras tecnológicas que hoy existen para ellos. Por eso OCU, 

como principal organización de consumidores, ha buscado la colaboración del 
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CERMI, la principal organización de personas con discapacidad, para aunar 

sus esfuerzos y trabajar juntos en reducir la brecha digital a la que se enfrenta 

los consumidores con discapacidad. 

Uno de los resultados de esa colaboración es este estudio con el que que- 

remos poner en evidencia esos problemas, pero también aportar desde nues- 

tro punto de vista diferentes medidas y soluciones para conseguir reducir esa 

brecha digital que hoy afecta a las personas con discapacidad y con ello faci- 

litar un acceso equitativo a las tecnologías. Mediante esta alianza pretende- 

mos llevar a cabo diferentes acciones que van desde la investigación, la 

concienciación, la incidencia, la defensa de derechos y la lucha contra cual- 

quier forma de discriminación en el uso de tecnologías por parte de las perso- 

nas con discapacidad, prestando especial atención al enfoque de género, y 

combatiendo la discriminación en el acceso y uso de tecnologías por parte de 

mujeres y niñas con discapacidad, madres y cuidadoras de personas con dis- 

capacidad. 

 

Miguel Ángel Feito 

Presidente de OCU 
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INTRODUCCIÓN 

 
Los recursos tecnológicos son un bien social imprescindible para mejorar 

las condiciones y la calidad de vida de las personas con discapacidad y para 

el ejercicio de sus derechos. Sin embargo, existen diferencias entre esta po- 

blación y aquella que no tiene discapacidad, en cuanto al acceso a las tecno- 

logías, su uso y aprovechamiento. Estas diferencias conforman la denominada 

brecha digital y constituye una forma de pobreza y exclusión social, con gran 

capacidad para ampliar los desequilibrios preexistentes que sufre la población 

con discapacidad en términos económicos, sociales y de acceso efectivo a 

derechos. 

Factores injustos, de naturaleza diversa, compleja e interdependiente de- 

terminan la brecha digital entre las personas con discapacidad y agudizan su 

vulnerabilidad. La desigualdad tecnológica se corrige con inclusión digital, cuyo 

objetivo es conseguir que ninguna persona —especialmente, aquellas que, 

como esta población, se encuentran en situación de vulnerabilidad— se quede 

fuera de un mundo que ofrece innumerables posibilidades. 

Asegurar la inclusión digital de la ciudadanía con discapacidad resulta fun- 

damental no solo para reducir la brecha de desigualdad tecnológica que 

afronta esta población. También, se trata de un tema de desarrollo sostenible, 

pues la inclusión tecnológica contribuye directamente a la consecución de una 

sociedad digital más justa y equitativa. Pero, sobre todo, la inclusión digital es 
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un asunto de derechos humanos porque está indivisible e interdependiente- 

mente vinculada a la protección y disfrute de los derechos de las personas 

con discapacidad como consumidoras en el entorno digital. 

El presente estudio se enmarca dentro de un compromiso de colaboración 

entre el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad, 

CERMI, y la Organización de Consumidores y Usuarios, OCU, para realizar 

actividades dirigidas a acortar la brecha digital y asegurar un acceso equitativo 

a la tecnología para todas las personas con discapacidad. La investigación 

proporciona un análisis del fenómeno de la brecha digital entre las personas 

consumidoras con discapacidad, y define propuestas y recomendaciones para 

su reducción, a fin de avanzar hacia un escenario de consumo inclusivo y sos- 

tenible. Para ello, el documento se divide en tres capítulos. Inicialmente, se 

realiza una aproximación a dos ejes del estudio: el consumo y la discapacidad. 

El segundo capítulo identifica y analiza las dimensiones y factores determi- 

nantes de la brecha digital entre las personas con discapacidad y los impactos 

en sus derechos fundamentales y en sus derechos digitales. El último capítulo 

ofrece un catálogo de medidas para mejorar la inclusión digital de este grupo 

social. 
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CAPÍTULO I. CONSUMO Y DISCAPACIDAD 

 
1. Sociedades de consumo y grupos sociales diferenciados. 

2. Las personas con discapacidad en España, rasgos básicos. 

• Análisis cuantitativo a partir de la EDAD 

• Riesgo de pobreza y exclusión. 

• Sobrecoste económico asociado a la discapacidad. 

• Empleo. 

• Acceso a derechos. 

• Relaciones personales y sociales. 

• Violencia. 

• Capacitismo. 

 
3. Las personas con discapacidad como consumidores vulnerables. 

• Comprender la vulnerabilidad. 

• El impacto de la vulnerabilidad. 

• La vulnerabilidad en las personas con discapacidad. 

 
4. La posición jurídica de las personas con discapacidad en el ámbito del 

consumo. Análisis normativo. 

• Los Tratados Internacionales y otros instrumentos de Naciones Uni- 

das. 
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o La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad. 

o La Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la 

Mujer, CEDAW. 

o La Convención sobre los Derechos del Niño. 

o La Agenda de Desarrollo Sostenible 2030. 

o Directrices de Naciones Unidas para la protección del consumi- 

dor. 

• Legislación europea. 

• Legislación española. 

 
5. Sociología del consumo de las personas con discapacidad. 

 

1. Sociedades de consumo y grupos sociales diferenciados 

 
El término sociedad de consumo fue acuñado después de la Segunda Gue- 

rra Mundial con la expansión del comercio mundial. Sirvió para describir el 

comportamiento de las sociedades occidentales, orientado hacia el consumo 

como principal modo de vida. 

La sociedad de consumo encontró su cénit con la invención de los medios 

de comunicación de masas (radio, televisión, prensa) y el desarrollo de mo- 

dernas técnicas publicitarias y de mercadeo basadas en la persuasión. Aunque, 

fue la aparición de Internet y las tecnologías digitales las que desencadenaron 

un consumo informativo frenético y las que permitieron que los patrones de 

consumo de la sociedad occidental se extendieran al resto del mundo. 

Para cuando la expresión sociedad de consumo adquiere una perspectiva 

global, la idea de consumo ya había evolucionado. Las cuestiones que rodean 

la noción contemporánea de consumo exceden su clásica definición técnica 
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donde el producto es capaz de servir de utilidad al consumidor. El consumo 

se transforma en un fenómeno socioeconómico complejo en el que las perso- 

nas consumen bienes y servicios por razones que van más allá de su valor de 

uso básico. Las fuerzas que impulsan el motor del consumo no refieren, in- 

cluso en ocasiones, se alejan de su natural, simple y originaria acepción. El 

acto de consumir no se reduce a un mero proceso económico y utilitarista, 

sino que se piensa en él como un proceso cultural cargado de significación 

que asigna identidades y realidades a los sujetos. 

Esta dinámica genera que se confundan necesidades con deseos y, en al- 

gunos casos, que consumos no imprescindibles se conviertan en demandas 

culturalmente condicionadas. Es decir, la demanda y presión social generan 

una mente de consumo colectiva, toda vez que el consumidor no es un ser 

aislado, sino que se encuentra inmerso y condicionado socialmente. 

La aparición del movimiento consumista en las economías de mercado 

planteó la necesidad de adoptar medidas en sentido estricto en torno a una 

política de defensa de los consumidores. En un principio, esta protección era 

más bien incidental como consecuencia de reglar la actividad comercial e im- 

pedir la aplicación de prácticas comerciales desleales. No obstante, la idea de 

identificar al consumidor como un grupo social diferenciado y brindarle pro- 

tección especial empezó a ganar fuerza a partir de los años sesenta del pa- 

sado siglo, cuando se multiplicaron las normas que reconocieron al 

consumidor entidad como grupo económico y asumieron la defensa de sus 

derechos. Con esta nueva perspectiva del consumidor se busca trascender la 

relación contractual clásica, fundada en la igualdad formal de los sujetos ne- 

gociales reguladas por los códigos civiles decimonónicos cuyo eje suponía re- 

laciones contractuales entre iguales1. Se pasa a relaciones de consumo 

 

1 Pese a que las sociedades de todos los tiempos han padecido problemáticas relativas al con- 

sumo, la tutela jurídica de los consumidores ha acontecido en nuestra contemporaneidad. Los 

Códigos Civiles decimonónicos no aluden ni a consumidores ni a usuarios, sino a partes contra- 

tantes (Rojo Gallego-Burín, 2021:1). 
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mediadas por el mercado, respecto de las cuales el Estado debe intervenir en 

favor del eslabón más débil, el consumidor, pudiendo regular a través de nor- 

mas y políticas públicas los derechos, obligaciones y alcances de los actores 

económicos involucrados en las relaciones de consumo. 

En la búsqueda por lograr la igualdad del consumidor se detecta la exis- 

tencia de ciertos grupos de consumidores con demandas y necesidades dife- 

rentes del promedio del mercado, y con un mayor grado de exposición a la 

vulnerabilidad en determinadas situaciones. El interés por el comportamiento 

de estos grupos surge a partir del discernimiento de que el consumo se fun- 

damenta en una variedad de factores que exceden al control del mercado, 

como, por ejemplo, aspectos biofísicos (edad, deficiencias físicas, mentales…), 

aspectos psicosociales (estigma y representaciones sociales y culturales) que 

afectan la vida cotidiana de los consumidores y generan vulnerabilidad. 

La imagen unívoca que se tiene del comportamiento del consumidor y el 

valor simbólico de la experiencia de compra se agrieta debido a la diversidad 

y complejidad de los consumidores que pueden cambiar la óptica del consumo 

conforme a sus particularidades. Asimismo, la lógica económica hacia el con- 

sumo como una satisfacción casi instantánea en aquel que consume se quie- 

bra al comprobarse que frecuentemente está restringida y hasta prohibida 

para algunos grupos que no tienen los medios, oportunidades y garantías para 

ejercer este derecho en condiciones de igualdad. En este sentido, las prácticas 

de consumo reproducen las desigualdades sociales, y es a partir del recono- 

cimiento de esta injustificada desigualdad que emerge la protección específica 

para estos grupos con el fin de que ejerzan sus derechos plenos como con- 

sumidores y usuarios, y para protegerles de abusos y vulneraciones a los que 

son más proclives. 

La protección de estos grupos de consumidores se ha visto reforzada con 

la idea del consumo responsable como palanca para la transición hacia so- 

ciedades más sostenibles e inclusivas y su vinculación con los Objetivos de 
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Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030 que visibiliza a los diversos 

grupos de personas consumidoras vulnerables. Entre las variables que enri- 

quecen esta idea destaca el deber que tienen los Estados de fomentar el con- 

sumo sostenible que conecte con el ejercicio de la ciudadanía (con el 

desarrollo económico y social). Dicho de otro modo, además del crecimiento 

económico, el crecimiento social, justo y equitativo es indispensable para al- 

canzar una verdadera sostenibilidad. Por tanto, el consumo sostenible nece- 

sariamente ha de ser inclusivo para acortar la brecha de desigualdad y 

contribuir a la reducción de las vulnerabilidades estructurales. 

La naturaleza heterogénea y la dependencia del contexto de la vulnerabi- 

lidad y la desventaja hacen que las diferencias entre los grupos de consumi- 

dores deban considerarse en términos de factores sociales, demográficos, de 

comportamiento, personales y de mercado. Las personas mayores, niños y 

niñas, las mujeres, las minorías étnicas o lingüísticas, así como las personas 

con discapacidad, destacan como grupos sociales que requieren una atención 

específica y diferenciada. 

2. Las personas con discapacidad en España, rasgos básicos 

 
Análisis cuantitativo a partir de la EDAD 

 
La Encuesta de Discapacidad, Autonomía Personal y situaciones de De- 

pendencia (EDAD) es la fuente estadística más completa y representativa en 

España sobre discapacidad en la actualidad. Trata de dar respuesta a la de- 

manda de información sobre las personas con discapacidad en España y uno 

de sus objetivos es proporcionar una base de datos para la planificación de 

políticas destinadas a este colectivo. 

La Encuesta se ha realizado en dos etapas: en primer lugar, en 2020, se 

realizó la encuesta dirigida a la población residente en hogares y en una se- 

gunda etapa, durante 2023, se realizó la encuesta dirigida a personas resi- 
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dentes en centros (residencias de mayores, centros de discapacidad, hospi- 

tales de larga estancia y viviendas tuteladas). 

Según la estimación de la EDAD Hogares 2020, un total de 4,38 millones 

de personas residentes en domicilios familiares (9,5 % de la población en Es- 

paña) afirmaron tener algún tipo de discapacidad. Respecto a los datos que 

proporcionó la anterior encuesta de discapacidad, realizada en 2008, la pobla- 

ción de personas con discapacidad residente en domicilios familiares se ha in- 

crementado en unas 536 mil personas, mientras que la tasa específica de 

discapacidad lo ha hecho en un 9,4 por mil (OED, Informe Olivenza 2022:61). 

La discapacidad en la población española se focaliza en las mujeres y en 

las personas de edad avanzada. Del total de personas con discapacidad que 

registra la EDAD Hogares 2020, el 59,9 % son mayores de 65 años (el 20 % 

supera los 84 años). La proporción que suponen las personas mayores de 65 

años sobre el total de las personas con discapacidad es significativamente 

más alta en el caso de las mujeres (65,9 %) que en el de los varones (51,5 %). 

No obstante, según los datos del INE, los grupos de edad en los que más se 

ha incrementado la tasa de discapacidad desde 2008 son las edades jóvenes 

e infantiles entre 6 y 24 años (OED, Informe Olivenza 2022: 71). 

Según la encuesta, en 3,86 millones de hogares españoles (el 20,5 por 

cien del total de hogares existentes en nuestro país) vive al menos una per- 

sona con discapacidad. Se debe destacar que hay casi 1,13 millones de ho- 

gares que están formados por una persona con discapacidad que vive sola y 

más de 267 mil hogares que están formados por dos o más personas con dis- 

capacidad sin otros convivientes. A diferencia del conjunto de los hogares es- 

pañoles, en los que el tipo de hogar más frecuente es el constituido por una 

pareja con hijos conviviendo en el hogar, en los hogares en los que viven per- 

sonas con discapacidad el tipo de hogar más frecuente es el unipersonal. Casi 

tres de cada diez hogares en los que viven personas con discapacidad son 

hogares unipersonales (OED, Informe Olivenza 2022:67). 
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Los hogares en los que residen personas con discapacidad tienen peor 

equipamiento que el resto de los hogares en lo que respecta a ordenador per- 

sonal, acceso a internet, tabletas o similares, teléfono móvil, calefacción, aire 

acondicionado, automóvil, lavavajillas y microondas (OED, Informe Olivenza 

2022:69). 

Por su parte, la EDAD Centros 2023 señala que en este año un total de 

357.894 personas residentes en centros (94,7 de cada 100 residentes) afir- 

maron tener alguna discapacidad. Por edad, el 65,0 % del colectivo con dis- 

capacidad en centros tenía 80 o más años, el 20,0 % tenía entre 65 y 79 años 

y el 15,0 % tenía entre 6 y 64 años. El 65,1 % de las personas con discapaci- 

dad residentes en centros eran mujeres y el 34,9 % hombres (INE, EDAD 

2023:1, nota de prensa, 20 de abril de 2024). 

Las discapacidades más frecuentes estaban relacionadas con actividades 

básicas de la vida diaria. El 88,6 % de las personas con discapacidad tenía 

problemas de cuidado personal, el 86,9 % con la vida doméstica y el 86,2 % 

dificultades importantes de movilidad hombres (INE, EDAD 2023:2, nota de 

prensa, 20 de abril de 2024). 

En cuanto a sus relaciones sociales, el 67,6 % de las personas con disca- 

pacidad que residían en centros recibía visitas o mantenía reuniones con fa- 

miliares o amigos al menos una vez por semana y el 49,2 % mantenía contacto 

por teléfono, redes sociales o correo, al menos una vez por semana. Por su 

parte, el 3,7 % no se reunía con familiares y el 33,9 % no utilizaba medios de 

comunicación. El 28,4 % de las personas de 80 y más años recibían visitas 

casi todos los días, frente al 10,3 % de las menores de 65. El 74,2 % de las 

personas con discapacidad consideraba adecuado el contacto con familiares, 

amigos o conocidos, el 19,4 % lo consideraba insuficiente y el 1,7 % no tenía 

contacto hombres (INE, EDAD 2023:4, nota de prensa, 20 de abril de 2024). 
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Riesgo de pobreza y exclusión 

 
El estudio de la Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión 

Social (EAPN-ES) (2023) «13 Informe El Estado de la Pobreza en España. 

Seguimiento de los indicadores de la Agenda UE 2030. 2015-2022» señala 

que las personas con discapacidad soportan un riesgo de pobreza y/o exclu- 

sión mucho más elevada que aquellas que no tienen discapacidad. Esto no 

es una cuestión coyuntural, sino que muestra una situación de riesgo de po- 

breza estructural (EAPN-ES, 2023:11-12). 

Según el informe, la tasa de pobreza entre las personas con discapacidad 

se incrementó notablemente hasta el 2020, momento más intenso, por las 

consecuencias de la COVID-19. Con posterioridad esta tasa de pobreza se 

redujo de una manera intensa, en especial, según se apunta, se «ha conse- 

guido eliminar en los dos últimos años casi la totalidad del incremento acu- 

mulado en los últimos cinco.» (EAPN-ES, 2023:15). Sin embargo, y pese a 

esta mejora, el 27 % de las personas con discapacidad experimenta dificulta- 

des o muchas dificultades para llegar a fin de mes. La diferencia es de algo 

más de siete puntos porcentuales con respecto a las personas sin discapaci- 

dad (18,8 %). Además, el 41 % no puede afrontar unos gastos imprevistos de, 

al menos, 800 € (32,1 % entre las personas sin discapacidad) (EAPN-ES, 

2023:16). 

Además de la dimensión económica, aspectos relacionados con el acceso 

a derechos, los vínculos personales y sociales, así como los sesgos negativos 

y las suposiciones inexactas sobre la experiencia de vivir con discapacidad, 

se entretejen y crean impactos negativos que obstaculizan la inclusión de esta 

población. 

El Sistema de Indicadores del Observatorio Estatal de la Discapacidad 

sobre Inclusión Social de las Personas con Discapacidad 2022, advierte que 

de los 25 indicadores calculados (distribuidos en tres ejes de exclusión: eco- 
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nómico, político y social —ciudadanía— y relaciones sociales) en los que es 

posible comparar los datos referidos a personas con discapacidad con los de 

la población general, en 20 las personas con discapacidad presentan una si- 

tuación más desfavorable que la población general. (OED, Informe Olivenza 

2022: 115). 

Sobrecoste económico asociado a la discapacidad 

 
Diversos estudios documentan los mayores gastos asociados a la disca- 

pacidad por la necesidad de servicios, apoyos y dedicación necesaria para 

desenvolverse en la vida cotidiana. A estos gastos extraordinarios corresponde 

añadir el coste de oportunidad por la mayor dedicación de tiempo de las fami- 

lias en las que convive alguna persona con discapacidad. Considerados con- 

juntamente estos gastos son designados como los sobrecostes o sobresfuerzo 

económico de la discapacidad. 

Estos costes suplementarios que se derivan de la situación de discapaci- 

dad imponen a la población con discapacidad un agravio económico compa- 

rativo, con un efecto discriminatorio, arbitrario e injusto respecto a las personas 

sin discapacidad (Jiménez y Huete, 2011: 12), porque les dificulta aprovechar 

las oportunidades económicas, así como alcanzar un nivel de vida y de parti- 

cipación social similar a la del resto de población. 

Empleo 

 
Los indicadores vinculados al empleo muestran notables diferencias entre 

la población general y las personas con discapacidad. El Informe ODISMET 

2023 refleja el complicado contexto laboral al que se enfrenta la población con 

discapacidad: 

• La tasa de actividad entre las personas con discapacidad se sitúa en el 

34,6 %, mientras que entre personas sin discapacidad alcanza el 77,7 %. 
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• La tasa de empleo de las personas con discapacidad (26,9 %) dista sig- 

nificativamente de la de la población general, que se sitúa en el 66,3 %, 

estableciéndose así una diferencia de 39,4 puntos porcentuales. Tan 

solo una de cuatro personas con discapacidad tiene empleo. 

• Los datos de paro advierten que la población con discapacidad tiene 

una tasa de 22,5 %, mientras que en la población general la tasa de 

paro es 14,7 %. 

• La precariedad se hace más patente en los grupos más vulnerables. 

Las mujeres con discapacidad son objeto de una discriminación inter- 

seccional que condiciona significativamente su acceso al empleo y sus 

condiciones laborales. 

Acceso a derechos 

 
La población con discapacidad se enfrenta a barreras en el acceso a 

bienes, servicios, recursos, apoyos, protección y defensa de sus derechos en 

los diversos ámbitos vitales. 

Educación 

 
Las personas con discapacidad presentan sistemáticamente un nivel de 

estudios inferior al total de la población española (Real Patronato sobre Dis- 

capacidad, 2023:307). 

• En la categoría de estudios básicos e inferior (que incluye a los que no 

saben leer ni escribir, estudios primarios incompletos, estudios primarios 

o equivalentes y educación secundaria obligatoria de primera etapa) 

hay una diferencia de prácticamente un 28 % entre ambos colectivos. 

• En los estudios secundarios (Bachillerato y FP de grado medio) ocurre 

lo mismo, aunque la diferencia es sustantivamente menor (8,5 %). 
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• En los estudios superiores (FP superior o estudios universitarios o equi- 

valentes), la diferencia es de un 19,5 %. 

Salud 

 
En los resultados de salud existen diferencias entre las personas con dis- 

capacidad y las personas sin discapacidad, que se pueden apreciar en tres 

indicadores de salud: mortalidad, morbilidad y funcionamiento. Las personas 

con discapacidad mueren antes, tienen peor salud y experimentan más limi- 

taciones en las actividades diarias que la población sin discapacidad. Debido 

a factores sociales injustos y evitables, esta población sufre diversas inequi- 

dades en este ámbito. Se enfrentan, por ejemplo, a barreras en el acceso a 

bienes, servicios, recursos y apoyos del sistema de salud, lo cual repercute 

sobre las condiciones personales que determinan la evolución de la discapa- 

cidad (OED, Informe Equidad y Derecho a la Salud y a la Asistencia Sanitaria 

de las Personas con Discapacidad. Situación España, 2023:7). 

Vivienda 

 
Muchas personas con discapacidad se encuentran en situación de vulne- 

rabilidad residencial. Parque de vivienda antiguo, con escasa eficiencia ener- 

gética, dificultades para rehabilitar su vivienda o problemas de accesibilidad 

son algunos problemas asociados con el estado de la vivienda (PROVI- 

VIENDA, 2019:41-42). 

• Una cuarta parte de los hogares vulnerables con discapacidad mani- 

fiesta que su situación residencial influye mucho en su calidad de vida 

y su salud (8,5 puntos porcentuales más que el conjunto de hogares 

vulnerables) y que la vivienda no adaptada es un freno a la inclusión. 

• La falta de accesibilidad de la vivienda sigue siendo una cuestión igno- 

rada. El 70 % de los inmuebles de España de propiedad horizontal son 
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inaccesibles, lo que supone que 100 mil personas con discapacidad y 

mayores con problemas de movilidad sigan estando presas en sus vi- 

viendas (CERMI, 2023: 7). 

Derechos políticos 

 
Las personas con discapacidad es una población con limitada influencia 

cívica ya que sigue encontrando barreras para su participación política y ciu- 

dadana. Los datos destacan que su tasa de participación en elecciones o su 

afiliación a organizaciones ciudadanas es del 19,2 % frente al 21,9 % de la 

población general (OED, Informe Olivenza 2022:116). 

Relaciones personales y sociales 

 
La soledad no deseada y el aislamiento se han convertido en un problema 

de salud pública. Tienen un impacto desmedido en las personas con discapa- 

cidad que se agudiza en las fases de envejecimiento (CERMI, 2023:169). Asi- 

mismo, las personas con discapacidad intelectual y grandes necesidades de 

apoyo tienen dificultades para relacionarse con otras personas (62 % de las 

entrevistadas) o no tienen ningún amigo o amiga (38 %) (Plena Inclusión, 

2017:142). Otro segmento de población con discapacidad especialmente pro- 

penso a experimentar situaciones de aislamiento y soledad son quienes resi- 

den en zonas rurales, en particular, las mujeres con discapacidad: el 86 % de 

las personas con discapacidad que reside en zonas rurales encuentra barreras 

para salir de casa y el 90 % encuentra barreras para la actividad de ocio (OED, 

Informe Las personas con discapacidad residentes en el Medio Rural: situa- 

ción y propuestas de acción 2017:42). 

Violencia 

 
Las personas con discapacidad también sufren vulnerabilidad ante la vio- 

lencia en todas sus formas. 
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• Las personas con discapacidad tienen 1,5 veces mayor riesgo de sufrir 

violencia que las personas sin discapacidad, siendo tales riesgos ma- 

yores para las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo 

(OMS, 2022:80). 

• La violencia de todo tipo se recrudece en las mujeres, niños y niñas con 

discapacidad que pueden ser víctimas de violencia física y explotación 

sexual, de violencia emocional y psicológica a través de abusos y hu- 

millaciones, de su confinamiento y de prácticas tradicionales dañinas 

como la esterilización o la mutilación genital femenina (CERMI, 2023: 

67). 

• La violencia a la que están expuestas las mujeres no es una violencia 

episódica, sino estructural, pues se da a lo largo del ciclo vital y en di- 

ferentes contextos (CERMI Mujeres, 2022:105). 

Capacitismo 

 
El capacitismo se entiende como un sistema de opresión que sobrevalora 

y favorece ciertas características típicas del cuerpo y mente como esenciales 

para vivir una vida de valor. En este sentido, el capacitismo considera que la 

discapacidad es una condición devaluada y cataloga a las personas con dis- 

capacidad como inferiores. Los sesgos negativos y las suposiciones inexactas 

sobre la experiencia de vivir con discapacidad están profundamente arraiga- 

das en la sociedad. (Álvarez Ramírez, 2023:10). 

Estas ideas y creencias impactan de manera intensa en la formación de 

conceptos, la percepción, el juicio y la acción, socavando los derechos de las 

personas con discapacidad en todos los ámbitos de su vida, incluido el con- 

sumo. 
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3. Las personas con discapacidad como consumidores vulnerables 

 
Comprender la vulnerabilidad 

 
Es necesario precisar que más que consumidores vulnerables se debe ha- 

blar de consumidores en situación de vulnerabilidad, ya que la vulnerabilidad 

no es una característica, sino un estado o riesgo al que se enfrenta una per- 

sona o grupo. Existen factores económicos, sociodemográficos, situaciones 

personales, factores relacionados con el mercado que pueden causar o au- 

mentar la probabilidad de vulnerabilidad. En tal sentido, no existen personas 

intrínsecamente vulnerables, sino que se encuentran en situaciones vulnera- 

bles impuestas. 

Habitualmente, se ha considerado que los consumidores y usuarios se en- 

cuentran en una situación de vulnerabilidad frente a los proveedores de bienes 

y servicios, en virtud de un desequilibrio estructural en el poder de negocia- 

ción. Sin perjuicio de ello, actualmente se reconoce la existencia de una ca- 

tegoría de sujetos consumidores que, además de esa debilidad propia a la 

relación jurídica de consumo, se encuentran en condiciones de desigualdad 

que los coloca en una situación de vulnerabilidad agravada. 

La legislación española sobre los derechos del consumidor identifica esta 

categoría que requiere especial protección y la vincula de forma directa con 

la proyección de los derechos fundamentales a las relaciones de consumo. 

Personas con discapacidad, mayores, mujeres, niños, niñas y adolescentes, 

entre otros, forman parte de los grupos que pueden encontrarse en una par- 

ticular situación de vulnerabilidad. Para estos consumidores y, en el marco de 

la relación de consumo, la dignidad, el trato equitativo, el derecho a la libertad, 

el derecho de participación, el derecho a la igualdad y no discriminación deben 

ser especialmente garantizados. 

Insistir en el matiz de que la vulnerabilidad no es consustancial a la persona 

sino el resultado de las barreras del entorno en lo que a las personas con dis- 
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capacidad se refiere, resulta esencial, puesto que, permite realizar una apli- 

cación coherente, coordinada y simultánea de las normas, principios e institu- 

ciones del derecho del consumidor con los principios y disposiciones que 

recoge la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad. 

Interpretada a la luz del tratado internacional la protección de las personas 

con discapacidad en el ámbito de consumo adquiere dos dimensiones. En pri- 

mer lugar, significa prestar especial atención a la diferencia de la discapacidad 

y dar una respuesta positiva a esa diferencia. Esto tiene consecuencias claras 

para el marco de protección de los consumidores y usuarios. Las leyes, polí- 

ticas y prácticas comerciales deben centrarse en la forma en que se concibe 

y diseña el sistema para hacer frente a las barreras que afronta la población 

con discapacidad en este contexto. En segundo lugar, significa integrar la 

agenda de la protección del consumidor en situación de vulnerabilidad en una 

agenda más amplia de inclusión y participación social. 

El impacto de la vulnerabilidad 

 
La vulnerabilidad ocasiona una mayor exposición a riesgos de resultados 

negativos en las relaciones de consumo. Sus impactos son muchos y de va- 

riado tipo. Perjuicios económicos, menor capacidad de proteger los propios 

intereses, dificultad para obtener o asimilar información, ser más susceptible 

a determinadas prácticas de marketing, mayor dificultad para comprar, elegir 

o acceder a productos adecuados (European Commision, 2016). Así que la 

vulnerabilidad es multidimensional y afecta a las personas de diferentes ma- 

neras, pudiendo reflejarse más en algunas dimensiones, pero no en otras. 

Además, puede ocurrir que dentro de un grupo considerado vulnerable 

haya sujetos que puedan sufrir vulneración de derechos como consumidor y 

otros que no la sufren o la padecen en menor intensidad, lo que marca una di- 

ferencia a pesar de que ambos pertenecen a ese grupo. 
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Al considerar los impactos es importante señalar que son interactivos en 

el sentido de que un impacto en una dimensión puede contribuir a un efecto 

en otra. Ejemplos de impactos potenciales negativos que abarcan múltiples 

dimensiones de vulnerabilidad incluyen consumidores que pagan un precio 

más alto por un bien o servicio que no pagarían de otro modo, y consumidores 

que obtienen un bien o servicio que no es de su interés ya que no se ajustan 

a sus necesidades o no es un bien o servicio que necesitan o planean com- 

prar. En ambos casos, los consumidores enfrentan pérdidas financieras y un 

menor bienestar como resultado de obtener un bien o servicio que no querían 

o que no se adapta a sus necesidades. 

Frecuentemente, la vulnerabilidad tiene un efecto de carácter transversal 

sectorial. Es posible que quien no puede pagar las cuotas hipotecarias, deje 

de pagar el recibo de la luz, el préstamo de consumo o no pueda tener acceso 

a internet por no disponer de un ordenador. 

Asimismo, la convergencia de dos o más condiciones de vulnerabilidad 

conlleva la probabilidad de que la persona sufra mayores impactos que dis- 

minuyan su más elemental bienestar. La discapacidad, la edad, el género, re- 

sidir en zona rural, entre otras, son variables que cuando confluyen conllevan 

un aumento de la vulnerabilidad del consumidor. 

La vulnerabilidad en las personas con discapacidad 

 
Los datos sobre los rasgos básicos de las personas con discapacidad que 

se han expuesto dan cuenta de las desigualdades que esta población presenta 

con respecto a la población general debido a las barreras del entorno. Es un 

grupo social que afronta con más asiduidad desequilibrios en cuanto a capa- 

cidad económica, acceso a derechos, relaciones sociales y capacitismo. Este 

marco multidimensional de pobreza y exclusión social es la premisa de partida 

para entender por qué las personas con discapacidad entran en la categoría 

de personas consumidoras en situación de vulnerabilidad. 
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La pobreza, la falta de acceso a educación y oportunidades laborales, el 

soportar gastos extraordinarios derivados de la situación de discapacidad, sus 

acotados vínculos sociales o el estigma y rechazo, son realidades con las que 

las personas con discapacidad conviven todos los días. Todas estas formas 

de exclusión impactan en el proceso y relaciones de consumo de bienes y ser- 

vicios en igualdad de garantías y condiciones para su participación activa 

como el resto de ciudadanos. Así pues, la experiencia de vulnerabilidad en el 

consumo es una realidad para las personas con discapacidad, pero ello no 

significa que lo deseen o que deba ser un estado permanente. 

Adicionalmente, cuando se trata de este grupo social debe atenderse a dos 

aspectos fundamentales sobre su vulnerabilidad. Primero: debe tenerse en 

cuenta que solo porque una persona tenga discapacidad que la ubica en la 

clase de consumidores con una protección reforzada, no significa que sea ne- 

cesariamente vulnerable en todas las situaciones. Segundo: dentro de esta 

población, y debido a la propia diversidad de la discapacidad, algunas perso- 

nas son más susceptibles a la vulnerabilidad en determinadas situaciones de 

consumo, mientras que otras podrían serlo en menor grado. 

4. La posición jurídica de las personas con discapacidad en el ámbito 

del consumo. Análisis normativo 

Los Tratados Internacionales y otros instrumentos de Naciones Unidas 

 
La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Dis- 

capacidad 

La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Dis- 

capacidad (en adelante CDPD)2 es el tratado internacional de derechos hu- 

 

2 La CDPD fue aprobada el 13 de diciembre de 2006 mediante Resolución 61/106 de las Naciones 

Unidas. 
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manos que ha marcado un cambio de paradigma al plantear la discapacidad 

desde una perspectiva de derechos. La CDPD, más su Protocolo Facultativo, 

ha sido firmada y ratificada por España3, por lo que desde el 3 de mayo de 

2008 se integra en el ordenamiento jurídico español y sus principios, valores 

y mandatos deben estar incorporados en la legislación y en las políticas pú- 

blicas. 

El enfoque de derechos que incorpora la CDPD supone que las personas 

con discapacidad son auténticos sujetos plenos y activos de derechos, y que 

es indispensable eliminar las barreras a su inclusión y participación en la so- 

ciedad. El tratado hace hincapié en la discriminación estructural y sistemática 

que enfrentan estas personas, y aclara las obligaciones jurídicas de los Esta- 

dos de promover el respeto de su dignidad y proteger y asegurar el goce, en 

condiciones de igualdad, de todos sus derechos y libertades fundamentales. 

La CDPD define ciertos principios como la dignidad, la accesibilidad, la in- 

clusión, la participación, la no discriminación y la igualdad de oportunidades 

en la medida en que se aplican a las personas con discapacidad para garan- 

tizar que puedan disfrutar de sus derechos y libertades en todos los ámbitos 

vitales. 

De modo que la reformulación de la discapacidad que hace la CDPD tam- 

bién orienta y afecta a la esfera de las relaciones de consumo. Esto significa 

que los marcos legales de consumo, así como la acción política y las prácticas 

en este ámbito, deben adaptarse al tratado internacional para hacerlos sensi- 

bles a la situación, derechos y necesidades específicas de las personas con 

discapacidad. 

 
 

 

3 Instrumento de Ratificación de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad. BOE núm. 96, de 21 de abril de 2008. 
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La Convención para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, 

CEDAW 

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

Contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en inglés)4 es el instrumento interna- 

cional vinculante más amplio y progresista sobre los derechos humanos de 

todas las mujeres y niñas. La CEDAW, fue ratificada por España en 1984, 

comprometiéndose con ello a desarrollar y aplicar sus disposiciones. 

De conformidad con los artículos 2 y 3 de la CEDAW, los Estados parte 

condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas; y tienen la 

obligación de tomar en todas las esferas las medidas apropiadas para asegu- 

rar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el 

ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales 

en igualdad de condiciones con el hombre. En materia de consumo, ello en- 

cuentra un correlato directo con el principio antidiscriminatorio que se solapa 

con la garantía de la igualdad y trato equitativo en las relaciones de consumo. 

Si bien el tratado no menciona expresamente a las mujeres y niñas con 

discapacidad, la Recomendación General 18 del Comité para la Eliminación 

de la Discriminación contra la Mujer5 destaca que las mujeres con discapaci- 

dad son doblemente marginadas y reconoce la escasez de datos al respecto; 

y también exhorta a los Estados parte a proporcionar esta información en sus 

informes periódicos y garantizar la participación de las mujeres y niñas con 

discapacidad en todas las áreas de la vida social y cultural. 

 
 
 
 

4 La CEDAW fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 

34/180, el 18 de diciembre de 1979. 
5 El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer es el órgano de expertos in- 

dependientes que supervisa la aplicación de la Convención sobre la eliminación de todas las for- 

mas de discriminación contra la mujer. 
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Como en muchos ámbitos de la vida, el consumo puede ser otro contexto 

que, lejos de ser igualitario, reproduce la desigualdad de género. Para las mu- 

jeres y niñas con discapacidad esta brecha se ahonda, por lo que todo el 

elenco de postulados que comprende la CEDAW debe aplicarse con el fin de 

respetar, proteger y hacer efectivo el derecho al consumo de la población fe- 

menina con discapacidad en igualdad con los hombres. 

La Convención sobre los Derechos del Niño 

 
Los derechos de la infancia están plenamente estipulados en la Conven- 

ción sobre los Derechos del Niño6, ratificada por España el 30 de noviembre 

de 1990 para incorporar en nuestra normativa el reconocimiento de las niñas 

y niños como sujetos de derechos, creativos y participativos, capaces de mo- 

dificar y de influir en su entorno, siendo un compromiso del Estado impulsar 

las condiciones para hacer efectiva su participación en la vida social en todas 

sus dimensiones. 

Los derechos de la infancia pueden ejercerse a través del consumo. Son 

muchos los ámbitos del consumo en los que la infancia está muy presente. 

Nuevas tecnologías, juguetes, videojuegos, uso de internet y todo tipo de com- 

pras tienen una relación directa con el consumidor infantil. Proteger a las niñas 

y niños para asegurar que disfruten de su infancia en medio de las profundas 

y rápidas transformaciones de la vida social ha promovido una nueva pers- 

pectiva de avance del cumplimiento de los derechos de la infancia consagra- 

dos en la Convención sobre los Derechos del Niño. 

El interés superior del niño, principio cardinal de la Convención, sobre el 

cual debe basarse toda normatividad que regule cualquier tema relacionado 

con la infancia, debe evaluarse adecuadamente en el contexto del consumo. 

 
 

6 La Convención sobre los Derechos del Niño fue aprobada por la Asamblea General de las Na- 

ciones Unidas en su resolución 44/25, el 20 de noviembre de 1989. 
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Los Estados parte deben cerciorarse de que, en todas las actuaciones relati- 

vas al suministro, la regulación, el diseño, la gestión y la utilización de produc- 

tos, el interés superior de todos los niños, niñas y adolescentes sea una 

consideración primordial. 

La Observación General 9 del Comité de los Derechos del Niño7 interpreta 

la Convención sobre los Derechos del Niño con respecto a los derechos de 

los niños y niñas con discapacidad. Esta Observación reconoce que «los niños 

con discapacidad son más vulnerables a todo tipo de abusos, sea mental, fí- 

sica o sexual en todos los entornos () con frecuencia se repite el dato de que 

los niños con discapacidad tienen cinco veces más probabilidades de ser víc- 

timas de abusos» (Comité de los Derechos del Niño, 2006, párr. 42). Acorde 

con esta realidad, la Observación busca ofrecer orientación y asistencia a los 

Estados en sus esfuerzos por hacer efectivos los derechos de los niños con 

discapacidad de una forma general que abarque todas las disposiciones de la 

Convención. 

La Agenda de Desarrollo Sostenible 2030 

 
La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada en septiembre de 

2015 por la Asamblea General de las Naciones Unidas, es un plan de acción 

mundial a favor de la sostenibilidad económica, social y ambiental, fundamen- 

tado en 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Los ODS son básica- 

mente una agenda de transformación del planeta y la vida de las personas 

que propone un enfoque basado en los derechos humanos. El desarrollo eco- 

nómico, la justicia social y la protección del medio ambiente son los tres ejes 

sobre los que pivota la Agenda. 

 
 

 

7 El Comité de los Derechos del Niño es el organismo de las Naciones Unidas que tiene la función 

de examinar los progresos realizados en el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los 

Estados parte que han ratificado la Convención sobre los Derechos del Niño. 



Consumo y discapacidad 

  34   

 

 

 

 
Con esta pretensión son numerosas las conexiones que pueden estable- 

cerse entre el cuerpo normativo que se ocupa de los derechos de los consu- 

midores y usuarios y los ODS. Además de la evidente articulación entre los 

ODS con el consumo inclusivo y sostenible, la vinculación de la normativa pro- 

pia del derecho del consumo con los ODS excede dicho marco. La protección 

de bienes jurídicos tales como el empleo, la educación, la salud, y el consumo 

en sí mismo considerado, pone de manifiesto por qué los ODS resultan com- 

plementarios a otros instrumentos específicos sobre la materia de consumo. 

Al ser la Agenda una guía para promulgar normas y políticas bajo un modelo 

de desarrollo sostenible e inclusivo permite ampliar los estándares de protec- 

ción de otros derechos propios del ámbito del consumo, tales como el acceso 

a la educación, la vivienda, los servicios básicos de luz o internet. 

El principio «no dejar a nadie atrás» implica un compromiso real con la res- 

ponsabilidad de respetar, proteger y promover los derechos humanos y las li- 

bertades fundamentales de todas las personas, sin hacer distinción alguna 

por ningún motivo. Coherente con tal promesa, los ODS incluyen a las perso- 

nas con discapacidad de modo directo al incorporarlas como base en diferen- 

tes indicadores propuestos para medir el grado de avance de los ODS. 

También se les incluye bajo el paraguas de personas en situación de vulnera- 

bilidad, y de manera general bajo el enfoque de diversidad, igualdad e inclu- 

sión que adopta los ODS. En este sentido se expresa un compromiso por parte 

de los gobiernos de empoderar a las personas con discapacidad en la elabo- 

ración de los planes y estrategias para implementar los ODS en una sociedad 

inclusiva donde las personas con discapacidad, como titulares de derechos y 

sujetos activos del desarrollo, participen activamente para alcanzar los ODS. 

Directrices de Naciones Unidas para la protección del consumidor 

 
Con el propósito de armonizar la protección de los consumidores a escala 

global, la Asamblea General de Naciones Unidas adopta las Directrices de las 
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Naciones Unidas para la Protección del Consumidor8, un conjunto de principios 

que recoge las principales características que deben tener las leyes de pro- 

tección del consumidor, las instituciones encargadas de aplicarlas y los siste- 

mas de compensación para que sean eficaces. 

Las directrices son el único instrumento acordado internacionalmente sobre 

la protección del consumidor y, si bien no son vinculantes, han sido amplia- 

mente aplicadas por los Estados miembros de la Conferencia de las Naciones 

Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD)9. Estas directrices advierten 

que los consumidores10 afrontan a menudo desequilibrios en cuanto a capa- 

cidad económica, nivel de educación y poder de negociación en sus relaciones 

comerciales con las empresas. Además, refiere una categoría específica de 

consumidores que se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad y 

desventaja y que, por tanto, requieren una atención especial (Naciones Uni- 

das, 2021, párr.6). Las propias directrices permiten que los Estados miembros 

adopten definiciones diferentes de consumidor vulnerable en función de sus 

circunstancias internas, lo que ha dado lugar a que no haya una definición 

única de vulnerabilidad y desventaja de los consumidores y a que cada país 

elabore su política nacional sobre la base de las necesidades sociales, eco- 

nómicas y ambientales específicas de sus consumidores. 

 
 
 

 

8 Las directrices fueron aprobadas por la Asamblea General en su resolución 39/248, de 16 de 

abril de 1985, ampliadas posteriormente por el Consejo Económico y Social en su resolución 

1999/7, de 26 de julio de 1999, y revisadas y aprobadas por la Asamblea General en su resolución 

70/186, de 22 de diciembre de 2015. 
9 La UNCTAD es un organismo intergubernamental permanente creado por la Asamblea 

General de las Naciones Unidas en 1964. 
10 El término «consumidor» se define en el párr. 3 de las Directrices de las Naciones Unidas para 

la Protección del Consumidor como una persona física, con independencia de su nacionalidad, 

que actúa principalmente con fines personales, familiares o domésticos. Las directrices reconocen 

que los Estados Miembros podrán adoptar diferentes definiciones para abordar necesidades in- 

ternas específicas. 
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Legislación europea 

 
En el caso europeo, si bien la aplicación de los derechos del consumidor 

es responsabilidad de los Estados miembros, la Unión Europea tiene un papel 

de coordinación y apoyo. La imagen de los consumidores vulnerables en la 

legislación de la Unión durante muchos años fue bastante estrecha. Se definía 

en la Directiva sobre prácticas comerciales desleales11, centrada principal- 

mente en la vulnerabilidad desde la perspectiva de los intereses económicos 

de los consumidores y que hacía hincapié en la «influencia indebida» que pu- 

diera ejercerse sobre aquellos consumidores cuya voluntad no estaba total- 

mente formada y que requerían de protección adicional por ser 

«particularmente vulnerables debido a sus problemas físicos o mentales, en- 

fermedad, edad o credulidad» (Directiva 2005/29/CE del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, considerando 19). Ciertamente, la Di- 

rectiva se refiere a las personas con discapacidad, pero bajo una concepción 

añeja de la discapacidad centrada en la patología como la causa de la vulne- 

rabilidad. Es una protección teñida de paternalismo que concibe a las perso- 

nas con discapacidad como intrínsicamente vulnerables y, por consiguiente, 

objeto de protección. 

La necesidad de establecer un concepto más amplio de los consumidores 

vulnerables atendiendo a otras variables que puedan dar lugar a su vulnera- 

bilidad y a una mayor protección para ellos, conllevó a redefinir la dimensión 

comunitaria de la protección de estos consumidores en la Resolución del Par- 

lamento Europeo, de 22 de mayo de 201212 que fue avalada por el resto de 

textos emitidos por las instituciones europeas. En este sentido, la Comisión 

Europea adopta la Agenda del Consumidor Europeo, documento que esta- 

 
 

11 Directiva 2005/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa 

a las prácticas comerciales desleales de las empresas en sus relaciones con los consumidores 

en el mercado interior. DOUE-L-2005-81047. 
12 Resolución del Parlamento Europeo, de 22 de mayo de 2012sobre una estrategia de refuerzo 

de los derechos de los consumidores vulnerables (2011/2272(INI). 
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blece el marco estratégico en materia de política de los consumidores y presta 

atención a las personas vulnerables, en especial en el contexto económico y 

social, a través de iniciativas de inclusión financiera y acceso a los servicios 

básicos. Bajo el nuevo marco, el concepto europeo transciende la figura de 

consumidor vulnerable en términos económicos y entiende que «todos los con- 

sumidores, en algún momento de su vida, pueden pasar a ser vulnerables de- 

bido a factores externos y a sus interacciones con el mercado, o porque 

experimenten dificultades para acceder a información adecuada dirigida a los 

consumidores y entenderla, y, por tanto, precisen de una protección especial» 

(Resolución del Parlamento, 2012, Considerando D). Del nuevo entendimiento 

de la vulnerabilidad que recoge el documento se desprende que las situacio- 

nes de vulnerabilidad vienen impuestas por agentes externos. Aunque no lo 

indique expresamente, la nueva interpretación se ajusta al relato que de la 

discapacidad hace la CDPD, y ello puede colegirse de la mención expresa a 

las personas con discapacidad que el documento hace en el apartado de ex- 

clusión social, vulnerabilidad y accesibilidad. 

Aun con esta nueva óptica, la pandemia de la COVID-19 vino a plantear 

retos significativos que afectan la vida cotidiana de los consumidores más vul- 

nerables en relación con la disponibilidad y la accesibilidad de productos y 

servicios. La necesidad de impulsar un mayor nivel de protección de estos 

consumidores conllevó la aprobación de la Nueva Agenda del Consumidor, 

adoptada el 13 de noviembre de 2020 por la Comisión Europea13 bajo el título 

Reforzar la resiliencia del consumidor para una recuperación sostenible. 

La Nueva Agenda se constituye en el marco estratégico general actualizado 

de la política de los consumidores de la Unión de 2020 a 2025 que, por primera 

 

 

13 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo y al Consejo: Nueva Agenda del Consu- 

midor. Reforzar la resiliencia del consumidor para una recuperación sostenible. COM (2020) 196 

final. 
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vez dentro del marco de protección de los consumidores de la Unión Europea, 

menciona el apoyo a normas internacionales como la Convención de las Na- 

ciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Dentro 

de los cinco ámbitos prioritarios clave de la Nueva Agenda se encuentra las 

necesidades específicas de determinados grupos de consumidores, en el que 

recoge explícitamente a la población con discapacidad: 

Legislación española 

 
La tutela efectiva de los consumidores y usuarios es una obligación de 

base constitucional ineludible para los poderes públicos. Es, de hecho, una 

política pública esencial en nuestra sociedad globalizada, donde la liberaliza- 

ción de los mercados, la libre competencia y la máxima disponibilidad de pro- 

ductos requiere de una protección para los consumidores. 

La legislación española de consumidores y usuarios —Real Decreto Le- 

gislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 

leyes complementarias— se basan en el artículo 51 de la Constitución y se 

aprueba por la necesidad de transponer la Directiva Europea de los derechos 

de los consumidores. Reformada en numerosas ocasiones, en marzo de 2022, 

sufre un profundo y severo replanteamiento sobre los consumidores vulnera- 

bles que se plasma en la Ley 4/2022, de 25 de febrero, de protección de los 

consumidores y usuarios frente a situaciones de vulnerabilidad social y eco- 

nómica14. 

La protección de los consumidores vulnerables vino a reforzarse con este 

nuevo marco jurídico que, siguiendo la estela de los mandatos comunitarios, 

entiende la vulnerabilidad como un concepto amplio, subjetivo y funcional y 

 

14 BOE núm. 51, de 1 de marzo de 2022. 
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no basado únicamente en el factor económico para la calificación de las si- 

tuaciones, individuales o colectivas, como especialmente vulnerables. La Ley 

4/2022 desarrolla el concepto de persona consumidora vulnerable (artículo 3) 

respecto de relaciones concretas de consumo, como aquella persona física 

que, de forma individual o colectiva se encuentra en una situación de desven- 

taja, desprotección, indefensión o subordinación frente a empresas, aunque 

sea de forma temporal, territorial o sectorial, debido a sus características, ne- 

cesidades o circunstancias personales y que les impide el ejercicio de sus de- 

rechos como personas consumidoras en condiciones de igualdad. 

Uno de los grupos en los que la norma se centra es el de las personas con 

discapacidad por considerarlas particularmente expuestas a abusos, fraudes, 

estafas, engaños e indefensión por técnicas de comercialización o de infor- 

mación; y para las que el Gobierno desarrolla medidas especiales de apoyo o 

asistencia para garantizarles que sus relaciones de consumo se lleven a cabo 

en entornos igualitarios, accesibles, transparentes y de mayor seguridad. 

Con esta finalidad, la reforma legislativa introduce un nuevo apartado en 

el artículo 17 relativo a la información, formación y educación a los usuarios 

para garantizar sus derechos, incluyendo una especial atención a los consu- 

midores vulnerables. También modifica el artículo 18, dedicado al etiquetado 

y presentación de los bienes y servicios, al objeto de determinar que deberán 

ser de fácil acceso y comprensión y, para que incorporen de forma clara y 

comprensible información veraz, eficaz y suficiente. En este sentido, la Ley in- 

cluyó una disposición adicional sobre etiquetado inclusivo en alfabeto braille, 

así como en otros formatos, para garantizar la accesibilidad universal de aque- 

llos bienes y productos de consumo para la protección de la seguridad, inte- 

gridad y calidad de vida, especialmente de las personas ciegas y con 

discapacidad visual. 

El nuevo marco legislativo modifica igualmente el artículo 19, previendo 

que, respecto de las prácticas comerciales relativas a servicios financieros y 
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bienes inmuebles, o en el ámbito de las telecomunicaciones o energético, po- 

drán establecerse normas legales o reglamentarias que ofrezcan una mayor 

protección al consumidor o usuario, en particular en relación con las comuni- 

caciones comerciales o información precontractual facilitada, la atención post 

contractual o el acceso a bienes o servicios básicos. El artículo 20, relativo a 

la información necesaria en la oferta comercial de bienes y servicios, precisa 

que la información a incluir deberá facilitarse en términos claros, comprensi- 

bles, veraces y en un formato accesible. 

5. Sociología del consumo de las personas con discapacidad 

 
Como ya quedó registrado, el consumo va mucho más allá de satisfacer 

necesidades básicas o primarias. Hay un campo extenso que precisa ser son- 

deando donde el consumo surge en diferentes presentaciones. Un tipo de ne- 

cesidades nace por la convivencia en sociedad: relaciones sociales y 

pertenencia a la comunidad (por ello la persona frecuenta lugares de ocio, cul- 

turales y deportivos); autoestima y respeto (las personas necesitan ser reco- 

nocidas y para lograrlo acuden, por ejemplo, a las industrias de belleza y 

bienestar o artículos de marca); autorrealización (la necesidad innata de cre- 

cimiento personal y logros motiva a estudiar una carrera universitaria, a me- 

jorar el bienestar físico y mental para estar lo más en forma posible). 

Los productos están profundamente implicados en la vida psicológica y so- 

cial de las personas, quienes crean y mantienen identidades usando diversos 

bienes y servicios. Existen motivaciones detrás del comportamiento del con- 

sumidor que hoy día está incluso determinado más por su contexto social que 

por el propio consumo. Ese comportamiento trasmite un mensaje no solo a 

nosotros mismos, sino a los demás sobre quiénes somos y cómo encajamos 

o nos distanciamos de otras personas. 

El comportamiento del consumidor refleja ideas y relaciones complejas y 

profundas arraigadas sobre estatus, identidad, cohesión social y búsqueda de 
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significado personal y cultural. El consumo tornó de ser una práctica de com- 

pra, venta y uso para convertirse en un tema crucial para estudiar seres hu- 

manos que cada día demandan más. Este es el marco en el que se encuadra 

la sociología dedicada al análisis de la práctica social del consumo, un amplio 

campo de estudio todavía en construcción en España. 

En lo que respecta a la sociología del consumo de las personas con disca- 

pacidad, hasta el momento está insuficientemente explorada, y aquellas in- 

vestigaciones que de ella se han ocupado, en gran medida han puesto el 

énfasis en la observación y examen del consumo de este grupo social en el 

contexto digital. 

Sin duda alguna, nos faltan estudios con suficiente entidad analítica para 

poder deslindar y clarificar los factores que afectan a las percepciones y al 

comportamiento y hábitos de consumo de la población con discapacidad, y el 

desarrollo de ello excedería con creces los límites de este estudio. A pesar de 

esta limitación, en términos generales, la escasa literatura que da cuenta de 

las peculiaridades del consumo de la población con discapacidad coincide en 

señalar que, en el amplio espectro de consumidores, pocos grupos tienen ma- 

yores probabilidades de ser ignorados que las personas con discapacidad. 

Percibidos como un grupo marginal y extraño, con moderados y discretos in- 

gresos, que exigen gastos adicionales para la adaptación de bienes, servicios 

y establecimientos, no representan para los proveedores de bienes y servicios 

un grupo de interés prioritario o preferencial. 

Aunque las personas con discapacidad puedan presentar rasgos comunes 

ante el consumo, la propia diversidad de esta población, la edad, la situación 

económica, el nivel de estudios, el estado de salud, el género, el entorno fa- 

miliar, la situación laboral de la persona, constituyen otros tantos elementos a 

considerar a la hora de conocer al consumidor con discapacidad. Por consi- 

guiente, debe tenerse presente que, si bien este segmento de consumidores 
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tiene algunos rasgos homogéneos entre sí, también presenta diferencias y ca- 

racterísticas diferenciadas entre subgrupos. 

No obstante, si bien el comportamiento de los consumidores con discapa- 

cidad varía en función de estas variables, la realidad indica que es difícil en- 

contrar una normalidad en el mercado que permita la participación de esta 

población. Las personas con discapacidad se encuentran con numerosos obs- 

táculos que pueden conducir a que tengan una predisposición a participar en 

experiencias de consumo. Como consecuencia, suelen verse como consumi- 

dores pasivos, débiles, muchos de ellos sin intereses. Esta es una apreciación 

que, por un lado, amenaza la necesaria equidad en las relaciones de consumo 

de esta población, puesto que puede ser utilizada, forzada o engañada. Por 

otro lado, para el sector de productos de consumo, dejar fuera a la población 

con discapacidad como público objetivo es una pérdida de oportunidad de 

mercado y de obtener ventajas competitivas significativas. 
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CAPÍTULO II. CONSUMIDORES CON DISCAPACIDAD FRENTE A LA 
BRECHA DIGITAL 

1. Consideraciones generales. 

2. Brecha digital y discapacidad. 

3. Dimensiones y factores de la brecha digital y sus repercusiones en las 

personas con discapacidad. 

• Dimensiones de la brecha digital. 

o Dimensión de acceso. 

o Dimensión de uso. 

o Dimensión de apropiación y/o aprovechamiento. 

• Factores determinantes de la brecha digital entre las personas con dis- 

capacidad. 

o Factor económico. 

o Accesibilidad. 

o Educación y empleo. 

• Competencias digitales. 

o Factor territorial. 

o Factores culturales. 

• Capacitismo. 

• Sesgo de datos. 

o Factor jurídico-político. 

o Factor demográfico. 

• Edad. 

• Género. 



Consumidores con discapacidad frente a la brecha digital 

  44   

 

 

 

 
4. Repercusiones de la brecha digital en las personas con discapacidad. 

5. Incidencia particular de la brecha digital en los derechos de las mujeres 

y las niñas con discapacidad, madres y cuidadoras de personas con discapa- 

cidad. 

• Intersección de género y discapacidad. 

• Violencia en línea. 

• Madres y cuidadoras de personas con discapacidad. 

 
6. La brecha digital como barrera a la inclusión de las personas con disca- 

pacidad mayores. 

7. La brecha digital como barrera a la inclusión de la infancia y juventud 

con discapacidad. 

8. El impacto de la brecha digital en los derechos de las personas con dis- 

capacidad como consumidoras. 

 

1. Consideraciones generales 

 
El creciente y vertiginoso auge de las Tecnologías de la Información y las 

Comunicaciones —(en adelante TIC)15—, y su incorporación en los diferentes 

sectores de la sociedad, junto con sus múltiples beneficios y posibilidades, 

 

15 Cuando mencionamos a las TIC en este estudio, nos referimos a un grupo variado de herra- 

mientas, prácticas y conocimientos, vinculados con el consumo y la creación, trasmisión y difusión 

de la información y desarrollados a partir del cambio tecnológico acelerado que ha experimentado 

la sociedad en las últimas décadas, especialmente como consecuencia de la aparición de Internet. 

Incluyen software, computadoras, Internet (sitios web, blogs y correos electrónicos), tecnologías 

de radiodifusión en directo (radio, televisión y difusión por Internet), tecnologías de radiodifusión 

grabada (podcasting, reproductores de audio y video, y dispositivos de almacenamiento) y tele- 

fonía (fija o móvil, videoconferencia, etc.). De igual manera, en este estudio se conceptualiza la 

inteligencia artificial (IA) como un conjunto de TIC avanzadas que permiten el funcionamiento de 

«máquinas capaces de imitar ciertas funcionalidades de la inteligencia humana, incluidas carac- 

terísticas como la percepción, el aprendizaje, el razonamiento, la resolución de problemas, la 

interacción mediante el lenguaje y hasta la producción de trabajo creativo» (UNESCO,2021: 12). 
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también ha traído consigo el surgimiento de nuevas inequidades, así como la 

visibilización de otras ya existentes, pero que se encontraban enmascaradas 

en la cotidianidad. La pandemia de COVID-19 puso de manifiesto que el ac- 

ceso a las TIC y la conectividad digital no se está dando por igual a todos y 

que la digitalización se ha convertido en una métrica de inclusión/exclusión. 

Las TIC conectan con el término Sociedad de la Información y se usan para 

indicar el cambio de paradigma en la manera en cómo consumimos la infor- 

mación actualmente respecto a épocas pasadas, y la forma como juegan un 

papel importante en todos los ámbitos de la actividad humana: económica, 

comercial, financiera, educativa, cultural, social. Las TIC han revolucionado 

nuestro modo de vivir permitiendo la invención de nuevos bienes y servicios, 

así como medios alternativos para el flujo de la información y nuevos métodos 

de comunicación que no siempre están al alcance de todos. 

Es en este escenario que se inserta el concepto de Brecha digital, consi- 

derada como una de las barreras principales para el desarrollo de la Sociedad 

de la Información y, por consiguiente, una barrera significativa para alcanzar 

el actual modelo de desarrollo sostenible e inclusivo. La brecha digital es la 

manifestación de una forma de exclusión con gran capacidad para ampliar las 

diferencias económicas, comerciales y sociales que separan a los países y 

regiones, y a los individuos y grupos sociales. 

Los efectos de la brecha digital son complejos porque se materializan en 

una sociedad de la información y el conocimiento marcada por la globalización, 

con problemáticas estructurales como la pobreza, el desempleo, la precariza- 

ción del trabajo o la inequidad en la distribución de la riqueza. De modo que 

las consecuencias de la brecha digital se proyectan más allá de la simplifica- 

ción de la distancia entre aquellos que tienen y los que no tienen acceso a las 

TIC. También refiere a las diferencias en la posibilidad de disfrutar y aprove- 

char rutinariamente de las ventajas de información, comunicación, interactivi- 

dad y conocimiento que ofrecen estas tecnologías porque, inevitablemente, 
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ellas impactan en la vida cotidiana de los ciudadanos, en sus oportunidades 

laborales, elecciones educativas, en el acceso a atención sanitaria, en nuevas 

relaciones sociales y de ocio, solo por mencionar las más evidentes. De tal 

suerte que, en el contexto digital de la sociedad, los análisis sobre la brecha 

digital se enfocan menos en el concepto que la vincula primordialmente a los 

recursos digitales, para centrarse en examinar las desigualdades sociodigita- 

les. 

2. Brecha digital y discapacidad 

 
La discapacidad y las TIC tienen un vínculo que abarca décadas. Sin em- 

bargo, la digitalización, Internet y la sociedad en redes no solo han traído bien- 

estar a las personas con discapacidad, sino también nuevos procesos y 

efectos que resultan preocupantes para esta población. 

Por un lado, las TIC tienen un potencial igualador en relación con las opor- 

tunidades de las personas con discapacidad en la vida. La constelación de 

tecnologías que se han venido incorporando a la cotidianidad de las personas 

con discapacidad tienen un impacto positivo en su calidad de vida y son alia- 

das de su participación y desarrollo personal y social. Varios son los beneficios 

que proporcionan las TIC y que actúan como elementos inclusivos para la po- 

blación con discapacidad: tecnologías y productos de apoyo tecnológico que 

facilitan las tareas y rutinas de las personas con discapacidad, como por ejem- 

plo, equipos y programas para aumentar la movilidad, la audición, la visión o 

las capacidades de comunicación; la robotización y la digitalización tienen un 

enorme potencial para acabar con las barreras de discriminación fundadas en 

variables como la fuerza física, inercias o roles que tradicionalmente han dis- 

criminado a las personas con discapacidad; la consolidación del teletrabajo 

está permitiendo a las personas con discapacidad desempeñar su trabajo evi- 

tando desplazamientos; los avances tecnológicos favorecen la participación 

de las personas con discapacidad y contribuyen a incrementar su indepen- 

dencia y autonomía (Fundación Addeco, 2023) 
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Por otro lado, las TIC pueden generar discriminación de las personas con 

discapacidad cuando no cumplen con la condición de accesibilidad e imponen 

restricciones por omitir el diseño para todos. Las tecnologías avanzadas, como 

la Inteligencia Artificial (IA), puede dar lugar a cuestionar valores y prioridades 

representando enormes riesgos de exclusión para esta población cuando su 

diseño se basa en datos que incluyan estereotipos, sesgos y prejuicios res- 

pecto de la discapacidad; o cuando el uso de sistemas no permita la toma de 

decisiones de estas personas por sí mismas o a través de sus organizaciones 

representativas (CERMI, 2023:96). 

Inclusión digital 

 
La brecha digital que afecta a las personas con discapacidad se corrige con 

inclusión digital cuyo objetivo es conseguir que ninguna persona, especial- 

mente aquellas que como esta población se encuentra en situación de vulne- 

rabilidad, se quede fuera de un mundo que ofrece innumerables posibilidades. 

En tal sentido, la inclusión digital necesariamente trasciende los índices y 

datos fríos de estadísticas de cobertura, para sumergirse en terrenos que con- 

lleven la construcción de una ciudadanía diversa e igualitaria. Las TIC deben 

ser un medio de acercamiento, respeto, información y conocimiento para la 

construcción de una sociedad con personas que tengan opciones equitativas 

en la toma de decisiones conscientes, pertinentes, informadas y oportunas 

que permitan disminuir las profundas desigualdades existentes. 

Reconocido como un derecho humano procedente del nuevo entorno tec- 

nológico, existen varios motivos que explican la necesidad de acometer la in- 

clusión digital de las personas con discapacidad: 

• La inclusión digital es crucial para las personas con discapacidad ya 

que les permite acceder a información, recursos y oportunidades que 

de otra manera podrían estar fuera de su alcance. La inclusión digital 

puede ser una herramienta poderosa para potenciar al máximo su cre- 

cimiento personal, profesional y ser parte activa de la sociedad. 
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• Abre la puerta al ejercicio y disfrute pleno y en igualdad de condiciones 

de derechos y libertades fundamentales como la educación, el empleo, 

la salud, el ocio, o el acceso a la justicia. 

• El hecho de que se aplique la inclusión digital para las personas con 

discapacidad estaría al mismo tiempo promoviendo los esfuerzos por 

alcanzar la inclusión tecnológica de otros grupos sociales en situación 

de vulnerabilidad o exclusión, que suelen sufrir de invisibilidad social. 

• Impulsaría la accesibilidad y sus beneficios para todos. La accesibilidad 

de las TIC para las personas con discapacidad estaría automáticamente 

aumentando las oportunidades de que todos disfrutemos de la facilidad 

y flexibilidad de utilizar esos bienes y servicios. 

• La inclusión digital es un mandato para el Estado español que tiene la 

obligación de cerrar la brecha digital a la que se enfrenta las personas 

con discapacidad en virtud de la Convención Internacional sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad y de la normativa nacional 

sobre inclusión digital. 

De manera que garantizar la inclusión digital a las personas con discapa- 

cidad resulta fundamental no solo para reducir la brecha de desigualdad en el 

acceso y uso de las TIC que sufre esta población en relación con el resto de 

población; tiene que ver y, sobre todo, con un asunto de derechos humanos, 

porque la inclusión digital está indivisible e interdependientemente vinculada 

a la protección y disfrute de los derechos por parte de una persona con disca- 

pacidad en el entorno digital; y refiere también a un tema de desarrollo soste- 

nible, porque la inclusión tecnológica contribuye directamente a la consecución 

de una sociedad digital más justa y equitativa. 
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3. Dimensiones y factores de la brecha digital y sus repercusiones en 

las personas con discapacidad 

A pesar de que la discriminación tecnológica constituye una forma de po- 

breza y exclusión social que priva a la ciudadanía con discapacidad de recur- 

sos esenciales para desarrollarse y generar riqueza, son mínimas las 

referencias que podemos encontrar en nuestro país sobre la situación real de 

este grupo social y sus retos frente a las TIC. 

Por una parte, la ausencia de datos y estadísticas oficiales diferenciadas 

por discapacidad es un inconveniente para cuantificar la población con disca- 

pacidad afectada por la brecha digital y un impedimento para comparar las 

acciones políticas e institucionales que se lleven a cabo con un enfoque dife- 

rencial de discapacidad en el ámbito de consumo de tecnologías. 

Por otra parte, los informes generales más relevantes sobre TIC o brecha 

digital en España no captan las desigualdades digitales que afrontan las per- 

sonas con discapacidad, y existe un déficit de estudios específicos sobre las 

inequidades tecnológicas que experimenta esta población. 

Esta laguna informativa representa un importante desafío en relación con 

el análisis, evaluación, planificación, aplicación y seguimiento de la inclusividad 

en las respuestas que ofrezcan los actores tanto públicos como privados a la 

brecha digital. 

Debido a la falta de datos, es difícil conocer el alcance de la brecha digital 

en términos cuantitativos entre las personas con discapacidad, pero ello no 

invalida la comprobación de que se trata de una población que enfrentan múl- 

tiples barreras que frenan su inclusión digital. 
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Dimensiones de la brecha digital 

 
No existen modelos únicos para el análisis de la brecha digital y se pre- 

sentan múltiples perspectivas para observarla. Los diferentes debates y dis- 

cusiones acerca de los alcances y límites del concepto de brecha digital han 

evolucionado y derivado en la clasificación de distintas dimensiones o niveles. 

Esta diferenciación nos permite ubicar la brecha de acceso, la brecha de uso 

y la brecha de apropiación o aprovechamiento como tres aspectos relaciona- 

dos entre sí. 

Dimensión de acceso 

 
Esta dimensión analiza la posibilidad material de acceso a los recursos di- 

gitales. Tiene que ver con la disponibilidad de servicios e infraestructura (o 

canales) necesarios para la conexión, las características y capacidad del 

acceso y la disponibilidad de los dispositivos tecnológicos (o terminales) 

que permiten el acceso. 

Debe tenerse en cuenta que la brecha de acceso no comporta únicamente 

tener acceso/no tener acceso, sino que se vincula con las diferencias en 

relación a la accesibilidad a diferentes dispositivos y periféricos, a las opor- 

tunidades en relación al tipo de dispositivo al que se puede acceder y a la 

posibilidad de hacer frente a los costes de mantenimiento de los recursos 

tecnológicos (Fundació Ferrer i Guardia, 2020:7). Por consiguiente, se que- 

branta la óptica binaria con la que nació el concepto de brecha para remi- 

tirnos a formas más complejas de desigualdad. 

Las condiciones en las que se produce el acceso: la tarifa contratada, el 

tipo de red (ADSL, Fibra Óptica), la velocidad y estabilidad de la conexión, 

los servicios incluidos, los dispositivos utilizados (ordenadores, teléfonos 

móviles, Tabletas...), la propia gama y prestaciones de estos equipos, etc., 

impactan en las desigualdades en relación con las competencias tecnoló- 
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gicas de uso y aprovechamiento de las TIC. Es decir, aun con un acceso 

notable, pueden persistir desigualdades en la capacidad de acceso que 

pueden marcar diferencias con respecto al equipamiento disponible (el tipo 

de dispositivo puede determinar la calidad de acceso y las tareas que 

pueda desarrollar), la autonomía de uso, las habilidades tecnológicas, el 

apoyo social y los fines para los que se usa las TIC. 

La dimensión de acceso se encuentra principalmente vinculada con el fac- 

tor económico y con la accesibilidad. 

Entre los datos que refieren a la brecha digital de las personas con disca- 

pacidad en esta dimensión o nivel encontramos: 

• El 39,4 % (37,0 % hombres y 41,1 % mujeres) de personas con disca- 

pacidad de 16 y más años encuentran dificultades de accesibilidad para 

poder utilizar con normalidad las TIC. Esta dificultad motivada por la dis- 

capacidad aumenta con la edad. Así, afecta al 29,9 % de las personas 

de 6 a 44 años, frente al 57,6 % de los de 80 y más. Por tipo de disca- 

pacidad, las personas con dificultades de audición son las que menos 

problemas de accesibilidad declaran, mientras que las personas con 

problemas de aprendizaje las que más dificultad encontraron (INE, 

2020:9). 

• Un 52 % encuentra problemas de accesibilidad al no poder manejar 

ciertos dispositivos debido a falta de adaptaciones para su discapacidad 

(Fundación Adecco, 2023:18). 

Dimensión de uso 

 
Se relaciona con el tipo de dispositivos, la intensidad, frecuencia, duración, 

lugar que se requiere para el uso de la tecnología, así como la motivación 

y las habilidades o competencias que intervienen en el uso desde un punto 
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de vista técnico o instrumental (competencias necesarias para utilizar los 

medios digitales). 

Además de tener el acceso a la infraestructura, se deben disponer de los 

conocimientos y destrezas necesarios para poder utilizarlas. En este sen- 

tido, nos encontramos personas que disponen de los equipos necesarios, 

de una óptima conexión a la red, pero no saben cómo utilizarlo adecuada- 

mente (Fundació Ferrer i Guardia:2020:11). 

Por consiguiente, el uso de dispositivos tecnológicos dependerá de las ha- 

bilidades y competencias tecnológicas, que a su vez están condicionadas 

por la motivación en aprender y la utilidad percibida de las herramientas 

digitales. De modo que la brecha de acceso y la brecha de uso se retroa- 

limentan mutuamente. Sin el acceso material a los recursos tecnológicos 

no se podrán desarrollar las competencias; y a su vez, no se suele adquirir 

material tecnológico sin las habilidades para usarlos. 

La dimensión de uso está relacionada primordialmente con factores deter- 

minantes socioculturales como la educación, la exclusión social y la parti- 

cipación social. 

Entre los datos que refieren a la brecha digital de las personas con disca- 

pacidad en la dimensión de uso están: 

• 3 de cada 10 personas con discapacidad de 16 a 45 años no utilizan la 

Red de redes, pero este porcentaje subía hasta el 87,9 % entre los ma- 

yores de 65 años. El estudio pone de relieve que el uso mayor o menor 

de Internet tiene relación directa con el nivel de educación de la persona 

con discapacidad. Aquellas que solo llegaron a educación primaria no 

la utilizaron hasta en un 87 %, mientras que entre los que finalizaron 

educación secundaria este porcentaje se situaba en el 37,9 %. Asi- 

mismo, resalta el bajo uso de Internet de las personas con discapacidad 
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intelectual respecto a otros perfiles de discapacidad y la complejidad 

que para muchas personas con discapacidad representa esta tecnolo- 

gía, hasta el punto de que un 9,3 % manifiesta temor a utilizarlo por 

creer que pueden engañarle (OED, Informe Olivenza 2017:519). 

• Un 58 % de personas con discapacidad declaran encontrar barreras en 

el uso y manejo de las nuevas tecnologías, por considerarlo muy com- 

plejo y avanzado (Fundación Adecco, 2023:18). 

• La complejidad de las instrucciones y los menús de las tecnologías (que 

se agrava para las personas con discapacidades cognitivas) o la inac- 

cesibilidad de su propio diseño (también gravoso para personas con 

discapacidades cognitivas o aquellas relacionadas con la visión o con 

la comunicación), son una importante limitación en su interacción con 

la IA y sus productos y servicios (Real Patronato sobre Discapacidad, 

2023:133). 

Dimensión de apropiación y/o aprovechamiento 

 
Relacionada con el uso significativo o con los beneficios que tienen las TIC 

para la vida cotidiana (educativa, laboral, familiar, personal y social) en el 

aspecto individual. En este sentido, analiza los elementos relacionados con 

la inclusión o exclusión sociodigital, las redes de acompañamiento y so- 

porte, los procesos socioculturales que intervienen en el uso de las TIC y 

los significados que se les otorgan, así como los elementos relacionados 

con la apropiación tecnológica y el empoderamiento. 

Esta es una dimensión relacionada con las competencias substanciales, 

orientadas a la búsqueda de información, comunicación y la creación de 

contenidos. Por lo tanto, disponer de competencias instrumentales (dimen- 

sión de uso) es una condición previa necesaria para aplicar las competen- 

cias substanciales (dimensión de aprovechamiento). 
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En este caso, la brecha digital hace referencia a las limitaciones en las ca- 

pacidades de las personas de traducir su acceso y uso de Internet en re- 

sultados favorables fuera de la red (offline). Nos referimos a las desiguales 

posibilidades que tienen las personas de aprovechar las tecnologías, con- 

siderando las barreras relativas a la obtención de beneficios concretos de 

la inclusión digital (Fundación Ferrer i Guardia, 2020:17). 

La dimensión de apropiación y/o aprovechamiento de las TIC, al igual que 

la dimensión de uso se encuentra especialmente vinculada con determi- 

nantes socioculturales como el nivel de apoyo social e institucional que re- 

ciba la persona para aprovechar las TIC, y su propio bagaje experiencial 

vital. 

Entre los datos que refieren a la dimensión de aprovechamiento están: 

 
• Un 28 % de las personas con discapacidad encuestadas utiliza LinkedIn 

como red social por excelencia para establecer contactos y acceder a 

ofertas de empleo; un 17 % envía su candidatura a través de las webs 

corporativas y tan solo un 15 % ha utilizado la Inteligencia Artificial como 

recurso en este proceso (Fundación Adecco, 2023:19). 

• Las personas mayores hacen un uso muy limitado de Internet, y el prin- 

cipal es la comunicación vía mensajería instantánea, tipo WhatsApp, 

algo que realizan un 71 % de los mayores de 65 años, frente al 91 % 

de la media de edades. Sin embargo, solamente el 45 % utilizan el co- 

rreo electrónico (el 80 % de la media), solo el 47 % buscan información 

en la red (el 75 % de la media), el 54 % leen periódicos o revistas digi- 

tales (el 77 % de la media), y únicamente el 55 % llevan a cabo activi- 

dades de entretenimiento online, como escuchar música o ver películas 

o series (casi el 86 % en el caso de la media población) (Fundación Te- 

lefónica, 2023:139-140). 
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Factores determinantes de la brecha digital entre las personas con disca- 

pacidad 

Las tres dimensiones de la brecha digital anteriormente expuestas com- 

prenden diferentes factores que se derivan de procesos sociales, económicos 

y culturales desiguales que producen y reproducen las diferencias injustas que 

soportan las personas con discapacidad en la esfera digital. 

Estos factores son de naturaleza diversa, compleja e interdependiente. 

Pueden ubicarse en cada una de las dimensiones de la brecha digital o ser 

transversales a todas e incidir en mayor o menor medida en ellas. Son facto- 

res, por tanto, que por sí solos o combinados pueden ayudar al aumento de 

las desigualdades sociodigitales que experimentan los consumidores y usua- 

rios con discapacidad. 

Factor económico 

 
Refiere a las condiciones económicas para acceder a los recursos TIC (or- 

denadores, redes, telefonía móvil, entre otros. El económico, es el primero 

de los factores que provoca la brecha digital en las personas con discapa- 

cidad. 

La desigualdad económica de la población con discapacidad respecto al 

resto de población se refleja en los resultados de múltiples fuentes esta- 

dísticas e informes que han sido referidos en el capítulo I de este estudio. 

La discapacidad ocasiona un déficit económico que tiene causa en tres va- 

riables: la asunción de gastos extraordinarios para atender determinadas 

necesidades de apoyo en la vida cotidiana; la menor capacidad de generar 

ingresos debido a los obstáculos para acceder al mercado laboral, las limi- 

taciones en la cuantía o extensión de las prestaciones económicas que 

perciben o por su inferior capacidad de ahorro; y por último, la pérdida o 

reducción de oportunidades para realizar actividades sociales, de forma- 
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ción, laborales o de ocio, por dedicar esfuerzo y tiempo a responder a las 

necesidades derivadas de la discapacidad (Fundación Derecho y Disca- 

pacidad, 2015: 80). 

Muchas personas con discapacidad no han superado la brecha de acceso 

debido a que deben tomar decisiones motivadas por estrecheces econó- 

micas que les impide acceder a recursos tecnológicos, lo que contribuye a 

su segregación y a perpetuar sus desigualdades económicas y sociales. 

«Dentro de las barreras de acceso a las nuevas tecnologías, el 75 % 

refiere falta de poder adquisitivo para adquirir estas herramientas» (Fun- 

dación Adecco, 2023:18). 

Debido a estos costos adicionales, muchas personas con discapacidad no 

están en condiciones de permitirse dispositivos tecnológicos y/o pagar ser- 

vicios de conectividad; otras optarán por no adquirirlos o no repararlos para 

destinar el dinero a cuestiones como tratamientos o medicamentos bus- 

cando priorizar sus necesidades. 

La brecha digital de acceso es más aguda para las personas con discapa- 

cidad con mayores problemas económicos (recordemos que el 27 % de 

las personas con discapacidad experimenta dificultades o muchas dificul- 

tades para llegar a fin de mes). 

«Para las personas con discapacidad beneficiarias -o posibles benefi- 

ciarias- del joven Ingreso Mínimo Vital (IMV), la prestación solo les al- 

canza para cubrir sus necesidades básicas, como —sobre todo— 

alquiler, facturas de suministro y alimentación, sin posibilidad de costear 

dispositivos tecnológicos de última generación y contratar servicios de 

conectividad () Asimismo, parten de una brecha digital intensa que les 

dificulta tramitar vía web, de manera directa y autónoma, la solicitud de 

esta prestación. Esta brecha digital se manifiesta de diferentes formas: 
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No cuentan por lo general con equipos informáticos en el hogar, ni In- 

ternet, por motivos económicos y de alfabetización digital. Únicamente 

disponen de teléfono móvil, a veces sin Internet» (OED, Informe Las 

Personas con Discapacidad en el IMV y otras Rentas Mínimas de In- 

clusión, 2023:106 y 112). 

Accesibilidad 

 
La accesibilidad es un factor determinante de la brecha de primer nivel o 

dimensión de acceso. Constituye una barrera material previa de acceso a 

la tecnología o a través de ella. 

La accesibilidad es una característica básica que deben cumplir los entor- 

nos construidos y virtuales, los servicios y bienes, así como los objetos, 

herramientas y dispositivos para ser utilizados por todas las personas de 

manera autónoma, segura, confortable y equitativa y que debe ser alcan- 

zada desde los principios del Diseño Universal. 

La vocación de universalidad significa que la accesibilidad es un requisito 

que beneficia a todas las personas independientemente de sus funcionali- 

dades, superando así la percepción restrictiva de que ésta atañe exclusi- 

vamente a las personas con algún tipo de discapacidad, personas 

mayores, personas con dificultades para el dominio de la lengua o las que 

utilizan diferentes dispositivos para su uso. 

La accesibilidad es un requisito indispensable para la inclusión de las per- 

sonas con discapacidad. Por ello, es una obligación normativa para pro- 

mover y proteger los derechos de estos ciudadanos. Su ausencia 

determina la imposibilidad o la merma del derecho y su ejercicio, quedando 

la persona en una posición de desigualdad por vulneración de los derechos 

que tiene como individuo. 
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Este mandato viene recogido en el artículo 9 de la Convención de Naciones 

Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad que recoge 

la accesibilidad a las TIC como una parte integral del derecho a la accesi- 

bilidad. La accesibilidad mejora la calidad de vida, la independencia de las 

personas y contribuye a la participación de todos, no generando desigual- 

dades en el acceso y uso de la tecnología. 

«El artículo 9 de la Convención consagra claramente la accesibilidad 

como la condición previa para que las personas con discapacidad pue- 

dan vivir en forma independiente, participar plenamente y en pie de 

igualdad en la sociedad y disfrutar de manera irrestricta de todos sus 

derechos humanos y libertades fundamentales en igualdad de condi- 

ciones con los demás» (Comité sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad, 2014, párr.14). 

La accesibilidad es fundamental para permitir que los usuarios con disca- 

pacidad se beneficien de la era digital sin restricciones y puedan disfrutar 

plenamente de sus derechos y libertades fundamentales sin que se vean 

menoscabados o restringidos. Sin embargo, la incompleta accesibilidad de 

las TIC está constituyendo para las personas con discapacidad una barrera 

en los diversos ámbitos de la vida social. 

Salud 

 
«La valoración de la accesibilidad del ámbito de sanitario por parte de 

pacientes que han participado en el estudio refleja que aún queda un 

largo recorrido para que los entornos y todo aquello que forma parte de 

los servicios y procesos sanitarios sean plenamente usables por cual- 

quier persona independientemente de sus capacidades () Las personas 

con discapacidad encuentran dificultades a la hora de interactuar con 

las herramientas digitales de una consulta en línea () El uso de aplica- 
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ciones, dispositivo tecnológico o sensor para controlar aspectos de la 

salud es una tendencia en aumento, por el autocuidado y también por 

la prevención Siendo la valoración de la accesibilidad de estos disposi- 

tivos de una puntuación media de 6,40 puntos dentro de una escala de 

0 a 10, en la que el 0 significa que te parece «totalmente inaccesible» 

y el 10 «totalmente accesible» (Fundación ONCE, 2021:43-46). 

Educación 

 
«Todavía existen preocupantes barreras de accesibilidad a las tecnologías 

que impiden la participación en igualdad de oportunidades del alumnado 

con discapacidad, así como del profesorado con discapacidad. 

Los problemas de accesibilidad en los sitios web y en las aplicaciones para 

dispositivos móviles de las plataformas educativas, y también la baja ac- 

cesibilidad tecnológica que presentan algunos de los procedimientos ad- 

ministrativos y de gestión que forman parte de las actividades diarias del 

Personal de investigación con discapacidad» (CERMI, 2022:237). 

Empleo 

 
«La falta de accesibilidad ahonda la brecha laboral entre las personas con 

discapacidad, en la medida en que no pueden consultar información sobre 

noticias de trabajo a través de los canales online, establecer una red de 

contactos con otros profesionales o con empresas que sean relevantes 

para su búsqueda de empleo, o crear su marca personal, entre otros as- 

pectos. 

En el caso de las personas con discapacidad desempleadas o aquellas en 

búsqueda activa de empleo las plataformas de ofertas de empleo en base 

a IA constituyen una especial preocupación en cuanto a su inaccesibilidad 

y dificultad de uso» (Real Patronato sobre Discapacidad, 2023:133). 
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Educación y empleo 

 
La educación y el empleo son predictores relevantes del acceso, uso y 

aprovechamiento de las TIC. El nivel de educación constituye un factor 

cuando se trata del fenómeno de la brecha digital ya que quienes poseen 

un alto nivel de educación pueden aprovechar las potencialidades de las 

tecnologías tanto en el hogar como en el campo profesional. Los trabaja- 

dores a menudo adquieren experiencia y capacitación en TIC en el lugar 

de trabajo, y esas habilidades son fácilmente transferibles a otras dimen- 

siones de uso de internet. 

De tal manera que los nexos entre las desiguales oportunidades para el 

acceso y uso de las TIC y menores niveles de educación y empleo están 

bien establecidos. La falta de educación y el desempleo se asocian con 

una menor posibilidad de acceder a las TIC y desarrollar competencias tec- 

nológicas y cognitivas que permitan beneficiarse de todo lo que ofrece las 

TIC. 

Los datos cuantitativos y cualitativos sobre la realidad educativa y laboral 

de las personas con discapacidad en España ponen en evidencia una bre- 

cha considerable respecto de la población sin discapacidad que se ex- 

tiende al ámbito de las TIC. 

Competencias digitales 

 
Para poder acceder a las nuevas oportunidades de aprender, trabajar, 

crear y participar en la sociedad cada vez más tecnológica, no basta 

con disponer de los recursos tecnológicos y una buena accesibilidad a 

ellos, sino que es indispensable que las personas con discapacidad po- 

sean la motivación y las competencias que les permitan usar y aprove- 

char tales tecnologías y mejorar su capacidad de adaptación a los 

nuevos entornos. La falta de conocimientos sobre la manera en que 
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estas herramientas puedan satisfacer las necesidades cotidianas puede 

ser una barrera importante para que las personas con discapacidad 

usen las TIC. 

En 2019, el Consejo de la Unión Europea adopta la Recomendación 

sobre las competencias clave para el aprendizaje permanente, indis- 

pensables para la realización personal, para mantener un estilo de vida 

saludable y sostenible, para participar del entorno profesional y llegar a 

construir una ciudadanía activa y socialmente inclusiva. Una de estas 

competencias clave es la competencia digital y tecnológica que implican 

las actitudes, habilidades y conocimientos que permiten la realización 

de actividades alrededor de las tecnologías de la información y el es- 

pacio digital. 

Acorde con la Recomendación europea, el Plan Nacional de Compe- 

tencias Digitales 2020 (Gobierno de España, 2021) señala la adquisi- 

ción y el desarrollo de competencias digitales como una de sus 

prioridades clave. Indica que deben tener una visión inclusiva, encami- 

nadas a mejorar la capacitación de todos y todas, sobre todo de las per- 

sonas en riesgo de exclusión social. No obstante, la realidad indica que 

los menores niveles educativos de las personas con discapacidad tam- 

bién se ven reflejados en la brecha de aprendizaje digital. 

Como hemos apuntado en un apartado anterior, una de las barreras en 

el uso y manejo de las nuevas tecnologías por parte de las personas 

con discapacidad es la complejidad funcional para el uso elemental de 

los dispositivos digitales y las aplicaciones en línea, al igual que la difi- 

cultad que encuentran para utilizarlos de tal forma que puedan sacarle 

el mayor provecho. Y es que tan importante es el conocimiento instru- 

mental del recurso tecnológico (conocimiento de los sistemas informá- 

ticos, uso del sistema operativo, procesamiento de textos, uso de base 

de datos, uso de redes sociales…) como disponer de las competencias 
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necesarias para desempeñarse en la sociedad de la información (com- 

petencias para buscar información, para aprender a comunicarse, para 

aprender a colaborar con otros, para participar en la vida pública). 

«Las personas con discapacidad en situación de vulnerabilidad so- 

cioeconómica, el colectivo destinatario del Ingreso Mínimo Vital y 

otras Rentas Mínimas de Inserción cuenta, habitualmente, con ni- 

veles elementales de lectoescritura. Tanto más en perfiles como la 

discapacidad intelectual, auditiva… Asimismo, parten de un bajo 

nivel de alfabetización digital que les dificulta navegar en la web y 

realizar operaciones on-line de manera directa y autónoma» (OMS, 

2023:112). 

Factor territorial 

 
Este factor se deriva de la caracterización del lugar donde vive la persona 

y que permite ubicar particularidades de zonas rurales y urbanas, así como 

las condiciones ambientales del lugar donde reside. 

En España, alrededor de un millón de personas con discapacidad reside 

en zonas rurales, es decir una cuarta parte de la población. La distribución 

por género y edad da cuenta de una población más envejecida que en el 

medio urbano, y con una proporción mayoritaria de mujeres. Para las per- 

sonas con discapacidad residentes en zonas rurales, su desarrollo vital su- 

pone enormes desafíos. 

«Hay evidencia de la situación de especial desventaja de las perso- 

nas con discapacidad residentes en zonas rurales debido a las pro- 

pias circunstancias del hábitat, las dificultades de transporte, el 

acceso a las TIC, la falta de accesibilidad en el entorno y en la vi- 

vienda» (OED, Informe Personas con Discapacidad en el Medio 

Rural, 2017:22). 
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Uno de estos desafíos refiere a la brecha digital que afecta más a la po- 

blación con discapacidad de las zonas rurales que a la de núcleos urbanos. 

La brecha entre los conocimientos de las TIC de hombres y mujeres con 

discapacidad es mayor en las zonas rurales debido a la falta de infraes- 

tructuras de calidad y de acceso, y a la invisibilidad asociada a sesgos ne- 

gativos de las personas con discapacidad que perdura en el medio rural. 

La población femenina de edad tiene menos oportunidades de formarse y 

aprender nuevas habilidades y competencias, lo que ahonda en sus niveles 

de pobreza e infrarrepresentación en la sociedad. 

«En una sociedad basada en el uso y aplicación de Tecnologías de 

la Información y Comunicación (TIC), hace muy relevante la accesi- 

bilidad al mundo digital, dispositivos, aplicaciones e internet. En el 

Medio Rural, existe una brecha digital en expansión en relación con 

el uso de TIC, provocada por las malas conexiones a Internet, y la 

falta de accesibilidad de dispositivos y aplicaciones () El acceso y 

uso de internet y las TIC en la población con discapacidad en el 

Medio Rural es muy escaso, lo cual redunda en menos oportunida- 

des para la formación, el empleo y la participación social» (OED, In- 

forme Olivenza 2017: 39 y 47). 

Factores culturales 

 
Vinculados a emblemas culturales, imaginarios, significados y valores que 

se otorgan a las tecnologías en función de los grupos sociales de perte- 

nencia. En este sentido, alude a los valores culturales y sociales que se 

manifiestan en capacitismo, estigmatización y discriminación contra las per- 

sonas con discapacidad en el ámbito de las TIC y que generan su exclu- 

sión. 
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Capacitismo 

 
El capacitismo es una estructura mental de exclusión de las perso- 

nas con discapacidad. Se trata de un problema estructural que está 

incrustado en el funcionamiento cotidiano de nuestra sociedad y sus 

instituciones a modo de comportamientos, actitudes y hábitos basa- 

dos en el estigma, rechazo y desconocimiento de la discapacidad. 

El capacitismo como sistema de opresión considera que la discapa- 

cidad es una condición devaluada y cataloga a las personas con dis- 

capacidad como inferiores (Álvarez Ramírez, 2023:10). 

El capacitismo, consciente o inconsciente, se incrusta en todos los 

ámbitos en que se desenvuelve la persona con discapacidad, y el 

contexto de las TIC no es la excepción. En este campo actúa como 

una gran barrera actitudinal de discriminación y estigma; y causa in- 

equidades de acceso en igualdad de condiciones a las oportunida- 

des digitales. La narrativa excluyente perpetuada por los supuestos 

y prácticas capacitistas contribuye a crear barreras y desigualdades 

sistémicas, impidiendo que las personas con discapacidad logren 

un acceso equitativo y participen plenamente en la Sociedad de la 

Información. 

En comparación con la población general, las personas con disca- 

pacidad tienen significativamente más probabilidades de experimen- 

tar conductas estigmatizantes y discriminatorias en el contexto de 

las TIC. Son un segmento de población especialmente expuesto al 

aislamiento digital a tenor de sus mayores niveles de pobreza y ex- 

clusión social, y a las actitudes y prácticas capacitistas profunda- 

mente arraigadas, normalizadas y reforzadas en toda nuestra 

sociedad. 



La protección de las personas consumidoras vulnerables con... 

  65   

 

 

 
 

Las presunciones normativas sobre la capacidad que guían el diseño 

y la implantación de la tecnología que incluyen plataformas y medios 

digitales está siendo referido en el mundo anglosajón como techno- 

ableism, lo que podría traducirse como tecnocapacitismo. El término 

que fue acuñado por Ashley Shew (2020) describe una retórica de 

la discapacidad que al tiempo que habla de empoderar a las perso- 

nas con discapacidad a través de las tecnologías, refuerza las ideas 

capacitistas sobre qué cuerpos y mentes son buenos y considerados 

dignos para beneficiarse de ellas. 

Cuando las tecnologías, especialmente las más avanzadas, se di- 

señan predominantemente para satisfacer las necesidades de los 

consumidores que en el imaginario social son considerados están- 

dar, sugiere que existen indicios de prejuicios contra aquellas per- 

sonas con habilidades físicas, mentales, neuronales, cognitivas o 

conductuales que no son normativas o típicas, sino de alguna ma- 

nera diferentes. Así, el capacitismo opera como estructura de poder 

que a través de diseños excluyentes y nuevas formas de expectati- 

vas de capacidad digital y normas de datos, etiquetan y marginan a 

las personas con discapacidad. 

Sesgo de datos 

 
En su forma más simple, la inteligencia artificial (IA) es la habilidad 

de desarrollar sistemas informáticos capaces de emular y realizar 

actividades propias de los seres humanos, tales como percibir, ra- 

zonar, aprender, crear, planear y resolver problemas16. 

 
 
 

16 Definición incorporada en European Parliament (2020), «Artificial intelligence: How does it work, 

why does it matter, and what can we do about it?», STUDY Panel for the Future of Science and 

Technology, European Parliamentary Research Service. 
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Los beneficios que proporciona la IA y que actúan como elementos 

inclusivos para la población con discapacidad están ampliamente 

documentados. Facilitar el acceso a la información y a la propia co- 

municación en todos los medios y formatos, facilitar la toma de de- 

cisiones, mejorar la accesibilidad en el entorno, programación de 

robots que facilitan la asistencia personal, Sistemas de IA de auto- 

moción, mejora de la atención sanitaria y los servicios de habilitación 

y rehabilitación, entre otros, (CERMI, 2020:2). Sin embargo, desde 

una perspectiva de derechos humanos de las personas con disca- 

pacidad, los sistemas de IA además de los beneficios, representan 

también riesgos para el goce y ejercicio de los mismos. 

Entre los principales riesgos se pueden señalar los siguientes: a) El 

uso de sistemas de IA para justificar la selección genética de perso- 

nas sin discapacidad; b) El uso de sistemas de IA para identificar y 

eventualmente discriminar a personas con discapacidad; c) La cre- 

ación de sistemas de IA basados en modelos de normalización que 

excluyan o no tengan en cuenta la las necesidades, la opinión y di- 

versidad de las personas con discapacidad; d) El diseño de sistemas 

de IA que se basen o nutran de datos que incluyan estereotipos, ses- 

gos y prejuicios respecto de la discapacidad; e) El uso de sistemas 

de IA que no permitan la participación o toma de decisiones de per- 

sonas con discapacidad, por sí mismas o a través de sus organiza- 

ciones representativas; f) La creación de sistemas IA dirigidos a las 

personas con discapacidad que no sean probados y validados para 

su uso por las propias personas con discapacidad (CERMI, 2020:2). 

La preocupación por el uso de sistemas de IA que pongan en riesgo 

o vulneren derechos humanos de las personas con discapacidad en 

igualdad de condiciones con los demás, se basan en la incorpora- 

ción que pueda hacerse de los sesgos capacitistas en los desarrollos 

tecnológicos. En otras palabras, el sesgo de datos ocurre cuando 
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los algoritmos de IA se entrenan en conjuntos de datos sesgados, lo 

que genera resultados sesgados. Los efectos de las distorsiones de 

datos en las aplicaciones de IA pueden ser profundos y perpetuar 

las desigualdades sociales, económicas y culturales que persisten 

para las personas con discapacidad. 

«Las opiniones capacitista de que la discapacidad es un pro- 

blema, un asunto negativo y siempre individual se extiende a las 

ideas y diseños para el futuro ideal. Al considerar la relación de 

mentes y cuerpos a las comunidades y la infraestructura, el ca- 

pacitismo afecta las narrativas que se despliegan alrededor de la 

IA. El capacitismo también da forma a la imaginación digital y tec- 

nológica e incide en el qué, cómo, y para quién se diseña. Im- 

pacta en las nociones de quién se “beneficiará” del desarrollo de 

la IA, y las formas en que esos sistemas están diseñados e im- 

plementados son producto de cómo se imagina el funcionamiento 

“adecuado” de los cuerpos y mentes (Álvarez Ramírez, 

2023:97)». 

Las distorsiones de datos en las herramientas de IA pueden mani- 

festarse de diversas formas: como sesgo de selección, sesgo de me- 

dición y sesgo de confirmación. El sesgo de selección ocurre cuando 

la muestra de datos utilizada para entrenar un modelo de IA no es 

representativa de la población para la que está diseñado. El sesgo 

de medición se produce cuando los datos recopilados no miden con 

precisión lo que se pretende medir. El sesgo de confirmación se da 

cuando los datos se seleccionan deliberadamente para confirmar 

creencias o hipótesis preexistentes. 

Las fuentes de distorsión de datos pueden provenir de varias fuen- 

tes: sesgos históricos y sociales, datos incompletos y sesgos de 

muestra. Los primeros son las creencias y opiniones preconcebidas 
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negativas que suelen reforzar ideas infundadas, que poco o nada 

tienen que ver con lo que puede experimentarse en la realidad. Los 

datos incompletos pueden deberse a puntos de datos faltantes o 

falta de diversidad en el conjunto de datos. El sesgo de muestreo 

ocurre cuando la muestra de datos no es representativa de la po- 

blación que pretende representar. 

Es evidente que cuando los modelos de IA se entrenan con algorit- 

mos de aprendizaje automático que sustituyen parcial o totalmente 

la toma de decisiones humanas e incluyen decisiones de juicio de 

valor con sesgo capacitista, se está discriminado por motivos de dis- 

capacidad y se está contribuyendo a perpetuar y amplificar tales ses- 

gos. 

«En el ámbito del empleo, la condición de discapacidad nunca 

debe ser inferida por un sistema de IA, ya que en tal caso la em- 

presa estaría violando la privacidad del candidato al obtener una 

información sensible y protegida sin su consentimiento. 

Otro hallazgo tiene que ver con los modelos predictivos, de re- 

comendación o de redes generativas basados en IA y sus limita- 

ciones () Además, si se tiene en cuenta que la medida de salida 

puede estar sesgada en ciertos grupos de discapacidad, se debe 

valorar incluir alguna medida para poder compensar dichos ses- 

gos» (Real Patronato sobre Discapacidad, 2023:135). 

Factor jurídico-político 

 
Refieren al diseño, implementación y evaluación de la normativa y políticas 

públicas en el sector de las TIC que permiten y mantienen prácticas y me- 

canismos que lesionan los derechos e intereses de las personas con dis- 

capacidad. 



La protección de las personas consumidoras vulnerables con... 

  69   

 

 

 
 

Si bien España está articulando un marco normativo cada vez más com- 

pleto para la digitalización y a la vez posee diversos documentos estraté- 

gicos que prefiguran la toma de decisiones políticas en el mismo ámbito, 

la equidad digital para las personas con discapacidad todavía dista de ser 

una realidad. 

La Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones ha gene- 

rado un marco normativo que ha avanzado en términos de protección y 

apoyo a las personas con discapacidad. Entre sus objetivos se encuentran 

los de impulsar la innovación en el despliegue de redes y la prestación de 

servicios de comunicaciones en aras a garantizar el servicio universal y la 

reducción de la desigualdad en el acceso a internet y las TIC; así como 

salvaguardar en la prestación de estos servicios los imperativos constitu- 

cionales de no discriminación, de respeto a los derechos al honor y a la in- 

timidad, la protección a las personas con discapacidad, la protección de 

los datos personales y el secreto en las comunicaciones. 

Por su parte, y producto de la reflexión que se está produciendo a nivel eu- 

ropeo que persigue liderar un proceso imprescindible a nivel global para 

garantizar una digitalización humanista equitativa, la Carta de Derechos 

Digitales, publicada en 2021 formula los derechos de la ciudadanía en el 

mundo digital y dedica el capítulo XI a la accesibilidad universal en el en- 

torno digital con una atención especial a las personas con discapacidad. 

Asimismo, garantiza el derecho a lo no discriminación, cualquiera que sea 

el origen, causa o naturaleza, en relación con las decisiones, uso de datos 

y procesos basados en Inteligencia Artificial. El Plan España Digital 2026 

y la Estrategia Española de I+D+I en Inteligencia Artificial, por mencionar 

algunas, demuestran que el marco de políticas referentes a las TIC en Es- 

paña busca reducir la brecha digital con el fin de construir una sociedad 

más justa e inclusiva. 
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No obstante, la mera promulgación de estos mandatos legislativos, políti- 

cos y programáticos no garantiza que se elimine la brecha digital que afecta 

a las personas con discapacidad. A la vista de las numerosas barreras que 

todavía enfrenta esta población en el ámbito tecnológico, se desprende 

que los poderes establecidos todavía no han capturado ni reconocido ni la 

verdadera interpretación del enfoque inclusivo, ni los retos sistemáticos a 

los que diariamente se enfrentan las personas con discapacidad que re- 

fieren no únicamente a sus particulares necesidades en los diversos ám- 

bitos vitales, sino también, a ideas y prácticas culturales y sociales que les 

sigue discriminando y deshumanizando. 

Es condición sine qua non comprender las experiencias vitales de las per- 

sonas con discapacidad para atajar las contradicciones entre el nivel jurí- 

dico político y la realidad material de esta población. Es esencial que exista 

una conciencia y convencimiento de que la transformación digital en el país 

solo se alcanzará cuando se asegure la inclusión digital a esta población, 

lo que significa que debe garantizarse la accesibilidad a las TIC y elimi- 

narse los sesgos tecnológicos que siguen castigando a este grupo social 

debido al desconocimiento o comprensión equivocada de su realidad sobre 

las cuales se proyectan las normas y políticas en este campo. 

Factor demográfico 

 
En términos de población general, la relación entre el acceso, los usos di- 

gitales, el nivel de competencias digitales y los grados o niveles de inclu- 

sión/exclusión digital, evidencian que las personas mayores tienen un perfil 

de inclusión digital baja. 

«Perfil de inclusión digital baja se caracteriza por una mayor presencia 

de mujeres (63 %); con una edad superior a los 65 años (59,5 %); jubi- 

lados/as (61 %)» (Fundació Ferrer i Guardia, 2022:15, 29). 
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Los datos de la EDAD-2020 muestran que la edad y el género son variables 

de análisis fundamentales a la hora de analizar los procesos de exclusión 

digital de las personas con discapacidad. De hecho, las tasas específicas 

de discapacidad se incrementan según avanza la edad. Respecto al sexo, 

la población con discapacidad femenina es mayor que la masculina en tér- 

minos relativos a partir de los 45 años (OED, Informe Olivenza 2022: 71). 

Edad 

 
La pirámide estadística de internautas que se conectan tanto habitual 

como ocasionalmente es decreciente según la edad. Cuando más 

mayor, más desconectado. La edad de los usuarios de internet origina 

la brecha digital generacional, esto es, la distancia que separa a los na- 

tivos digitales (que ha nacido y crecido con las tecnologías) de los in- 

migrantes digitales (aquellos que adoptaron la tecnología más tarde en 

sus vidas) por lo que a la utilización de las nuevas tecnologías se re- 

fiere. 
 

«A medida que aumenta la edad se reduce el acceso a Internet 

(99 % de las personas de 16 a 29 años frente a un 76 % de las 

mayores de 65 años). () Entre las personas de más de 65 años, 

un 27,3 % nunca ha usado Internet, mientras que en el resto de 

grupos de edad estos datos son residuales. Asimismo, mientras 

que el 97,4 % de las personas de entre 16 y 29 años utiliza Inter- 

net a diario, este porcentaje se reduce al 60,7 % en el caso de 

las personas de más de 65 años» (Fundación Ferrer i Guardia, 

2022:15, 29). 

La edad es una variable que contribuye a la brecha digital de las perso- 

nas con discapacidad mayores por diferentes razones. La falta de fa- 

miliaridad con las TIC conlleva a la desconfianza digital. Para esta 

población, aprender sobre tecnología desde cero puede resultar muy 
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complicado, por lo que en la mayoría de los casos optan por dejarla a 

un lado. La insuficiente formación y apoyo necesario para resolver 

dudas tecnológicas genera inseguridad para hacer uso de los recursos 

tecnológicos. Los adultos mayores pueden llegar a sentir miedo a co- 

meter errores, a estropear un dispositivo por desconocimiento o a ser 

engañados si entran en una página web sin saber navegar por ella. La 

ausencia de accesibilidad (acorde con el tipo de discapacidad) dificulta 

la interacción con la tecnología de la misma manera ágil y efectiva que 

lo hacen la gente joven. 

Asimismo, la infancia y juventud con discapacidad pueden sufrir de in- 

equidades tecnológicas. La ausencia de accesibilidad y la dificultad para 

adquirir recursos tecnológicos atendiendo a sus circunstancias socioe- 

conómicas, así como los mayores riesgos de violencia, explotación y 

abuso a los que están expuestos en el contexto digital los hace un grupo 

particularmente sensible a la brecha digital. 

«Si hay un colectivo especialmente sensible son los niños y niñas 

con discapacidad. En muchos casos, los dispositivos, aplicacio- 

nes o formatos no contemplan su realidad y no se piensan desde 

el diseño universal. Esto unido a una mayor dificultad por parte 

de las familias con niños con discapacidad, con mayores gastos 

y menos rentas, en el acceso a productos imprescindibles para 

una vida más independiente y conectada» (UNICEF, 2018:8). 

Género 

 
El sexo se revela como otro factor que segrega y desencadena la bre- 

cha digital de género. Existe una disparidad entre hombres y mujeres 

en relación a las oportunidades de acceso a los recursos digitales, su 

uso y las habilidades tecnológicas para adquirir las destrezas necesa- 
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rias para el trabajo y la vida cotidiana. Pero esta brecha digital de género 

no es homogénea, sino interseccional, y afecta en mayor medida a gru- 

pos poblaciones que viven desigualdades preexistentes en la mayor 

parte de los ámbitos de la vida, como las mujeres y niñas con discapa- 

cidad. 
 

«Las mujeres y las niñas con discapacidad se enfrentan a nume- 

rosas dificultades para tener acceso a una vivienda adecuada, a 

la atención sanitaria, la educación, la formación profesional y el 

empleo y tienen mayores probabilidades de ser internadas en ins- 

tituciones y de vivir en la pobreza.» (Relatora Especial sobre los 

derechos de las personas con discapacidad, 2015, párr. 38). 

A pesar del potencial transformador de la tecnología, la intersección de 

género y discapacidad incrementa la exclusión digital para la población 

femenina con discapacidad. La desigualdad de género, la violencia ma- 

chista, la dificultad para el acceso a la educación y al mercado laboral, 

o la sobrecarga de trabajo de cuidados, aumentan la probabilidad de 

agudización y cronificación de la inequidad en el acceso, uso y aprove- 

chamiento de las TIC. 

Además de que tal intersección disminuye las probabilidades de que 

las mujeres con discapacidad puedan aprovechar los beneficios de las 

TIC, también ocasiona que esta población sufra en el plano digital con- 

tinuas agresiones y delitos contra su honor e intimidad a través de es- 

tereotipos e insultos por el hecho de ser mujeres y tener una 

discapacidad. 



Consumidores con discapacidad frente a la brecha digital 

  74   

 

 

 

 
4. Repercusiones de la brecha digital en las personas con discapa- 

cidad 

En una sociedad y una economía cada vez más digitalizadas, la brecha di- 

gital supone otra arista de la desigualdad que afrontan las personas con dis- 

capacidad y un claro elemento de incremento de riesgo de exclusión social. 

Los impactos de la brecha digital en esta población son múltiples. Mientras 

que algunos de estos impactos se producen en ámbitos concretos (educación, 

salud, empleo, finanzas, vivienda), otros son más transversales (contribución 

a la exclusión social, perpetuación del capacitismo, aislamiento, salud men- 

tal). 

• Acentúa las diferencias económicas y promueve la exclusión financiera 

 
La brecha digital es un obstáculo significativo para la igualdad de oportu- 

nidades económicas de las personas con discapacidad y para su inclusión fi- 

nanciera. 

Existe una correlación directa entre la brecha digital y la desigualdad de 

ingresos. Para los ciudadanos digitales —aquellos con fácil acceso a cone- 

xiones de banda ancha, dispositivos informáticos, habilidades digitales y la 

capacidad de contribuir a una sociedad digital— la tecnología acelera el poder 

adquisitivo y las oportunidades profesionales. Ambos son fundamentales para 

transformar los ingresos en riqueza. Por el contrario, la falta de accesibilidad 

de las TIC y el analfabetismo digital disminuyen las opciones de encontrar tra- 

bajo o de acceder a un empleo de calidad, lo que repercute negativamente 

en la economía de la persona con discapacidad y su familia. 

Asimismo, la brecha digital incide directamente en la capacidad de esta 

población para participar en la economía digital restringiendo su acceso a ser- 

vicios financieros básicos como ahorros, préstamos y seguros, fundamentales 



La protección de las personas consumidoras vulnerables con... 

  75   

 

 

 
 

para su crecimiento económico y la reducción de sus índices de pobreza, ya 

que facilita la gestión de sus recursos. 

• Pérdida de oportunidades sociales y aislamiento 

 
Las TIC desempeñan un papel importante en las interacciones sociales 

modernas debido al surgimiento de diversas plataformas que mejoran las opor- 

tunidades personales, profesionales y comerciales. Así que la brecha digital 

supone una barrera para establecer conexiones sociales. 

Las dificultades para relacionarse digitalmente como el resto de grupos so- 

ciales puede provocar que las personas con discapacidad pierdan oportuni- 

dades sociales y que se sientan aisladas. La soledad no deseada y el 

aislamiento social son ya de por sí problemas que afectan de modo intenso a 

la población con discapacidad y constituyen una forma insidiosa de su exclu- 

sión social y predictores de cambios negativos en la salud física y mental de 

la persona. 

Esta situación se hace más patente en aquellas personas que residen en 

zonas rurales o remotas y las personas con discapacidad mayores atendiendo 

al cúmulo de factores que para ellos inciden en la brecha digital. 

Asimismo, la diferencia digital impacta con fuerza en las personas con dis- 

capacidad intelectual y grandes necesidades de apoyo que tienen enormes 

dificultades para desarrollar una gran parte de las actividades de la vida en la 

comunidad, de ocio o para entablar relaciones sociales presenciales. 

• Menor participación en la vida pública 

 
La brecha digital también constituye una barrera para la participación en la 

vida pública. El disponer de un entorno digital equitativo, confiable y diverso 

fomenta el debate público plural, estimula el compromiso y la participación de- 
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mocrática. La inequidad digital incide negativamente en la participación de las 

personas con discapacidad en el espacio púbico digital e impide el ejercicio 

de su ciudadanía para participar en los espacios que la Constitución y las leyes 

han dispuesto para la incidencia social, económica y política. 

• Desafíos laborales e inhibición del desarrollo profesional 

 
En un mercado de trabajo cada vez más condicionado por la digitalización, 

con avances en campos tales como la Inteligencia Artificial, la nanotecnología, 

la impresión 3D, el internet de las cosas y otras tecnologías, se alterarán ra- 

dicalmente las pautas del mercado de trabajo trayendo muchas oportunidades, 

pero también desafíos considerables para las personas con discapacidad. For- 

mas disruptivas de trabajar y el mayor riesgo de automatización para ciertos 

trabajos realizados mayoritariamente por personas con discapacidad puede 

dejar a gran parte de esta población sin empleo. Una creciente brecha salarial 

en las profesiones relacionadas con la economía digital afectará a los traba- 

jadores con discapacidad que sufren una preexistente inequidad salarial con 

respecto a aquellos sin discapacidad. Sesgos algorítmicos y datos resultantes 

de la infra representación de las personas con discapacidad en el diseño e 

implementación de las tecnologías digitales, conlleva grandes riesgos de de- 

jarlas fuera del mercado laboral. 

Es un hecho constatado que las habilidades tecnológicas son esenciales 

para acceder a una amplia gama de oportunidades laborales y que solo aque- 

llas personas que consigan tales habilidades podrán encontrar empleo con 

mayor facilidad, resultar ser más productivos, creativos y alcanzar un mayor 

grado de protección, seguridad y salud cuando se encuentren conectados. 

• Educación 

 
El impacto de la brecha digital en la educación de las personas con disca- 

pacidad es significativo dado que es un grupo social que sigue enfrentándose 
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a diversas resistencias a lo largo del proceso de enseñanza tradicional y, por 

lo tanto, la innovación tecnológica constituye un reto importante de aprendi- 

zaje. 

La digitalización de la educación permite trayectorias de aprendizaje más 

flexibles, adaptados y personalizados, así como la innovación pedagógica, por 

lo que la falta de accesibilidad de los recursos y herramientas digitales puede 

impedir o retrasar la mejora en los procesos de aprendizaje del estudiantado 

con discapacidad, perpetuando así la desigualdad que sufre esta población 

en el ámbito educativo. 

La segunda y tercera dimensión de brecha digital preocupan por el bajo 

desempeño que pueda tener el estudiantado con discapacidad en la optimi- 

zación de la utilización de las TIC. La calidad pedagógica puede ser una ba- 

rrera si el profesorado no diseña, desarrolla e implanta estrategias de 

enseñanza que tengan en cuenta la diversidad del aula y en la pedagogía em- 

pleada haya congruencia de los contenidos empleados en las TIC para abor- 

dar aspectos específicos de aprendizaje. 

• Vivienda 

 
La domótica como recurso tecnológico de automatización en los sectores 

residenciales y empresariales, se posiciona como un medio que ofrece al en- 

torno habitable seguridad, acompañamiento, sostenibilidad, eficacia y calidad 

de vida. Para las personas con discapacidad aporta grandes ventajas, princi- 

palmente, apuntan a conseguir su autonomía. La posibilidad de construir un 

hogar inteligente cada vez más trae soluciones cotidianas para las personas 

con diferentes tipos de discapacidad (complementa sus capacidades con au- 

tomatización de dispositivos como teléfonos, pantallas táctiles o asistentes vir- 

tuales), disminuyen riesgos que pueden ser provocados por la manipulación 

de dispositivos con componentes que puedan suponer peligro, o brindan un 

entorno de confort y seguridad). Sin embargo, no todas las personas con dis- 
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capacidad tienen acceso a la tecnología, lo que limita su capacidad para be- 

neficiarse de las funciones de un hogar inteligente. 

Aquellos hogares con miembros con discapacidad son un perfil con una 

elevada probabilidad de caer en exclusión residencial. Las personas con dis- 

capacidad presentan peores condiciones residenciales y sus viviendas nece- 

sitan reparaciones importantes en mayor medida. Cuatro de cada diez 

personas vulnerables con discapacidad (39,9 %) residen en viviendas que 

según ellas requerirían importantes reparaciones (5,3 puntos porcentuales 

más que el total de vulnerables); esto es, instalación eléctrica de tuberías, re- 

paraciones estructurales de paredes, aislamiento térmico y acústico, imper- 

meabilización, etc. (Provivienda, 2019:42). Muchos de los factores explicativos 

de este tipo de exclusión están vinculados con las dificultades de hacer frente 

a los gastos que supone una vivienda. 

En este escenario, es innegable pensar en la asociación negativa entre el 

nivel de inteligencia residencial/hogares inteligentes y la intensidad de la bre- 

cha digital. La magnitud del problema del acceso a una vivienda asequible y 

accesible para las personas con discapacidad demuestra que existen des- 

igualdades en el disfrute de los beneficios de un hogar inteligente. 

• Salud 

 
Aunque la telemedicina está tenido un impacto significativo en nuestra so- 

ciedad, son herramientas que no están al alcance de todas las personas con 

discapacidad. La falta de accesibilidad tecnológica y las dificultades para inter- 

actuar con tales herramientas obstaculizan el acceso a la atención médica, 

así como a recursos de información y conocimientos en esta materia a través 

de aplicaciones de salud o de tecnologías. 

«La valoración de la accesibilidad del ámbito de sanitario por parte de 

pacientes que han participado en el estudio refleja que aún queda un 
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largo recorrido para que los entornos y todo aquello que forma parte de 

los servicios y procesos sanitarios sean plenamente usables por cual- 

quier persona independientemente de sus capacidades () Las personas 

con discapacidad encuentran dificultades a la hora de interactuar con 

las herramientas digitales de una consulta en línea () El uso de aplica- 

ciones, dispositivo tecnológico o sensor para controlar aspectos de la 

salud es una tendencia en aumento, por el autocuidado y también por 

la prevención Siendo la valoración de la accesibilidad de estos disposi- 

tivos de una puntuación media de 6,40 puntos dentro de una escala de 

0 a 10, en la que el 0 significa que te parece “totalmente inaccesible” y 

el 10 “totalmente accesible”» (Fundación ONCE, 2021:43-46). 

• Plantea interrogantes bioéticos 

 
Tecnologías punteras como la nanotecnología, la genoterapia, la ingeniería 

genética y la biología de síntesis, suscitan cuestionamientos éticos importantes 

en relación con la naturaleza, seguridad e idoneidad de tales tecnologías, así 

como sus efectos en las personas con discapacidad. 

Las dimensiones éticas y sociales que comportan las llamadas biotecnolo- 

gías para las personas con discapacidad radican en que ofrecen posibilidades 

de «reparar» todo tipo de discapacidades y mejorar nuestra naturaleza hu- 

mana intensificando con ello las prácticas eugenésicas. Cuando se permite el 

uso de tecnologías tan avanzadas para prevenir o reparar la discapacidad, 

también se está juzgando la calidad de vida y, en definitiva, el valor de las per- 

sonas con discapacidad. 

«Las nuevas tecnologías plantean importantes interrogantes bioéticas 

que cada vez urge más abordar () Existe la preocupación genuina de que 

el resultado será no solo un aumento de las prácticas eugenésicas, sino 

también una disminución general de la aceptación y solidaridad de la so- 

ciedad en relación con la diversidad y la diferencia.» (Relatora Especial 

sobre los derechos de las personas con discapacidad, 2020, párr. 22). 
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• Impactos negativos de los sesgos 

 
El desarrollo e implantación de los sistemas de Inteligencia Artificial y de 

los productos y servicios soportados en esta tecnología pueden contribuir a 

perpetuar prejuicios y creencias erróneas sobre la discapacidad. Las bases 

de datos sesgadas en los que a menudo se basan los sistemas de IA pueden 

conducir a la adopción de decisiones discriminatorias contra las personas con 

discapacidad en los diferentes ámbitos donde se aplica esta tecnología. 

«En el ámbito de la salud se llega a la conclusión de que las variables 

que caracterizan a las personas con discapacidad deben estar presen- 

tes en estas fuentes de datos y deben quedar reflejadas en los sistemas 

() En el ámbito de la formación las herramientas utilizadas en la educa- 

ción remota y las plataformas interactivas deben validarse para que 

sean aptas también para su aprendizaje, u ofrecer sistemas alternativos 

con un ajuste óptimo cuando las soluciones tecnológicas basadas en 

IA no se ajusten bien a ciertos grupos de la población () En el ámbito 

del empleo, la condición de discapacidad nunca debe ser inferida por 

un sistema de IA, ya que en tal caso la empresa estaría violando la pri- 

vacidad del candidato al obtener una información sensible y protegida 

sin su consentimiento.» (Real Patronato de la Discapacidad, 2023:134). 

• Perpetúa el capacitismo 

 
La influencia de los medios digitales para mantener y posicionar la hege- 

monía estética está perpetuando el capacitismo. Es manifiesta la influencia 

de las redes sociales y otros medios digitales tanto en la auto imagen de los 

usuarios con discapacidad como en la imagen social que se proyecta de ellos. 

La sociedad sigue primando cánones de belleza que considera convencional- 

mente como «hermoso» o «atractivo», y en el peor de los casos, como «per- 

fecto», reproduciendo y reforzando así una construcción teórica segregadora 



La protección de las personas consumidoras vulnerables con... 

  81   

 

 

 
 

y generando cuestionamientos internos en las personas con discapacidad que 

consumen determinados productos audiovisuales. El desprecio por un cuerpo 

que no se alinea con los estándares y recomendaciones que se imponen en 

las plataformas digitales está manteniendo y reforzando narrativas capacitis- 

tas. 

También en el mundo digital, los cuerpos con discapacidad siguen estando 

invisibilizados dentro de lo que es la representación de la diversidad. Como 

son cuerpos que no se ven, se piensa que no existen, o son algo fuera de lo 

«normal», impulsando así la rueda del capacitismo. A menudo se transmite 

una imagen de las personas con discapacidad que oscila entre suscitar lástima 

y tristeza; o mostrarlos como referentes de superación e inspiración. 

• Efectos negativos en la salud mental 

 
Esta falta de representación tiene un efecto en la autoestima y en la cons- 

trucción de las identidades, generando consecuencias negativas en la salud 

mental y emocional de las personas con discapacidad. El temor a estos pre- 

juicios y estigmas, y la tendencia a comparar sus vidas con las representacio- 

nes idealizadas que otros publican, puede llevar a las personas con 

discapacidad a sentimientos de falta de confianza, insuficiencia, disminución 

de la satisfacción con la vida y autodesprecio. Una dinámica particularmente 

preocupante en la juventud con discapacidad, grupo que es más susceptible 

a la influencia de las redes sociales. 

«Varios son los fenómenos detrás del empeoramiento de la salud men- 

tal de adolescentes y jóvenes por el uso de redes sociales y servicios 

digitales: miedo a perderse algo en las redes (o síndrome FOMO), com- 

portamientos adictivos, obsesión por determinados cánones estéticos 

o excesivo tiempo de uso de las pantallas, entre otros.» (Observatorio 

Nacional de Tecnología y Sociedad, 2024:3). 
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• Violencia digital 

 
La tecnología y los espacios en línea se utilizan cada vez más para perpe- 

trar actos de violencia contra las mujeres, niños y jóvenes con discapacidad, 

especialmente. La violencia digital se amplifica mediante el uso de la informa- 

ción y las comunicaciones, las tecnologías o los espacios digitales contra una 

persona por razón de discapacidad. Además, se ve facilitada por el diseño y 

el uso de las tecnologías existentes, así como el de las nuevas y emergentes. 

La violencia digital adopta muchas formas: ciberacoso, acoso sexual en 

línea, captación en línea para abusos sexuales, discurso de odio, entre mu- 

chas otras. 

• Espacios digitales inseguros 

 
Las personas mayores con pocos conocimientos digitales tienen mayores 

riesgos de sufrir estafas, fraudes y ataques en línea. Son consideradas vícti- 

mas fáciles por su falta de hábito a la hora de saber detectar este tipo de de- 

litos y su tendencia compartir y a confiar en las noticias o las informaciones 

que les llegan. 

La preocupación por la seguridad digital también puede limitar el acceso 

de las personas con discapacidad a entornos digitales, lo cual determina que 

sus voces sean silenciadas y se resienta su participación en los medios digi- 

tales. La seguridad de los espacios digitales refiere no solo a que esté libre 

de cualquier tipo de violencia, sino también a que los usuarios con discapaci- 

dad sean conscientes de sus derechos y responsabilidad y que existan me- 

canismos democráticos de participación. 

• Disparidades de género 

 
La brecha digital contribuye a mantener las disparidades de género y a crear 

nuevas formas de opresión contra las mujeres y las niñas con discapacidad. 
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Las normas y sesgos sociales de género refuerzan las barreras al acceso 

de las mujeres y niñas con discapacidad a las TIC. Las disparidades en el ac- 

ceso tecnológico de la población femenina se originan en normas sociales 

más amplias y en sesgos actitudinales sobre el acceso y el uso de la tecnolo- 

gía por parte de las mujeres y niñas. 

A esta división digital de género se suma la división digital por motivo de 

discapacidad que ahonda las diferencias y limita a las niñas y mujeres con 

discapacidad para sacar provecho de igual forma del acceso y uso de las TIC, 

así como de las soluciones de aprendizaje digitales o de alta tecnología. 

Asimismo, la violencia de género facilitada por la tecnología en forma de 

ciber hostigamiento, acoso en línea, discursos de odio, difusión no consentida 

de imágenes privadas, o difusión de imágenes íntimas falsas, por mencionar 

algunas, recaen con mayor frecuencia e intensidad en las mujeres y niñas con 

discapacidad, lo que agrava sus desigualdades y plantea una amenaza signi- 

ficativa contra sus derechos y su seguridad dentro y fuera de línea. 

• Exclusión de ciertas discapacidades 

 
El mal diseño o el diseño poco accesible de las tecnologías, especialmente, 

aquellas basadas en la Inteligencia Artificial, pueden impactar negativamente 

en los derechos de personas con algunas discapacidades. Esto es así, porque 

se está partiendo de patrones genéricos sin tomar en consideración las dife- 

rentes tipologías de discapacidad y su expresión concreta en las interacciones 

funcionales. 

Por otra parte, en los entornos digitales suelen estar representadas pun- 

tuales tipos de discapacidad, dejando de lado el resto de discapacidades y 

con ello la imposibilidad de mostrar todo el espectro de experiencias en torno 

a la discapacidad. 
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5. Incidencia particular de la brecha digital en los derechos de las mu- 

jeres y las niñas con discapacidad, madres y cuidadoras de personas 

con discapacidad 

Intersección de género y discapacidad 

 
Las desigualdades de género están presentes en todas las dimensiones 

en que las mujeres y las niñas participan en las TIC. Pero la brecha digital de 

género no es homogénea, sino interseccional y afecta en mayor medida a gru- 

pos poblaciones que viven desigualdades como las mujeres y niñas con dis- 

capacidad. 

La población femenina con discapacidad a menudo son objeto de discri- 

minación puesto que a las desigualdades de género se suman de forma in- 

cremental las desigualdades que sufren las personas con discapacidad 

(hombres y mujeres con discapacidad). Las ideas equivocadas y prejuicios 

sobre la discapacidad y el género viven con fuerza para las mujeres y niñas 

con discapacidad que sufren una discriminación estructural y sistemática que 

se manifiesta a través de patrones ocultos o encubiertos de comportamiento 

institucional discriminatorio, tradiciones culturales discriminatorias y normas 

y/o reglas sociales discriminatorias (Álvarez Ramírez, 2023:65). 

Los efectos que ambas desigualdades ejercen sobre el bienestar de las 

mujeres y niñas con discapacidad, es exponencial. Los datos referidos a los 

rasgos básicos de las personas con discapacidad expuestos en el capítulo 

anterior dan cuenta de esta situación: La población femenina con discapacidad 

presenta una aguda desventaja de las condiciones en todos los ámbitos vitales 

en relación con las personas sin discapacidad, incluso, respecto a la población 

con discapacidad. Para ellas, la tasa de pobreza y/o exclusión evoluciona peor, 

presentan niveles de educación muy bajos, precariedad laboral y brecha sa- 

larial, dificultades para acceder a una vivienda adecuada o mayores riesgos 

de sufrir violencia, abusos y desatención. 
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En el ámbito digital, las mujeres y niñas con discapacidad enfrentan obs- 

táculos para acceder y hacer un uso pleno de las TIC a causa de la escasez 

de recursos económicos, menor disponibilidad de dispositivos e infraestruc- 

tura, falta de conocimientos y habilidades en materia de TIC, así como la per- 

cepción equivocada sobre la poca importancia que las TIC tienen en sus vidas. 

Esto conlleva para este grupo poblacional menores oportunidades de acceso 

y participación plena e igualitaria en esferas vitales donde habitualmente son 

excluidas, escaso o nulo protagonismo en la creación y el desarrollo de TIC, 

y exponerlas a distintas formas de violencia y amenazas cibernéticas, en un 

contexto, como el de la tecnología digital, donde perduran sesgos tanto de gé- 

nero como de discapacidad. 

«La falta de atención a las cuestiones de género o los aspectos relativos 

a la discapacidad en las políticas relacionadas con las tecnologías y los 

sistemas de información y comunicaciones impide que las mujeres con 

discapacidad vivan de forma independiente y participen plenamente en 

todas las esferas de la vida en igualdad de condiciones con las demás.» 

(Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2016: 

párr. 48) 

Si en España son escasos los estudios que analizan pormenorizadamente 

el acceso a las TIC de las personas con discapacidad, aquellos que incorporan 

la variable género son una verdadera excepción. Tampoco aquellos estudios 

generales que analizan la brecha digital de género incluyen la variable disca- 

pacidad. 

El Informe Brecha Digital de Género 2023 elaborado por el Observatorio 

Nacional de Tecnología y Sociedad (ONTSI), sirve para ilustrar cómo a pesar 

de que en los últimos años se ha avanzado en el objetivo de reducir la brecha 

digital de género, todavía persisten desigualdades importantes. Estos datos, 

si bien solo aducen a la variable de género, son relevantes teniendo en cuenta 

que las inequidades de género están presentes —y de manera acentuada— 
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en todas las dimensiones en que las mujeres y las niñas con discapacidad 

participan. Algunos de sus datos son los siguientes: 

Uso de Internet 

• El 92,8 % de las mujeres españolas de 16 a 74 años usa Internet al 

menos una vez a la semana, apenas dos décimas por debajo de los 

hombres. Por encima de los 75 años se observan mayores diferencias 

ya que hay más hombres usuarios semanales de Internet (44,6 %) que 

mujeres (39,7 %). 

Seguridad 

• El 70,3 % de las víctimas de delitos sexuales en Internet son mujeres. 

• Ocho de cada diez mujeres creen que situaciones de acoso en Internet 

están bastante o muy extendidas frente a seis de cada diez hombres. 

• El 51,9 % de las mujeres fueron víctimas de delitos contra el honor y el 

48,2 % de fraude. 

Educación 

• El 37,3 % de las mujeres de España tiene habilidades digitales inferiores 

a las básicas, tres puntos más que los hombres. 

• La mayor brecha en estudios universitarios se produce en titulaciones 

de informática, donde solo el 13,5 % de las graduadas son mujeres. 

Trabajo 

• Las personas especialistas TIC españolas son mayoritariamente hom- 

bres. Tan solo el 17,8 % de la población ocupada con formación STEM17 

en España son mujeres. 

 
 
 

 

17 STEM es el acrónimo en inglés de ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas. 
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Violencia en línea 

 
La violencia en línea contra las mujeres es parte de un espectro de violen- 

cia que impide que puedan gozar de plenos derechos humanos, tanto en línea 

como fuera de ella. 

«La violencia en línea contra la mujer es todo acto de violencia por razón 

de género contra la mujer cometido, con la asistencia, en parte o en su 

totalidad, del uso de las TIC, o agravado por este, como los teléfonos 

móviles y los teléfonos inteligentes, Internet, plataformas de medios so- 

ciales o correo electrónico, dirigida contra una mujer porque es mujer o 

que la afecta en forma desproporcionada. Se trata de una violencia que 

causa daños a la dignidad y la integridad, e impide el empoderamiento, 

desarrollo y el pleno disfrute de derechos humanos como la dignidad, 

la libertad de expresión y a la información, la protección de datos per- 

sonales y el acceso a la justicia.» (Informe Relatora Especial sobre la 

violencia contra la mujer, 2018: párr.22) 

La violencia en línea facilitada por la tecnología tiene características muy 

particulares que la diferencian de otras formas de violencia de género: su ve- 

locidad, escala e impacto. Estas prácticas pueden cruzar las fronteras rápida- 

mente, lo que dificulta la prevención y detección. Asimismo, tienen un impacto 

recurrente, ya que se divulga, comparte o amenaza con compartir contenido 

e imágenes dañinas, por lo que la violencia y el abuso se repiten y las víctimas 

se ven traumatizadas nuevamente. 

Son múltiples las formas de violencia digital contra las mujeres y niñas: 

Creación, difusión, distribución o intercambio digital de fotografías; vídeos o 

audio clips de naturaliza sexual o íntima sin consentimiento que puede ocurrir 

en una gran variedad de contextos y relaciones interpersonales; acceso, uso, 

control, manipulación, intercambio o publicación no autorizada de información 

privada y datos personales; actos que dañan la reputación o la credibilidad de 
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una persona; ciberacoso, que consiste en el uso de las TIC para humillar, mo- 

lestar, atacar, amenazar, alarmar, ofender o insultar a una persona; amenazas 

directas de daño o violencia, mediante el envío o la publicación de comunica- 

ciones o contenido por medio de tecnologías para expresar la intención de co- 

meter un daño físico o violencia sexual; abuso, explotación y/o trata de 

mujeres y niñas en el que se usan las tecnologías para el ejercicio de poder 

a partir de la explotación sexual de su imagen o de su cuerpo contra su volun- 

tad; ataques a grupos, organizaciones o comunidades de mujeres con el fin 

de censurarlas y dañarlas. 

Para las mujeres y niñas con discapacidad, la violencia a través de entor- 

nos tecnológicos es un reflejo de la violencia a la que están sometidas en la 

vida fuera de línea. Esta violencia digital no es un fenómeno aislado, sino que 

se localiza en un contexto social más amplio de desigualdad y exclusión que 

vive la población femenina con discapacidad. 

El Informe sobre violencia contra las mujeres con discapacidad a partir de 

la explotación de datos de la macroencuesta de violencia contra la mujer 2019 

de la DGVG aporta conocimiento sobre las violencias a las que están expues- 

tas las mujeres con discapacidad; y si bien no recoge concretamente la vio- 

lencia en el contexto de las tecnologías, de la Macroencuesta se pueden 

extraer datos referidos a algunas formas de violencia digital que sufre la po- 

blación femenina con discapacidad, poniendo en evidencia que en muchos 

casos para esta población las proporciones de violencia son mayores que para 

las mujeres sin discapacidad: 

• La prevalencia del acoso reiterado en mujeres con discapacidad el 16,9 %, 

en el caso de mujeres sin discapacidad es del 15,1 %. 

• Si se atiende a los tipos de acoso, el más prevalente en las mujeres 

con discapacidad consiste en llamadas telefónicas obscenas, amena- 

zantes, molestas o silenciosas (9,5 %). En las mujeres sin discapacidad 
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esta situación de acoso supone el 7 %, habiendo diferencia estadísti- 

camente significativa (p<0,05). 

• El 5,8 % de las mujeres con discapacidad ha recibido insinuaciones in- 

apropiadas, humillantes, intimidatorias, u ofensivas en las redes socia- 

les de Internet como Facebook, Instagram o Twitter. 

• El 4,1 % ha recibido correos electrónicos, mensajes de WhatsApp, o 

mensajes de texto sexualmente explícitos inapropiados, que le hayan 

hecho sentir ofendida, humillada, o intimidada. 

Madres y cuidadoras de personas con discapacidad 

 
El sistema de cuidados y apoyos en España se erige aún sobre injusticias 

de género. Persisten desigualdades de género en los cuidados informales 

entre hombres y mujeres, en concreto, en la responsabilidad de cuidar, en el 

reparto de tareas, así como en la forma de afrontar y entender el rol de cuida- 

dos. Este es un sistema que pivota sobre lo que hace la familia, y en ésta, en 

lo que hacen las mujeres. Es un sistema feminizado donde no existe la res- 

ponsabilidad colectiva en el cuidado cotidiano. 

Según la EDAD 2020, casi la mitad de las personas de seis y más años 

con discapacidad indicaron recibir cuidados o asistencia personal. Un 24,6 % 

recibía estos cuidados solamente por personas residentes en su hogar, un 

12,1 % por personas no residentes y en un 13,0 % de los casos los cuidados 

eran prestados por ambos. El 63,7 % de estos cuidadores eran mujeres, 

siendo los perfiles más frecuentes los de mujer entre 45 y 64 años (41,0 % de 

los casos) y hombres de ese mismo grupo de edad (20,7 %). El 49,7 % de las 

personas que recibían cuidados señalaron ser atendidos durante ocho o más 

horas diarias. Entre las personas de seis a 44 años que recibieron cuidados, 

la figura de su cuidador principal fue alguno de sus progenitores en un 69,8 % 

de los casos (10,5 % el padre y 59,3 % la madre). Para el 48,1 % de las per- 

sonas de 45 a 79 el cuidador principal fue el cónyuge o pareja. Por su parte, 
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para el 59,1 % de las personas de 80 y más años el principal cuidador fueron 

los hijos (18,0 % un hijo y 41,1 % una hija). 

Los datos confirman que dentro del eje familiar las labores de atención y 

cuidado de la persona con discapacidad recaen mayoritariamente en el sexo 

femenino, aunque esta situación experimenta un acusado declive tanto en lo 

que respecta a aceptación social como al crecimiento del número de mujeres 

que asumen dicho rol. Sin embargo, a pesar de que en España la incorpora- 

ción de la mujer al mundo del trabajo remunerado se ha producido a un ritmo 

muy rápido en las últimas décadas y constituye actualmente la norma entre 

las mujeres jóvenes, el tradicional rol de cuidadora desempeñado y atribuido 

a la mujer se sigue manteniendo. Tanto el Estado como la sociedad se han 

mostrado poco sensibles a los efectos de la nueva situación, por lo que las 

mujeres se ven obligadas a asumir directamente las decisiones encaminadas 

a hacer posible su doble tarea. (Fundación Derecho y Discapacidad, 2015:40). 

El orden de género por el cual las mujeres siguen siendo las principales 

responsables del trabajo no remunerado y del cuidado en los hogares espa- 

ñoles interactúa con las nuevas formas de organización de la economía digi- 

talizada. La profundidad de la brecha digital que afecta a las mujeres puede 

aumentar aun cuando la población excluida de la sociedad de la información 

pueda estar disminuyendo. Esto explica en buena medida la lentitud con que 

se cierran las brechas de género, especialmente en lo que se refiere al empleo 

vinculado con las TIC. 

Para las madres y cuidadoras de personas con discapacidad, un factor que 

contribuye a aumentar las desigualdades en materia digital es la sobrecarga 

de las tareas de cuidado no remunerado del miembro de la familia con disca- 

pacidad, que las deja con menos tiempo libre disponible para explorar el ci- 

berespacio y desarrollar nuevas habilidades digitales. 
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La brecha digital afecta directamente a las personas cuidadoras, pero tam- 

bién afecta de manera indirecta a quienes tienen a su cuidado o brindan apo- 

yos. La brecha digital de los cuidadores genera entornos digitales inseguros 

que fácilmente pueden vulnerar los derechos de las personas con discapaci- 

dad a su cuidado. 

6. La brecha digital como barrera a la inclusión de las personas con 

discapacidad mayores 

En los últimos decenios, España ha entrado en un proceso de envejeci- 

miento sostenido de la población. Según los datos publicados por el Instituto 

Nacional de Estadística, en 2023 se registró un nuevo máximo histórico de 

envejecimiento del 137,3 % o, lo que es lo mismo, ya se contabilizan 137 per- 

sonas mayores de 64 años por cada 100 menores de 16. 

Este proceso de envejecimiento está asociado a aspectos como la depen- 

dencia, el aumento de la morbilidad, la fragilidad y el deterioro funcional; es 

decir, a la pérdida de autonomía y/o limitaciones de funcionamiento. Así lo 

constata la EDAD-2020 que señala que la tendencia de aumento de personas 

con discapacidad en España se debe, primordialmente, al envejecimiento de 

la población, además de la creciente prevalencia de Enfermedades No Trans- 

misibles y lesiones debidas a accidentes de tráfico. De los 4,5 millones de per- 

sonas con discapacidad residentes en hogares en España, un 60 % son 

mayores de 64 años, mientras que la población menor de 35 años supone 

apenas un 8 %. En términos demográficos, por tanto, los datos confirman que 

la relación entre discapacidad y edad es incontestable, y que la incidencia de 

la discapacidad se incrementa intensamente conforme avanza la edad 

(CERMI, 2023:115). 

Los procesos de envejecimiento o el logro de la edad avanzada presentan 

situaciones singulares o especificidades que también tiene consecuencias en 

el mundo digitalizado en el que vivimos. 
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Las nuevas tecnologías son un elemento que contribuye sustancialmente 

a la mejora de la calidad de vida, la autonomía y la seguridad de las personas 

con discapacidad mayores. Asimismo, actúan como un instrumento de parti- 

cipación activa que facilita su interacción con las entidades públicas y priva- 

das, así como en las relaciones interpersonales a través del ocio y la cultura. 

Aunque las formas tradicionales de entretenimiento e interacción social con- 

tinúan estando muy arraigadas entre las personas mayores en nuestra socie- 

dad, los medios digitales representan una oportunidad para combatir la 

soledad no deseada, un lastre que afecta de manera significativa a las perso- 

nas con discapacidad y que se agudiza en las fases de envejecimiento. 

Sin embargo, la intersección envejecimiento y discapacidad ocasiona es- 

pecíficas formas de discriminación y violaciones particulares en el contexto 

de las TIC, tanto a las personas mayores con discapacidad a quienes la dis- 

capacidad les hace presencia en edad avanzada, así como a las personas 

con discapacidad mayores que envejecen con la discapacidad originaria o ad- 

quirida. 

«Las personas de edad con discapacidad son discriminadas y desfa- 

vorecidas no solo porque tienen una discapacidad, sino también debido 

a los estereotipos sobre las personas de edad. Si bien algunas de las 

barreras que experimentan las personas con discapacidad en las pri- 

meras etapas de su vida siguen siendo las mismas o pueden verse exa- 

cerbadas en la vejez, las personas que adquieren una discapacidad a 

una edad avanzada es posible que tengan que hacer frente a esas ba- 

rreras por primera vez y estas se ven agravadas por otras relacionadas 

con la edad.» (Relatora Especial sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad, 2019, párr.7). 

La intersección entre capacitismo y edadismo contribuye a invisibilizar a 

este grupo poblacional en el consumo de las tecnologías. Se sigue conside- 

rando que las personas de edad con discapacidad y las personas con disca- 
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pacidad mayores son débiles y dependientes y que solo requieren protección 

y cuidados. Las ideas sobre las bajas expectativas de cuando se envejece 

con una discapacidad hacen presuponer que no merece la pena apoyar el uso 

y disfrute de las tecnologías digitales por parte de estas personas. 

«Las personas de edad con discapacidad a menudo son objeto de dis- 

criminación en el disfrute de los servicios y las prestaciones. Por ejem- 

plo, puesto que se considera que son incapaces de incorporar las 

nuevas tecnologías o adaptarse a ellas o no desean hacerlo, es posible 

que no se les ofrezca acceso en igualdad de condiciones a las tecnolo- 

gías de apoyo () Asimismo, tienen menos probabilidad de beneficiarse 

de iniciativas encaminadas a aprovechar su potencial, como la capaci- 

tación.» (Relatora Especial sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, 2019, párr. 42). 

Aunque apenas existe información específica sobre las necesidades digi- 

tales y la manera cómo afecta la brecha digital a las personas que están en- 

vejeciendo con una discapacidad, los datos generales apuntan a que no hay 

un buen maridaje entre las personas mayores y la tecnología. 

El informe Sociedad Digital en España 2023 revela que uno de los colecti- 

vos que más sufre la brecha de habilidades digitales es el de las personas 

mayores. 

«Aunque el uso del teléfono móvil está totalmente extendido entre los 

mayores de 65 años, tan solo tres cuartas partes de estos han utilizado 

internet en los últimos tres meses, y solamente el 60 % lo utilizan a dia- 

rio. La proporción de mayores de 65 años que compran online es mí- 

nima, apenas un 23 %, frente al 41 % de los que tienen edades 

comprendidas entre los 55 y los 64 años, y el 55 % de la media pobla- 

cional. Las personas mayores hacen un uso muy limitado de Internet, y 

el principal es la comunicación vía mensajería instantánea, tipo What- 



Consumidores con discapacidad frente a la brecha digital 

  94   

 

 

 

 
sApp, algo que realizan un 71 % de los mayores de 65 años, frente al 

91 % de la media de edades. Sin embargo, solamente el 45 % utilizan 

el correo electrónico (el 80 % de la media), solo el 47 % buscan infor- 

mación en la red (el 75 % de la media), el 54 % leen periódicos o revis- 

tas digitales (el 77 % de la media), y únicamente el 55 % llevan a cabo 

actividades de entretenimiento online, como escuchar música o ver pe- 

lículas o series (casi el 86 % en el caso de la media población).» (Fun- 

dación Telefónica, 2023:139-140). 

Del Informe citado se extrae la idea de que para las personas mayores el 

fenómeno de la digitalización supone todo un reto, ya que no han sido forma- 

dos en el lenguaje digital y, por lo tanto, su capacidad de autonomía se ve 

mermada cuando se enfrentan a la tecnología. A menudo, se ven desbordados 

por las dificultades que implica para ellos y desisten de su intento de acceder 

y usarlas, o directamente, ni lo intentan. Se convierten así en un colectivo vul- 

nerable ya que la tecnología representa una barrera para su desarrollo. 

Es de suponer que tanto para las personas mayores que por su edad avan- 

zada adquieren una discapacidad, así como las personas con discapacidad 

mayores que envejecen desde su situación de persona con discapacidad, la 

vulnerabilidad es más severa ya que en ellas concurren condiciones previas, 

sociales y económicas, que las coloca en una posición de extrema fragilidad 

en cuanto a su autonomía, participación social, acceso y ejercicio de derechos. 

A la problemática de falta de habilidades digitales, se suma la del acceso 

a las nuevas tecnologías y la accesibilidad de las propias tecnologías. 

La edad de los usuarios de las TIC origina la brecha digital generacional. 

Las estadísticas del informe Sociedad Digital en España 2023 muestran que 

el grupo etario de personas mayores es el más aislado de las tecnologías di- 

gitales, lo que da cuenta de una profunda brecha de la era digital. Aunque en 

España cada vez son más frecuentes los cursos de mejora de las competen- 
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cias digitales para personas mayores, la oferta es insuficiente para dotar de 

herramientas y recursos a todas estas generaciones para que se sientan par- 

tícipes de este nuevo escenario digital. Una situación que se agrava para las 

personas que residen en zonas rurales y poco pobladas, donde el acceso a 

estos cursos es reducido. 

La falta de habilidades digitales viene precedida a menudo por la ausencia 

de accesibilidad y el acceso a las tecnologías. Más allá de los esfuerzos de 

las personas mayores por incorporarse a la sociedad digital, es necesario que 

las tecnologías sean accesibles y estén adaptadas a sus capacidades y posi- 

bilidades. Asimismo, es indispensable tener en cuenta que no todas las per- 

sonas mayores con discapacidad tienen equipamiento tecnológico en casa 

debido al menor nivel de renta de la mayoría de personas con discapacidad 

en comparación con el resto de la población, al tiempo que afrontan más gas- 

tos derivados de su discapacidad. Además, si pueden y deciden adquirir y/o 

contratar el producto digital, a menos que alguien cercano les asesore, mu- 

chas personas se encuentran inermes sin el conocimiento necesario para 

tomar una decisión. 

La vulnerabilidad asociada al desfase generacional, el nivel sociocultural, 

las barreras de accesibilidad y en el acceso a las TIC, es lo que hace que las 

personas con discapacidad mayores y los mayores con discapacidad sean un 

colectivo especialmente protegido en el ámbito del consumo. Para asegurar 

su protección, esta es una población que se encuentra incluida dentro de los 

perfiles a los que más protección les presta la Ley 4/2022, de 25 de febrero, 

de protección de los consumidores y usuarios frente a situaciones de vulne- 

rabilidad social y económica. 

«En muchas ocasiones, factores que pueden estar asociados a la edad, 

como el estado de salud, el desfase generacional o el nivel sociocultural, 

influyen en la posibilidad de las personas mayores para desenvolverse 

como personas consumidoras en igualdad de condiciones, principal- 
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mente en la sociedad de la información actual. Además, las personas 

mayores enfrentan en ocasiones barreras relacionadas con la forma en 

que se genera o proporciona la información en las relaciones de con- 

sumo, incrementándose el riesgo de que puedan ser inducidas a error, 

así como barreras relacionadas con prejuicios y estereotipos asociados 

a la edad.» (Preámbulo Ley 4/2022, de 25 de febrero de protección de 

los consumidores y usuarios frente a situaciones de vulnerabilidad so- 

cial y económica). 

7. La brecha digital como barrera a la inclusión de la infancia y juven- 

tud con discapacidad 

En la era digital actual, Internet y las TIC están creando rápidamente nue- 

vos espacios sociales digitales y transformando las modalidades de reunión, 

comunicación e interacción. Esta evolución es especialmente importante para 

las nuevas generaciones de niños y niñas, que inician su vida utilizando am- 

pliamente nuevas tecnologías en sus relaciones, lo que afecta a todos los as- 

pectos de sus vidas. 

Los consumidores jóvenes constituyen una de las poblaciones de Internet 

de más rápido crecimiento. Este grupo de consumidores (de 10 a 15 años) 

pasa más tiempo en línea que los adultos y supera a todos los demás grupos 

de edad, convirtiéndose en los principales consumidores de contenido en el 

entorno digital gracias al uso de redes sociales, aplicaciones o plataformas a 

través de teléfonos inteligentes, ordenadores, tabletas y otros dispositivos co- 

nectados a Internet. 

En cifras concretas, en España, en los últimos dos años el porcentaje de 

niños y niñas entre 10 y 15 años que emplean el ordenador ha pasado del 90 

al 95 %, mientras que el 98 % usa Internet de forma habitual. Las niñas pre- 

sentan un mayor uso de ordenador y teléfono móvil, pero no de Internet. Los 

niños usuarios de ordenador ascienden al 92,9 %, algo por debajo de las niñas 
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que son el 93,2 %. Respecto al teléfono móvil, el 70,7 % de las niñas disponen 

de él frente al 68,4 % de los niños. Aunque, el uso de Internet es más frecuente 

en niños (95,4 %) que en niñas (94,5 %) (ONTSI, 2023:14). 

No cabe duda del importante cambio que Internet y los dispositivos vincu- 

lados a la conectividad tienen en el día a día de niños y jóvenes. Aunque la 

infancia es un grupo social particularmente sensible a esta revolución tecno- 

lógica, la niñez con discapacidad está expuesta a mayores índices de vulne- 

rabilidad y desventaja. 

Los beneficios que ofrecen las TIC para el aprendizaje, la participación y 

la inclusión social están todavía lejos de ser compartidos a plenitud por la niñez 

y juventud con discapacidad. Las tecnologías pueden constituir un factor de 

desigualdad y exclusión para la infancia con discapacidad, fundamentalmente, 

por dos razones. 

Primera. No incluir a los niños y niñas con discapacidad en el uso de las 

TIC y/o limitar su acceso (especialmente a Internet) supone dejarlas fuera de 

un mundo de oportunidades y estigmatizarla una vez más. La conectividad 

puede significar la diferencia entre la exclusión social y la igualdad de oportu- 

nidades para los niños y niñas que viven con discapacidad (UNICEF, 2017:11). 

El acceso a las TIC, concretamente a Internet, potencia el pleno cumplimiento 

de los derechos de la Convención de los Derechos del Niño y, al mismo 

tiempo, un acceso limitado propicia que se vulneren otros derechos de la Con- 

vención. Se debe, por tanto, atender tanto al acceso, como a la correcta utili- 

zación de la herramienta y al pleno aprovechamiento de sus oportunidades: 

los niños tienen derecho a acceder a información y conocimiento, a expresar 

sus opiniones y a ser escuchados. Internet les ofrece la posibilidad de disfrutar 

de estos derechos (UNICEF, 2018:57). Para beneficiar verdaderamente a los 

niños, especialmente a los más vulnerables, el proceso de diseño de los pro- 

ductos digitales debe comenzar por considerar las necesidades específicas 

de los niños, por ejemplo, utilizando los principios del Diseño Universal como 
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referencia (UNICEF, 2017:14). La Convención Internacional sobre los Dere- 

chos de las Personas con Discapacidad refuerza la obligación de promover la 

accesibilidad y la asequibilidad de estas tecnologías, precisamente para que 

sean elementos de cohesión y de participación (UNICEF, 2018:38). 

Segunda. El no comprender el contexto de las diferentes experiencias di- 

gitales de los niños, niñas y jóvenes con discapacidad puede acarrear una in- 

suficiente o indebida protección ante los múltiples riesgos en línea que les 

hace más susceptibles a la explotación, al abuso o a la trata. 

La realidad sobre la mayor vulnerabilidad de los niños y niñas con disca- 

pacidad a la violencia en sus diferentes formas y en los distintos contextos 

era conocida en nuestro país desde 2011, cuando un estudio realizado por el 

Gobierno de España llegaba a la conclusión de que «los menores que tienen 

alguna discapacidad sufren mayores tasas de maltrato (23,08 %) frente a los 

menores que no presentan ninguna (3,87 %). Por tanto, el hecho de presentar 

una discapacidad es un factor que incrementa muchísimo el riesgo de mal- 

trato» (Ministerio Sanidad, Políticas Sociales e Igualdad, 2011). 

La parquedad de datos fiables existentes en esa época sobre magnitud, 

formas y características de la violencia contra los niños y niñas con discapa- 

cidad llevó al Comité de Derechos de las Personas con Discapacidad en las 

Observaciones Finales de su primer examen a España, publicadas el 19 de 

octubre de 201118, a recomendar al Estado español a que, de manera siste- 

mática, recopilara, analizara y difundiera datos desglosados por sexo, edad y 

discapacidad sobre los malos tratos y la violencia de que fueran objeto los 

 

18 Naciones Unidas Comité de Derechos sobre las Personas con Discapacidad, Observaciones Fi- 

nales a España, de 19 de octubre de 2011, tras el examen por parte del Comité sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad conforme al art. 35 de la Convención sobre los derechos de las 

personas con Discapacidad. Parágrafo 23 relativo al artículo siete de la CDPD. Disponible en web: 

https://www.refworld.org/es/pol/obspais/crpd/2011/es/103008 

https://www.refworld.org/es/pol/obspais/crpd/2011/es/103008
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niños y niñas con discapacidad —incluido en el contexto en línea—. Sin em- 

bargo, ese estudio detallado para recabar, analizar y difundir datos sobre la 

violencia contra la niñez con discapacidad sigue siendo una tarea pendiente, 

y a día de hoy, es imposible conocer la exacta magnitud de tal flagelo. 

Según la última información estadística disponible (EDAD 2020, presen- 

tada en abril de 2022), en España hay 106.300 personas de entre seis y quince 

años que presentan alguna discapacidad, 70.300 niños y 36.000 niñas. No 

obstante, existe un vacío sobre el perfil estadístico relativo a la violencia de la 

niñez con discapacidad y, concretamente, a la ciberviolencia que sufre esta 

población. 

Tampoco abunda la investigación científica nacional sobre la infancia con 

discapacidad que permita obtener un conocimiento preciso de cuál es la si- 

tuación de estos niños y niñas en el contexto digital. Existen algunos estudios 

generales sobre el ciberacoso19 o ciberbullying que arrojan algunos datos 

sobre la mayor incidencia de acoso escolar en población con discapacidad. 

«Casi la cuarta parte del alumnado con discapacidad en España que 

ha experimentado ciberbullying, lo ha hecho a través de la recepción 

de comentarios desagradables. Un 13,5 % de los casos afirma haber 

sido objeto de la publicación de rumores, y menos de un 10 % del alum- 

nado sostiene haberlo sufrido a través de difusión o envío de informa- 

ción privada, o difusión de fotos y vídeos. En cuanto a las redes en las 

que se produce el ciberacoso lo hace fundamentalmente a través de al- 

guna/as de las siguientes redes sociales, en esta proporción: WhatsApp 

 

19 El ciberacoso es una forma de acoso psicológico o sexual que tiene lugar en Internet. Algunos 

ejemplos de ciberacoso son la publicación o el envío de mensajes, imágenes o videos con el objetivo 

de acosar, amenazar o atacar a otra persona a través de diversos medios y plataformas de redes 

sociales. También puede incluir la difusión de rumores, la publicación de información falsa, mensajes 

hirientes o fotos o comentarios embarazosos, o la exclusión de alguien de las redes en línea o de 

otras comunicaciones (UNESCO, 2021:15). 
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(18,8 %), Facebook (10,3 %), Instagram (6,2 %), Twitter (2,6 %), You- 

Tube (2 %), Snapchat (0,7 %) y otra (10,9 %). La causa principal por la 

que los/as alumnos/as con discapacidad y sus familiares creen haber 

sufrido la experiencia de acoso y/o ciberacoso es fundamentalmente 

por el hecho de: “Ser diferente o tener una discapacidad” (80,3 %), 

apuntando otros factores secundarios como: “Para molestarme” (51,1 %) 

y “Por mi aspecto físico” (37,4 %).» (De Pinedo Extremera et al., 

2019:72-73). 

Además de no tener acceso a Internet ni a dispositivos, muchos menores 

con discapacidad tampoco tienen algún tipo de conocimiento sobre la seguri- 

dad en línea y cómo protegerse en el entorno digital, lo que les hace extrema- 

damente vulnerables. 

«La tecnología digital y la interactividad también plantean riesgos im- 

portantes para la seguridad, la privacidad y el bienestar de los niños, 

aumentan las amenazas y los daños que muchos niños ya confrontan 

fuera de línea y hacen que los niños ya vulnerables lo sean más aún.» 

(UNICEF, 2017:8). 

Los niños, niñas y adolescentes con discapacidad intelectual son quienes 

presentan una mayor desigualdad a la hora de acceder a un entorno digital y 

también una mayor vulnerabilidad ante el abuso y el maltrato que pueda pro- 

ducirse a través de los medios digitales. 

«Los niños, niñas y jóvenes con discapacidad intelectual, son más pro- 

pensos a sufrir ciberviolencia que aquellos sin discapacidad.» 

(UNESCO, 2021:4). 

«Las nuevas tecnologías cada vez juegan un papel más importante en 

la exclusión social a las personas con Trastorno del Espectro Autista 

(TEA)» (Hernández Rodríguez, 2017). 
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La Observación número 13 del Comité de los Derechos del Niño sobre el 

Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia, recoge en su 

apartado 31 los distintos modos de violencia de las que pueden ser víctimas 

todos los niños través de las TIC: 

«a) Los abusos sexuales cometidos contra niños para producir imáge- 

nes y grabaciones sonoras de abusos a niños a través de Internet y 

otras TIC; 

b) El hecho de tomar, retocar, permitir que se tomen, distribuir, mostrar, 

poseer o publicitar fotografías o seudofotografías (morphing) y vídeos 

indecentes de niños, o en los que se haga burla de un niño o una clase 

de niños; 

c) La utilización de las TIC por los niños: 

i) En condición de receptores de información, los niños pueden estar 

expuestos a publicidad, correo electrónico no deseado, patrocinios, in- 

formación personal y contenidos agresivos, violentos, de incitación al 

odio, tendenciosos, racistas, pornográficos, desagradables y/o engaño- 

sos que son o pueden ser perjudiciales; 

ii) Los niños que mantienen contactos con otros niños a través de TIC 

pueden ser objeto de intimidación, hostigamiento o acoso (utilización 

de métodos para atraer a los niños con fines sexuales) y/o coacción, 

ser engañados o persuadidos a citarse personalmente con extraños o 

ser “captados” para hacerlos participar en actividades sexuales y/u ob- 

tener de ellos información personal; 

iii) En condición de agentes, los niños pueden intimidar u hostigar a 

otros, jugar a juegos que afecten negativamente a su desarrollo psico- 

lógico, crear y publicar material sexual inapropiado, dar información o 

consejos equivocados y/o realizar descargas y ataques terrorista.» (Co- 

mité de los Derechos del Niño, 2011: párr.31) 

Aunque Internet y las ofertas de ocio digital han estimulado una enorme 

creatividad y ampliado el acceso de los niños y niñas a una gran cantidad de 
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contenido enriquecedor y entretenido, también se han ampliado las platafor- 

mas para la libre expresión de ideas que han agravado la propagación de un 

discurso de odio y de otros contenidos negativos que pueden moldear la visión 

que los niños tienen tanto del mundo como de sí mismos (UNICEF, 2017:9). 

El Informe sobre Delitos de Odio en España del año 2022 registró 23 casos 

por motivo de discapacidad, de los cuales 2 tenían como víctimas a hombres 

menores de edad. Del total de casos registrados, 6 correspondían a delitos 

de odio cometidos a través de Internet y redes sociales (Ministerio del Interior, 

2022: 27 y 34, respectivamente). 

8. El impacto de la brecha digital en los derechos de las personas con 

discapacidad como consumidoras 

El avance de las TIC implica un cambio significativo en la manera en que 

los consumidores establecen sus relaciones contractuales en el ámbito del 

comercio y el mercado. Internet, los medios electrónicos y las plataformas di- 

gitales, se convirtieron en la herramienta para el intercambio de productos y 

servicios entre las personas. Sin embargo, la brecha digital supone una ba- 

rrera que deja al consumidor con discapacidad expuesto a abusos y daños 

por la asimetría de la relación de consumo, donde es la parte débil. De manera 

recurrente es el consumidor con discapacidad quien debe afrontar las conse- 

cuencias del desequilibrio debido a los factores implicados en la brecha digital 

expuestos anteriormente, y que afectan directamente a la protección de sus 

derechos fundamentales y a sus derechos como consumidores digitales. 

La normativa vigente de consumo, esto es, el Texto Refundido de la Ley 

General para la Defensa de Consumidores y Usuarios, aprobado por Real De- 

creto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, en su artículo 8 estipula seis 

derechos básicos de los consumidores y usuarios: 1) La protección contra los 

riesgos que puedan afectar a su salud o seguridad; 2) La protección de sus 

legítimos intereses económicos y sociales; en particular frente a las prácticas 



La protección de las personas consumidoras vulnerables con... 

 103 

 

 

 
 

comerciales desleales y la inclusión de cláusulas abusivas en los contratos; 

3) La indemnización de los daños y la reparación de los perjuicios sufridos; 4) 

La información correcta sobre los diferentes bienes o servicios y la educación 

y divulgación para facilitar el conocimiento sobre su adecuado uso, consumo 

o disfrute; 5) La audiencia en consulta, la participación en el procedimiento de 

elaboración de las disposiciones generales que les afectan directamente y la 

representación de sus intereses, a través de las asociaciones, agrupaciones, 

federaciones o confederaciones de consumidores y usuarios legalmente cons- 

tituidas; 6) La protección de sus derechos mediante procedimientos eficaces, 

en especial relación con las personas consumidoras vulnerables. 

Más allá de los derechos básicos, existen otros derechos de los consumi- 

dores en el contexto digital. En este sentido, la Carta de Derechos Digitales 

adoptada en 2021 que, sin carácter normativo, ofrece un marco de referencia 

para garantizar los derechos de las personas consumidoras a la nueva reali- 

dad digital. Se trata de un conjunto de principios y derechos para guiar futuros 

proyectos normativos y el desarrollo de las políticas públicas de manera que 

se garantice la protección de los derechos individuales y colectivos en los nue- 

vos escenarios digitales: Derecho a la libertad, derecho a la dignidad, derechos 

de participación y de conformación de espacio público, derecho a la protección 

de datos, derecho a la igualdad y No discriminación. 

A continuación, se describen los impactos que ocasiona en las personas 

con discapacidad la inequidad digital para acceder, disfrutar y garantizar de 

forma equitativa, digna y en igualdad de oportunidades a los derechos reco- 

gidos en los textos aludidos anteriormente. 

• Derecho a la protección y seguridad: Derecho a que los productos y 

servicios no causen daño en condiciones normales de uso y a la pro- 

tección contra las consecuencias nocivas para la salud física y mental, 

la vida o la integridad de los consumidores. En el contexto digital tiene 

especial relevancia la protección de los menores para que personas 
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progenitoras, tutoras, curadoras, representantes legales o personas que 

presten apoyo para el ejercicio de la capacidad jurídica, velen porque 

las personas menores de edad hagan un uso equilibrado de entornos 

digitales, garanticen el adecuado desarrollo de su personalidad y pre- 

serven su dignidad y derechos fundamentales. 

Impacto de la Brecha Digital:: Las personas con discapacidad, espe- 

cialmente, las personas con discapacidad mayores y mayores con dis- 

capacidad, las mujeres y la niñez y juventud con discapacidad, están 

expuestos a sufrir mayores riesgos en el contexto digital que oscilan 

entre las amenazas a la protección de los datos personales y la priva- 

cidad, engaños, estafas, fraudes, el acoso y el ciberacoso, los conteni- 

dos en línea perjudiciales, violencia, seducción con fines sexuales y 

abuso y explotación sexual. 

• Derecho a recibir información: Obtener información completa, veraz, 

transparente, oportuna, verificable, accesible y comprensible, precisa e 

idónea respecto de los productos que se ofrezcan o se pongan en cir- 

culación, así como sobre los riesgos que puedan derivarse de su con- 

sumo o utilización. 

Impacto de la Brecha Digital: Las deficiencias de accesibilidad y usabi- 

lidad de las Webs y aplicaciones constituyen barreras para que las per- 

sonas con discapacidad puedan ejercer el derecho a recibir información. 

Una situación que afecta especialmente a las personas con dificultades 

de comprensión/discapacidad intelectual o del desarrollo poniendo en 

evidencia que los proveedores de bienes y servicios no tienen en cuenta 

la heterogeneidad de la comunidad de personas con discapacidad. Asi- 

mismo, las personas con discapacidad encuentran dificultades para ad- 

quirir las competencias y habilidades necesarias para desempeñarse 

en la sociedad de la información, entre las que se encuentran las com- 

petencias para buscar, analizar, evaluar y seleccionar la información 

para reconocer su confiabilidad y relevancia. 
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Etiquetado y presentación de los bienes y servicios 

 
Una de las obligaciones específicas para la protección de la salud y 

seguridad de los consumidores y usuarios que determina la Ley Ge- 

neral para la Defensa de los Consumidores y Usuarios es que los 

reglamentos reguladores de los diferentes bienes y servicios deter- 

minarán, entre otros aspectos, las reglas específicas sobre etique- 

tado, presentación y publicidad (artículo 14 d)). Aunque la nueva ley 

4/2022, de 25 de febrero, de protección de los consumidores y usua- 

rios frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica, incluye 

el etiquetado inclusivo, con especial mención a la obligación del eti- 

quetado braille en los bienes y productos de consumo para reforzar 

la protección de las personas con discapacidad en su condición de 

consumidoras vulnerables, hasta la fecha no se ha aprobado el re- 

glamento regulador de dicho etiquetado. 

• Derecho a recibir productos de calidad e idóneos: Implica recibir el 

producto de conformidad con las condiciones que establece la garantía 

legal, las que se ofrezcan y las habituales del mercado. 

Impacto de la Brecha Digital: Los defectos de los productos y servicios 

no son indiferentes al consumidor y usuario con discapacidad, pues los 

daños que generan pueden afectar su vida y su integridad física, mental 

y emocional. Si el consumidor con discapacidad por ausencia de acce- 

sibilidad no entiende las características del bien o servicio (sus cualida- 

des, composición, cantidad…) así como los términos y condiciones de 

la relación contractual, no puede conocer de antemano qué está adqui- 

riendo, a qué se está comprometiendo y cuáles son los términos y con- 

diciones bajo las cuales se va a regir la relación de consumo. 

• Derecho a la educación: Los ciudadanos tienen derecho a recibir edu- 

cación sobre los derechos de los consumidores, formas de hacer efec- 

tivos sus derechos y demás materias relacionadas. 
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Impacto de la Brecha Digital: Los menores niveles de competencias y 

habilidades tecnológicas (tanto instrumentales como de uso y aprove- 

chamiento) de las personas con discapacidad también se traducen en 

mayores dificultades para conocer los mecanismos de protección de 

sus derechos como consumidores y las formas de hacerlos efectivos. 

• Derecho de elección: Evaluar la información que le proporciona el pro- 

veedor del producto y elegir libremente el que requiera y satisfaga. 

Impacto de la Brecha Digital: Los determinantes de la brecha digital 

también conllevan a que las personas con discapacidad tengan mayor 

dificultad para comprar, elegir o acceder a productos adecuados. No 

solo la falta de accesibilidad y las competencias digitales para poder 

evaluar la información sobre el bien o servicio, sino también, factores 

como la renta, el empleo o la educación financiera afectan la vulnera- 

bilidad económica de gran parte de los consumidores con discapacidad 

para que incluso puedan llegar a comparar ofertas de proveedores. 

• Derecho a la protección contractual y ante prácticas comerciales: Ser 

protegido contra cláusulas abusivas y contra prácticas comerciales des- 

leales y publicidad engañosa. 

Impacto de la Brecha Digital: La experiencia de vulnerabilidad de las 

personas con discapacidad provoca una mayor exposición a riesgos de 

resultados negativos en las relaciones de consumo. Las personas con 

discapacidad mayores, así como las personas con discapacidad inte- 

lectual o del desarrollo, son más susceptibles a abusos, fraudes, estafas 

y engaños por el uso de malas técnicas de comercialización o determi- 

nadas prácticas de mercadotecnia. 

• Derecho a la reclamación: Reclamar directamente ante el productor, 

proveedor o prestador y obtener reparación integral, oportuna y ade- 
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cuada de todos los daños y perjuicios sufridos, así como tener acceso 

a las autoridades judiciales o administrativas para el mismo propósito. 

Impacto de la Brecha Digital: Los consumidores con discapacidad, en 

su gran mayoría, poseen escasa información sobre sus derechos y des- 

conocen a quién acudir en caso de un conflicto de consumo. La falta 

de accesibilidad tecnológica determina la imposibilidad o dificultad para 

emprender acciones de reclamación o protección de los derechos como 

consumidor. Estos problemas de accesibilidad se extienden a lo largo 

de todo el proceso o procedimiento en el caso de no llevarse a cabo las 

adaptaciones y apoyos técnicos y de comunicación para garantizar el 

acceso a la justicia (autoridad judicial o administrativa) de las personas 

con discapacidad. Además, la desigualdad en competencias digitales 

de las personas con discapacidad conlleva a menores habilidades para 

proteger los propios intereses. Por último, y aunque en el plano formal 

se reconocen los derechos de las personas con discapacidad como 

consumidoras y usuarias, el desconocimiento (por parte de los provee- 

dores y autoridades ante quienes se reclama) sobre la experiencia de 

vivir con discapacidad, así como la falta de conciencia y la persistencia 

de un imaginario capacitista, coloca a estas personas en una posición 

de desigualdad para defender sus derechos, reclamar y obtener repa- 

raciones efectivas en el ámbito de consumo. 

• Derecho a la participación: Los consumidores tienen el derecho de or- 

ganizarse y asociarse para proteger sus derechos e intereses, elegir a 

sus representantes, participar y ser oídos por quienes cumplan funcio- 

nes públicas en el estudio de las decisiones legales y administrativas 

que les conciernen, así como a obtener respuesta a sus peticiones. 

Impacto de la Brecha Digital: En una sociedad dinámica, altamente tec- 

nológica, centrada en la información, el conocimiento y la comunicación, 

las personas con discapacidad tienen menos oportunidades de partici- 

pación por medios digitales en los procesos de adopción de decisiones 
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debido a las deficiencias de accesibilidad y a la limitada visibilidad y voz 

que se da a estos consumidores. 

• Derecho a ser representados: Para la solución de las reclamaciones 

sobre consumo de bienes y servicios, los consumidores tienen el dere- 

cho a que sus intereses sean representados a través de las asociacio- 

nes de consumidores y usuarios legalmente constituidas. 

Impacto de la Brecha Digital: En el ámbito de consumo es reciente la 

importancia que se la ha concedido al movimiento de los derechos de 

las personas con discapacidad, lo que puede explicar la limitada com- 

prensión del enfoque de derechos en el que se fundamenta actualmente 

la discapacidad, así como la pertinaz relación de este fenómeno con 

ciertos ideas y creencias. Si bien el asociacionismo en el contexto de 

consumo expresa conformidad moral con la legitimidad de los derechos 

de las personas con discapacidad, es necesario materializarla con com- 

promisos y esfuerzos concretos para lograr un verdadero consumo in- 

clusivo. 

• Derecho a un trato digno: obligación de los proveedores de asegurar 

un trato digno y respetuoso hacia los consumidores y usuarios en el en- 

torno digital. Esto significa que los proveedores deben brindar condicio- 

nes de atención que respeten la dignidad de las personas, siguiendo 

los principios establecidos en los tratados de derechos humanos. Ade- 

más, los proveedores tienen la obligación de evitar comportamientos 

que coloquen a los consumidores en situaciones humillantes, degra- 

dantes o intimidatorias. 

Impacto de la Brecha Digital: Cualquier tecnología encuentra su límite 

intraspasable en la garantía de la dignidad humana y el respeto de los 

derechos fundamentales. Sin embargo, los riesgos que conllevan ma- 
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terias como la Inteligencia Artificial o las neurotecnologías para las per- 

sonas con discapacidad con datos, programas o informaciones incom- 

pletas o sesgados podría estar poniendo en peligro sus derechos y su 

irrenunciable dignidad. 

• Derecho de igualdad y a la no discriminación: Asegura el derecho de 

acceso a Internet y el derecho de accesibilidad universal en el entorno 

digital. Además, promueve el fomento del acceso a todos los colectivos 

y la promoción de políticas públicas para eliminar brechas de acceso al 

entorno digital. 

Impacto de la Brecha Digital: A la luz de los datos expuestos en este 

estudio, el derecho de igualdad y no discriminación en el contexto tec- 

nológico no se está cumpliendo para esta población. 

• Derecho a la protección de datos: Toda persona tiene derecho a la 

protección de los datos de carácter personal que le conciernan. Estos 

datos serán tratados respetando los principios de licitud, lealtad, trans- 

parencia, minimización, integridad, confidencialidad y limitación por la 

finalidad y plazo de conservación, con base en las garantías de su pro- 

tección desde el diseño y por defecto. 

Impacto de la Brecha Digital:Este derecho también incluye los derechos 

digitales en el empleo de las neurotecnologías, entre otras cuestiones, 

garantizar el control de cada persona sobre su propia identidad, asegu- 

rar la confidencialidad y asegurar que las decisiones y procesos basa- 

dos en estas tecnologías no sean condicionados por el suministro de 

datos. La violación del derecho a la protección de los datos de carácter 

personal de las personas con discapacidad puede dar lugar a situacio- 

nes de discriminación. 
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CAPÍTULO III. PREVENCIÓN E INTERVENCIÓN NECESARIA PARA CE- 
RRAR LA BRECHA DIGITAL DE LAS PERSONAS CONSUMIDORAS CON 
DISCAPACIDAD 

1. Posición de las organizaciones de defensa de los consumidores y usua- 

rios, con especial referencia a la OCU, ante la brecha digital y sus repercusio- 

nes en las personas consumidoras vulnerables. 

2. Acción del Movimiento CERMI en materia de consumo: incidencia y de- 

fensa. 

3. Las alianzas imprescindibles en la lucha contra la brecha digital como 

barrera a un consumo inclusivo. 

4. Recomendaciones y propuestas de acción dirigidas a responsables po- 

líticos, organizaciones de consumidores, tercer sector, empresas privadas. 

• 1. Comprender la vulnerabilidad 

• 2. Enfoque de consumo inclusivo basado en los derechos humanos 

• 3. Datos desagregados 

• 4. Accesibilidad 

• 5. Tecnocapacitismo 

• 6. Enfoque de género e interseccionalidad 

• 7. Diversidad de la discapacidad 

• 8. Alianzas multiactor 
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1. Posición de las organizaciones de defensa de los consumidores y 

usuarios, con especial referencia a la OCU, ante la brecha digital y sus 

repercusiones en las personas consumidoras vulnerables 

En el engranaje del sistema de protección de las personas consumidoras 

y, por imperativo legal, las asociaciones de consumidores y usuarios tienen 

un papel fundamental en la sociedad, ya que ofrecen información, asesora- 

miento, formación y educación sobre sus derechos y obligaciones, y trabajan 

para garantizar que los proveedores de bienes y servicios cumplan con las 

normas y regulaciones en materia de protección al consumidor. 

En una sociedad hipertecnologizada como la actual, las organizaciones de 

defensa de los consumidores y usuarios se muestran cada vez más preocu- 

pados por la protección de los consumidores relegados y excluidos por la di- 

gitalización. Como se ha puesto de manifiesto, las personas consumidoras 

vulnerables, entre las que se cuentan las personas con discapacidad, son las 

que mayores dificultades de acceso, uso y aprovechamiento tienen debido a 

la carencia de recursos tecnológicos, redes sociales y familiares, o competen- 

cias y habilidades digitales. Los derechos de estos consumidores están siendo 

vulnerados y las organizaciones están tomando conciencia sobre las barreras 

tecnológicas que les impiden ejercerlos de manera libre y en igualdad de con- 

diciones. 

Para paliar la brecha digital que tanto afecta a determinados grupos socia- 

les, las organizaciones de consumidores y usuarios se están implicando pro- 

gresivamente mediante un enfoque proactivo, que combina una serie de 

medidas que apuntan a los consumidores, los proveedores y la sociedad en 

general. 

Así, emprenden labores de formación para asegurar la alfabetización digital 

de los consumidores y usuarios, de modo que éstos se adapten al uso de las 

tecnologías y conozcan sus derechos y la forma de ejercerlos. 
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Las organizaciones también ejercen un rol importante a la hora de informar, 

divulgar y educar sobre los desafíos que supone la brecha digital para los con- 

sumidores vulnerables y la necesidad de eliminar las barreras digitales. Ge- 

neran conocimiento a través de informes e investigaciones y desarrollan 

acciones de concienciación social, creación de opinión y alfabetización me- 

diática e informacional mediante foros, jornadas, debates, etcétera. 

Además, trabajan para que las empresas/proveedores reciban orientación 

sobre cómo cumplir la legislación de protección del consumidor (general y es- 

pecífica sobre servicios de la sociedad de la información) y adopten medidas 

concretas para mejorar su cumplimiento. 

Asimismo, ejercen una función de seguimiento y control de anuncios y con- 

tenidos ilícitos en todo tipo de medios y soportes. Esta es una labor de vigi- 

lancia que tiene una enorme utilidad preventiva. 

Las acciones, movilizaciones y campañas para que los consumidores co- 

nozcan los riesgos digitales (ciberseguridad, violencia digital, riesgo de la 

fuerza laboral, privacidad de datos, entre otros) y saber cómo actuar frente a 

ellos, resultan clave para prevenir cualquier situación que vulnere la integridad 

de estas personas en los entornos digitales. 

En el contexto más amplio del derecho de los consumidores al acceso a la 

justicia, las asociaciones mejoran el bienestar de los consumidores, fortale- 

ciendo el acceso de éstos a la solución de controversias y a la compensación. 

Además del apoyo en las reclamaciones/denuncias de tipo individual, las de 

tipo colectivo están demostrando una influencia, tanto en la mejora de los com- 

portamientos y prácticas comerciales de las empresas, como en una interven- 

ción mayor de las administraciones públicas que se reflejan en cambios 

normativos para proteger a los consumidores en situación de vulnerabilidad y 

mayores sanciones a las infracciones que se cometan por las empresas. 
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Dentro de las organizaciones de defensa de los consumidores y usuarios 

que se han comprometido con la reducción de la brecha digital que sufren los 

consumidores vulnerables destaca la Organización de Consumidores y Usua- 

rios, OCU. 

OCU es la mayor organización de consumidores de España. Desde su na- 

cimiento, en 1975, ha logrado hitos importantes para una sociedad de con- 

sumo más madura, mejor informada e inclusiva. Uno de ellos es la 

incorporación de la definición de consumidor vulnerable en la Ley de Defensa 

de los Consumidores, como primer paso para aumentar la protección de quie- 

nes más lo necesitan. 

En los últimos años, ha puesto en marcha varios proyectos con el fin de 

combatir los efectos de la brecha digital en aquellos colectivos expuestos a 

una situación de especial vulnerabilidad para defender sus derechos y hacer 

valer sus intereses. 

Uno de estos proyectos, fruto de la alianza con el Comité Español de Re- 

presentantes de Personas con Discapacidad, CERMI, tiene como finalidad re- 

ducir la brecha digital en el ámbito de consumo y asegurar un acceso 

equitativo a las tecnologías para todas las personas con discapacidad. 

Este proyecto pionero que promueve tecnologías más accesibles e inclu- 

sivas engloba múltiples acciones: 

• Formación avanzada, con seminarios presenciales y digitales, para me- 

jorar la capacitación digital de los ciudadanos con discapacidad. 

• Investigación en protección del consumidor. Con este fin, se llevarán a 

cabo estudios para comprender y abordar los desafíos a los que se en- 

frentan los consumidores vulnerables ante la brecha digital. 
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• Campañas de concienciación en las redes sociales y medios digitales, 

para sensibilizar sobre la importancia de reducir la brecha digital en el 

ámbito de consumo. 

• Incidencia política a través de propuestas normativas y de políticas pú- 

blicas para garantizar la igualdad de acceso a la tecnología para las 

personas con discapacidad. 

• Acciones específicas para abordar los efectos de la brecha digital en 

mujeres y niñas con discapacidad. 

• Defensa de derechos y lucha contra cualquier forma de discriminación 

en el uso de tecnologías por parte de las personas con discapacidad, 

prestando especial atención al enfoque de género, combatiendo la dis- 

criminación en el acceso y uso de tecnologías por parte de mujeres y 

niñas con discapacidad, madres y cuidadoras de personas con disca- 

pacidad. 

2. Acción del Movimiento CERMI en materia de consumo: incidencia 

y defensa 

El CERMI es el mayor exponente del movimiento social de la discapacidad 

para la incidencia, la representación y la interlocución políticas. El tejido aso- 

ciativo español de la discapacidad ha cobrado gran visibilidad y se ha conver- 

tido en sujeto activo de la acción política en defensa de los derechos e 

intereses de las personas con discapacidad tanto colectiva como individual- 

mente. 

El profundo nivel de pericia y experiencia del movimiento CERMI ha hecho 

posible la incorporación de la discapacidad en la agenda política y legislativa 

del país, así como la exigencia de la responsabilidad pública en cuanto a la 

satisfacción de las necesidades de la población con discapacidad. 
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En materia de consumo, el CERMI ha sido precursor en llegar a las ins- 

tancias política y legislativa para plantear y desplegar la agenda de la disca- 

pacidad para que logre visibilidad y atención. A fin de conseguir un consumo 

más accesible e inclusivo, la acción del movimiento CERMI se enmarca en un 

enfoque de derechos que obliga la Convención Internacional sobre los Dere- 

chos de las Personas con Discapacidad, y se centra en desarrollar una pers- 

pectiva de inclusión, sostenibilidad, accesibilidad, empoderamiento de las 

personas con discapacidad y sus familias, y atención a la interseccionalidad, 

especialmente, la de género. 

La intervención del CERMI ante los poderes públicos ha logrado importan- 

tes avances en materia de protección de las personas con discapacidad en 

su dimensión de consumidoras: 

• Con la aprobación de la Ley 4/2022, de 25 de febrero, de Protección 

de los Consumidores y Usuarios frente a situaciones de Vulnerabilidad 

Social y Económica, se han conseguido cambios relevantes favorables 

a las personas con discapacidad: 

o La Ley establece normativamente el concepto de consumidor vul- 

nerable, categoría en la que se incluyen expresamente a las perso- 

nas con discapacidad, lo que garantiza que se les proporcionen 

mecanismos suficientes para su protección, seguridad e integridad. 

o Se recoge por primera vez en el ordenamiento jurídico el etiquetado 

inclusivo, mediante la inserción del etiquetado en alfabeto braille a 

productos de consumo. 

o Las personas con discapacidad aparecen como destinatarias, junto 

a las personas mayores, de las nuevas medidas establecidas en 

favor de la inclusión financiera, para eliminar la discriminación que 

sufren estos grupos en el acceso a este tipo de servicios, en espe- 

cial, a los bancarios. 
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o Refuerza la accesibilidad universal, ya que regula, como uno de los 

derechos básicos de los consumidores y usuarios, que la informa- 

ción sobre los diferentes bienes o servicios se haga en formatos que 

garanticen su accesibilidad y, además, exige la «accesibilidad y le- 

gibilidad de los contratos». 

o La norma ha puesto en valor la incidencia política del CERMI y su 

influencia en los procesos de toma de decisiones para que se tengan 

en cuenta y se satisfagan las necesidades y demandas de la pobla- 

ción con discapacidad como consumidoras. 

• El Real Decreto 193/2023, del 21 de marzo, por el que se regulan las 

condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las perso- 

nas con discapacidad para el acceso y utilización de los bienes y servi- 

cios a disposición del público, es otro logro del movimiento CERMI para 

la consecución de un consumo más accesible e inclusivo. 

• Con el objeto de que se implante una real y efectiva política de consumo 

inclusivo, el CERMI está desplegando una labor de incidencia política 

para que el Proyecto de Ley por el que se regulan los servicios de aten- 

ción a la clientela, actualmente en fase de debate parlamentario, se 

apruebe con el preceptivo enfoque de derechos que incorpora el tratado 

internacional de derechos humanos de la discapacidad. Las propuestas 

del CERMI se centran en incluir en el proyecto de Ley: 

o El mandato de accesibilidad universal como requisito de obligado 

cumplimiento para los servicios de atención a la clientela (en lo que 

se refiere a su diseño, funcionamiento, modo de interacción, infor- 

mación y espacio de denuncias, reclamaciones y quejas). 

o El carácter inclusivo de los servicios de atención a la clientela, que 

debe garantizar a las personas con discapacidad y mayores el de- 
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recho a acceder a los servicios de atención a la clientela en igualdad 

de condiciones que las demás personas. Asimismo, la posibilidad 

de elección del formato de comunicación con los SAC en función de 

las necesidades por razón de discapacidad. Esta elección se debe 

extender también a la necesidad de que las empresas ofrezcan la 

atención presencial al cliente, así como la atención por parte de una 

persona humana, en el caso de que la persona consumidora así lo 

requiera. 

o Obligada formación de las personas encargadas del servicio sobre 

atención a las personas con discapacidad y la alianza permanente 

con las organizaciones representativas de personas con discapaci- 

dad y sus familias como elemento garante del buen funcionamiento 

de estos servicios. 

Más allá de la participación del movimiento CERMI en la elaboración y apli- 

cación de políticas y normas en el ámbito de consumo, su buen hacer, su di- 

latada experiencia y absoluta comprensión de las necesidades de las 

personas con discapacidad como consumidoras, lo convierten en un actor es- 

tratégico por derecho propio para la movilización de alianzas y redes que ge- 

neren repercusiones de gran alcance en el cierre de la brecha digital y avances 

en los objetivos de un consumo inclusivo y accesible. 

3. Las alianzas imprescindibles en la lucha contra la brecha digital 

como barrera a un consumo inclusivo 

En la consolidación de un consumo más inclusivo, uno de los principales 

desafíos a resolver es la eliminación de la brecha digital. Para ello, es indis- 

pensable adoptar un enfoque sólido y audaz de alianzas multiactor que per- 

mita generar espacios de conversación, debate e intercambio de ideas y 

experiencias para identificar estrategias y encontrar maneras de desarrollarlas 

rápidamente. 
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Extraída de los discursos globales de desarrollo, las alianzas multiactor re- 

miten a un esquema de cooperación voluntaria de carácter horizontal, que 

surge entre el sector público, la empresa privada, la sociedad civil y otros ac- 

tores, con el fin de desarrollar iniciativas que contribuyan al desarrollo soste- 

nible, permitiéndoles compartir responsabilidades, beneficios, riesgos y 

resultados. 

Tejer alianzas estratégicas es un llamado al trabajo unificado que tras- 

cienda acciones independientes y aisladas, para cocrear soluciones que per- 

mitan reducir la brecha digital y contribuir a la tarea de construir un consumo 

inclusivo. 

Las relaciones de cooperación, con el objeto de acelerar el cierre de la bre- 

cha digital como barrera a un consumo inclusivo, reportan varios beneficios: 

• El concierto de múltiples actores por medio de recursos, experiencia y 

capacidades es esencial para transversalizar la discapacidad en las 

agendas de los diversos actores sociales y públicos en materia de con- 

sumo, y permitirá encontrar formas innovadoras y eficientes de abordar 

otras problemáticas de la población con discapacidad en este ámbito. 

• Permite a todos los actores planificar de manera coordinada la dirección 

de sus acciones con mayor capacidad y libertad de incidencia política, 

social y económica, trabajando al mismo nivel, a la vez que permite 

compartir responsabilidad y control en cuanto al cumplimiento de lo que 

se haya acordado. 

• Tienen potencial para crear conciencia y aprendizaje mutuo sobre la 

discapacidad desde una perspectiva de derechos, dando así un impulso 

al consumo inclusivo y sostenible. 
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Actores públicos 

 
El enfoque inclusivo debe impregnar las políticas públicas de consumo, en 

defensa de la igualdad de todos los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos 

como consumidor y usuario. 

Si bien, como ya quedó recogido, se ha hecho un esfuerzo para incluir las 

reivindicaciones del sector de la discapacidad en la normativa y políticas pú- 

blicas, tanto de consumo como las referentes a las tecnologías de la informa- 

ción y comunicación, lo cierto es que las contradicciones entre el discurso para 

proteger, promover y garantizar los derechos de las personas con discapaci- 

dad como consumidoras, y la ausencia de recursos adecuados y el flojo lide- 

razgo político para cristalizarlo, mantienen a las personas con discapacidad 

al margen de la inclusión digital. Es necesario materializar los avances que 

se recogen en las políticas y normas para conquistar un real y efectivo con- 

sumo inclusivo para las mujeres y hombres con discapacidad. 

Esta situación amerita que la gobernanza pública aborde decididamente 

el enfoque inclusivo de esta población y materialice los avances que se reco- 

gen en las normas y políticas, con la estrecha colaboración de los diferentes 

agentes sociales. Es necesario contar con mecanismos de coordinación in- 

tersectorial, multinivel y multiactor, incluyendo todos los niveles de gobierno, 

el sector privado y la sociedad civil, para apuntalar una visión y concepción 

de la discapacidad enmarcada en el contexto de los derechos humanos y para 

crear consenso sobre la verdadera interpretación e implementación del enfo- 

que inclusivo en el contexto de consumo. 

Actores privados 

 
El sector privado tiene la oportunidad de colaborar en la reducción de la 

brecha digital en su parcela de actuación y construir relaciones duraderas con 

los consumidores en situación de vulnerabilidad. Hacerlo requiere un enfoque 
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proactivo e inclusivo en el ámbito digital, que es totalmente compatible con su 

rentabilidad económica. 

Dado el potencial del sector privado para coadyuvar en el desarrollo de un 

consumo inclusivo y sostenible, las partes que lo componen (como el sector 

empresarial, los intermediarios financieros, las asociaciones y las organiza- 

ciones gremiales y sectoriales) se revelan cada vez más necesarias para ter- 

minar con la brecha digital. 

La actividad del sector privado puede adoptar muchas formas y repercutir 

en la inclusión tecnológica al tiempo que resulta clave para su éxito en la era 

digital por muchos motivos. 

• La inclusión digital juega un papel clave en la expansión de la base 

clientes de una organización y la mejora de la participación del cliente. 

A medida que más personas obtienen acceso a Internet y a las tecno- 

logías digitales, las entidades privadas pueden llegar a un público más 

amplio y conectarse con clientes potenciales, a los que no llegaban 

antes. 

• Al participar activamente en plataformas digitales y hacer que su con- 

tenido sea accesible para todos, las organizaciones pueden mejorar la 

visibilidad y el reconocimiento de su marca. Asimismo, si implementan 

estrategias de marketing inclusivas, pueden demostrar su compromiso 

con la diversidad, construyendo una imagen de marca positiva y atra- 

yendo una base de clientes más amplia. 

• Al priorizar la inclusión digital las entidades privadas pueden impactar 

significativamente la satisfacción del cliente, ya que al eliminar las ba- 

rreras que puedan impedirles interactuar con su marca, crean una ex- 

periencia de consumo positivo, generando confianza y lealtad. 

• Al aceptar la diversidad y buscar activamente aportes de diferentes grupos 

de consumidores y usuarios, las organizaciones privadas pueden obtener 

información valiosa que puede impulsar la innovación y la creatividad. 
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• Cuando las entidades del sector privado promueven activamente la in- 

clusión digital, no solo cumplen con la normativa, sino también, demues- 

tran su compromiso con un consumo inclusivo y sostenible y prácticas 

comerciales éticas que, al final, redundan en una sociedad más equita- 

tiva e inclusiva. 

Es por esto que la inclusión digital es un imperativo estratégico para el sec- 

tor privado. Una forma eficaz de impulsar sus esfuerzos en esta dirección es 

colaborar con otros agentes centrados en cerrar la brecha digital. 

Sociedad civil 

 
La participación en la vida pública de las organizaciones que representan 

a los consumidores y usuarios en situación de vulnerabilidad resulta funda- 

mental para mejorar la elaboración, aplicación y eficacia de políticas y prácti- 

cas destinadas a cerrar la brecha digital. 

Cuando la sociedad civil organizada ocupa un lugar en la mesa, se avanza 

en la protección de aquellos consumidores que afrontan mayores desequili- 

brios sociodigitales y se realizan aportes cruciales para la construcción de un 

consumo más inclusivo y sostenible. 

La pluralidad de su composición y los beneficios que reporta el diálogo civil 

han dado lugar a que las organizaciones del ámbito cívico se conviertan en 

fuente de conocimiento, buenas prácticas y asesoramiento, en un apoyo de 

los agentes públicos y en un aliado del sector privado. 

Las asociaciones de consumidores y usuarios de ámbito nacional o local; 

aquellas que protegen a grupos específicos de consumidores, como la Aso- 

ciación de Consumidores Mayores; las entidades sin ánimo de lucro que pro- 

tegen los derechos e intereses de los consumidores y usuarios digitales de 

España; las organizaciones especializadas en materias concretas de derechos 
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humanos, como CERMI o Save the Children, o las plataformas que a través 

de una voz unitaria defienden los intereses y derechos de la ciudadanía, como 

la Plataforma del Tercer Sector, dan muestra de un tejido asociativo amplio y 

con enorme valor para progresar en la equidad digital y alcanzar el objetivo 

un consumo inclusivo. 

4. Recomendaciones y propuestas de acción dirigidas a responsables 

políticos, organizaciones de consumidores, tercer sector, empresas pri- 

vadas 

Las personas con discapacidad son un perfil de personas consumidoras 

especialmente vulnerables a la exclusión digital, por lo que es imprescindible 

abordar las desigualdades sociodigitales, entendiendo que se trata de dificul- 

tades no solo tecnológicas, sino que también tienen que ver con cuestiones 

estructurales. Además de abordar las desigualdades, es menester promover 

y proteger activamente los derechos de las personas con discapacidad como 

personas consumidoras digitales. 

A continuación, recogemos los aspectos clave del estudio y planteamos 

una serie de propuestas y recomendaciones, que conforman un marco de as- 

pectos prioritarios para avanzar hacia un escenario de consumo inclusivo y 

sostenible mediante la reducción de las desigualdades sociodigitales entre la 

población con discapacidad. 

1. Comprender la vulnerabilidad 

 
La renovada concepción de la discapacidad que hace la CDPD atribuye 

un papel protagonista a la persona con discapacidad y reconoce que no exis- 

ten personas intrínsecamente vulnerables, sino que se encuentran en situa- 

ciones vulnerables impuestas. Esta concepción tiene repercusiones prácticas 

importantes para el marco de protección de los consumidores y usuarios. Por 

una parte, la legislación, la acción pública y las prácticas comerciales deben 
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enfocarse en la forma en que deben hacer frente a las barreras que en materia 

de consumo afrontan los grupos en situación de vulnerabilidad, entre los que 

se encuentra la población con discapacidad. De otra parte, significa integrar 

la agenda de la protección del consumidor vulnerable en una agenda más am- 

plia de inclusión. 

Las personas con discapacidad forman un grupo social que afronta con 

más asiduidad desequilibrios en cuanto a capacidad económica, acceso a de- 

rechos, relaciones sociales y capacitismo. Este marco multidimensional de 

pobreza y exclusión social es la premisa de partida para entender por qué 

estas personas son consideradas como personas consumidoras vulnerables. 

Así que la experiencia de vulnerabilidad en el consumo es una realidad para 

esta población, pero ello no significa que lo deseen o que deba ser un estado 

permanente. 

Cuando se trata de personas consumidoras con discapacidad deben con- 

siderarse dos aspectos fundamentales sobre su vulnerabilidad. Primero: debe 

tenerse en cuenta que solo porque una persona tenga una discapacidad que 

la ubica en la categoría de consumidores con una protección reforzada, no 

significa que sea vulnerable necesariamente en todas las situaciones. Se- 

gundo: dentro de este grupo social y debido a la propia diversidad de la dis- 

capacidad, algunas personas presentan más vulnerabilidad en determinadas 

situaciones de consumo, mientras que otras podrían estarlo en menor grado. 

Recomendaciones 

 
 A efectos de adoptar medidas para reducir la brecha digital y favorecer 

un consumo inclusivo, es más importante la identificación de las causas 

de la vulnerabilidad que la simple determinación de quienes son vulne- 

rables. 



La protección de las personas consumidoras vulnerables con... 

 125 

 

 

 
 

 Los organismos concernidos por la protección de los consumidores en 

situación de vulnerabilidad han de reconocer a las personas con disca- 

pacidad como sujetos de derechos y deben hacer hincapié en las ca- 

pacidades de las mismos para cambiar sus condiciones de 

vulnerabilidad. 

2. Enfoque de consumo inclusivo basado en los derechos humanos 

 
La inclusión digital es un derecho humano emergente del siglo XXI. Por 

consiguiente, es imperativo materializar los compromisos de respetar, realizar 

y proteger este derecho a los consumidores en situación de vulnerabilidad. 

Al incorporarse un enfoque de consumo inclusivo basado en los derechos 

humanos, cualquier medida que se adopte en materia de consumo y uso di- 

gital, sea del ámbito público o privado, debe estar alineada con los mandatos 

de la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Dis- 

capacidad. En consonancia con este enfoque se conmina a proteger los de- 

rechos de las personas con discapacidad como consumidoras, mediante el 

diseño de relaciones de consumo respetuosas con su dignidad, así como a 

tomar en consideración sus necesidades y demandas concretas a la hora de 

desenvolverse en entornos digitales para que puedan ejercer sus derechos 

como personas consumidoras digitales en condiciones de igualdad. 

Recomendaciones 

 
 Velar porque las políticas, planes, medidas y estrategias contra la brecha 

digital estén guiadas por los principios de inclusión, accesibilidad, digni- 

dad e igualdad recogidos en la Convención Internacional sobre los De- 

rechos de las Personas con Discapacidad, y enfocadas en la protección 

de los derechos y las libertades de la ciudadanía con discapacidad. 
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 Integrar la perspectiva de discapacidad en todo el sistema I+D+i rela- 

cionado con el diseño y producción de nuevos avances tecnológicos, 

así como en la formación para la creación de tecnologías (como pro- 

gramación y creación de códigos y algoritmos). 

 Adoptar la inclusión de la discapacidad en todos los niveles de brecha 

digital (acceso, uso y aprovechamiento). 

 A fin de centrarse en la convergencia de los resultados de cierre de bre- 

cha digital, las autoridades nacionales y locales podrían desarrollar va- 

lores de referencia vinculantes que contribuyan a unas políticas de 

consumo y de TIC inclusivas. En este sentido, los marcos financieros 

(en especial, los Fondos Europeos destinados a la Transformación Di- 

gital) deben responder al concepto de presupuestos inclusivos. La ac- 

cesibilidad universal debe constar como una condición previa para la 

concesión y para el desarrollo y aplicación de estos recursos. 

 La financiación inclusiva es un aspecto crucial para impulsar la innova- 

ción inclusiva de las TIC y asegurar su sostenibilidad a largo plazo. Esto 

implica el acceso equitativo a recursos financieros para emprendedores 

y proyectos innovadores, especialmente aquellos liderados por perso- 

nas con discapacidad y, especialmente, por mujeres con discapacidad. 

 Desarrollar medidas para reorientar la trayectoria profesional de las per- 

sonas con discapacidad que vean sus puestos de trabajo afectados por 

la digitalización. 

 Promover la cogobernanza del movimiento social de la discapacidad 

en la definición de normas, medidas, estrategias, planes y acciones 

para combatir la brecha digital y generar un consumo inclusivo. 
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 Revisar las prácticas comerciales, incluida la forma en que se interactúa 

con los consumidores con discapacidad, y verificar si los bienes y ser- 

vicios satisfacen las necesidades de esta población en condiciones de 

igualdad y dignidad. En este sentido, pueden adoptarse las siguientes 

medidas: 

o Facilitar a las personas consumidoras con discapacidad la compren- 

sión y comparación de productos y servicios. 

o Proporcionar información clara y fácil para reducir los desequilibrios 

de poder e información. 

o Evitar el uso de contratos demasiado complejos que crean o empe- 

oran los desequilibrios de poder. 

o Desarrollar plataformas y herramientas de uso sencillo e intuitivo 

 
3. Datos desagregados 

 
Si bien la brecha digital que afrontan las personas con discapacidad es 

cada vez más reconocida, con frecuencia son un grupo social que no se iden- 

tifica en los procesos de recopilación de datos que abordan las desigualdades 

digitales. 

La ausencia de datos desglosados por discapacidad constituye un reto 

para cuantificar y evaluar los déficits en materia de consumo tecnológico que 

experimenta esta población, así como planificar y aplicar medidas inclusivas 

para ellas. 

Recomendaciones 

 
 Incluir indicadores sobre inclusión digital desagregados por discapaci- 

dad en los marcos de monitoreo y evaluación de políticas públicas que 

se adopten para el cierre de la brecha digital. 
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 Impulsar investigaciones estadísticas y sociales que permitan identificar 

la situación y las necesidades de la población con discapacidad en ma- 

teria de consumo digital, desde una perspectiva diferencial por grupos 

prioritarios y desde el enfoque de interseccionalidad. 

4. Accesibilidad 

 
Es imprescindible garantizar el cumplimiento de la accesibilidad como con- 

dición ineludible para que las personas con cualquier discapacidad puedan 

beneficiarse de los productos y servicios tecnológicos, en igualdad de condi- 

ciones con el resto de población y disfruten plenamente de sus derechos y li- 

bertades fundamentales en el entorno digital. 

Todos los elementos deben considerarse cuando hablamos de accesibili- 

dad de las TIC: cualquier dispositivo (ordenador, tableta, teléfono móvil, entre 

otros), accesibilidad al hardware, accesibilidad a sistemas operativos, software 

y aplicaciones, accesibilidad web, accesibilidad a documentos electrónicos, 

accesibilidad a canales y medios audiovisuales. 

Recomendaciones 

 
 Para garantizar un diseño tecnológico universal que favorezca la inclu- 

sión de todas las personas con discapacidad, es recomendable elaborar 

criterios, herramientas y metodologías innovadoras para el diagnóstico 

de la accesibilidad de los bienes y servicios que se ofrecen. 

 La investigación participativa es una estrategia para promover la inclu- 

sión digital. Este enfoque involucra a las personas con discapacidad en 

todas las etapas del proceso de diseño e innovación tecnológico, desde 

la identificación de las necesidades hasta la evaluación de las solucio- 

nes propuestas para mejorar la experiencia de la población con disca- 

pacidad. Al incorporar las voces y experiencias de los propios usuarios 
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con discapacidad en el diseño de productos y servicios, se pueden crear 

soluciones relevantes y efectivas para esta población. 

 Fomentar la elaboración de guías y estándares de accesibilidad digital 

para facilitar el acceso a servicios como la atención médica, servicios 

gubernamentales, educación y empleo, entre otros. 

 Crear conciencia sobre la importancia de la accesibilidad y el impacto y 

beneficio que tiene en la calidad de vida de toda la población, no sola- 

mente de las personas con discapacidad. 

 Establecer programas específicos para promover la accesibilidad, que 

se traduzcan en la asignación de recursos económicos y humanos para 

su implementación. Además, es necesario instaurar mecanismos de se- 

guimiento y evaluación para garantizar su efectividad, y permitir forta- 

lecer los marcos normativos incorporando estándares internacionales 

y mejores prácticas en la materia. 

 Hacer efectivas las medidas recogidas en el II Plan Nacional de Acce- 

sibilidad Universal. España País Accesible 2023. 

5. Tecnocapacitismo 

 
El capacitismo es una estructura mental de exclusión de las personas con 

discapacidad, que considera la discapacidad como una condición devaluada 

y cataloga a las personas con discapacidad como inferiores. 

En el campo de las tecnologías de la información y comunicación, actúa 

como una gran barrera actitudinal de discriminación y estigma impidiendo que 

las personas con discapacidad logren un acceso equitativo y participen ple- 

namente en la Sociedad de la Información. 
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El hecho de que las tecnologías más avanzadas, como la Inteligencia Ar- 

tificial, se diseñan predominantemente para satisfacer las necesidades de los 

consumidores (que en el imaginario social son considerados estándar) sugiere 

que existen indicios de prejuicios contra aquellas personas con habilidades fí- 

sicas, mentales, neuronales, cognitivas o conductuales que no son normativas 

o típicas, sino diferentes, de alguna manera. Así, el capacitismo opera como 

estructura de poder que, a través de diseños excluyentes y nuevas formas de 

expectativas de capacidad digital y normas de datos, etiqueta y margina a las 

personas con discapacidad. 

Recomendaciones 

 
 Fortalecer el marco normativo de garantía de no discriminación de las 

personas con discapacidad por los algoritmos de Inteligencia Artificial 

con base en los mandatos de la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad y las Observaciones de su Comité encar- 

gado de aplicar y supervisar el tratado internacional. 

 Elaborar protocolos de detección y eliminación de sesgos de discapa- 

cidad, así como de códigos de conducta en el diseño y creación de tec- 

nologías. 

 Promover procesos de auditoría de algoritmos, con el objeto de exami- 

nar los efectos tecnológicos y sociales de los algoritmos de IA en las 

personas con discapacidad. 

 Generar conocimiento sobre el capacitismo basado en la Inteligencia 

Artificial y otras tecnologías avanzadas. 
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6. Enfoque de género e interseccionalidad 

 
La intersección entre diferentes factores de discriminación requiere ser 

abordada en el ámbito del consumo digital. Por ello, es imprescindible que, 

en el diseño y articulación de normas, políticas y todo tipo de medidas que se 

adopten en este contexto, se incorpore una mirada interseccional. 

Dada la aguda desventaja que en el acceso, uso y aprovechamiento de 

las tecnologías de la información y comunicación presentan las mujeres y 

niñas con discapacidad, las personas con discapacidad mayores y los mayo- 

res con discapacidad, la niñez y juventud con discapacidad, así como las per- 

sonas con discapacidad que residen en zonas rurales, las respuestas que se 

ofrezcan para el cierre de la brecha digital, en especial, desde la política pú- 

blica, deben contemplar ineludiblemente a estos grupos poblacionales. 

Enfoque de género 

 
Como en los demás ámbitos de la vida, el consumo es otro contexto que 

reproduce la desigualdad de género. A pesar del potencial transformador de 

la tecnología, la intersección entre género y discapacidad incrementa la ex- 

clusión digital para la población femenina con discapacidad y para las mujeres 

cuidadoras de personas con discapacidad. La desigualdad de género, la vio- 

lencia machista, la dificultad para el acceso a la educación y al mercado laboral 

o la sobrecarga de trabajo de cuidados aumentan la probabilidad de cronifica- 

ción de la inequidad en el acceso, uso y aprovechamiento de las TIC, y agu- 

dizan las distintas formas de violencia y amenazas cibernéticas, en un contexto 

como el de la tecnología digital, donde perduran sesgos tanto de género como 

de discapacidad. 
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Personas con discapacidad mayores 

 
La intersección entre capacitismo y edadismo contribuye a invisibilizar a 

este grupo poblacional en el consumo de las tecnologías. Se sigue conside- 

rando que las personas de edad con discapacidad y las personas con disca- 

pacidad mayores son débiles y dependientes y que solo requieren protección 

y cuidados. Las ideas sobre las bajas expectativas que existen cuando se en- 

vejece con una discapacidad hacen presuponer que no merece la pena apoyar 

el uso y disfrute de las tecnologías digitales por parte de estas personas. 

Los consumidores mayores con discapacidad se han visto obligados a adap- 

tarse a una digitalización inminente y creciente, sin contar con una transición 

digital que les ofrezca las herramientas para desenvolverse en un medio que a 

menudo les resulta hostil y poco respetuoso con su autonomía e independencia. 

Gran parte de esta población no utiliza habitualmente servicios digitales o se 

sienten insegura a la hora de realizar transacciones en línea, teniendo ello re- 

percusiones negativas muy significativas en su vida personal, en sus relaciones 

sociales, su situación económica, sus derechos fundamentales y en la protec- 

ción de sus datos personales y otras cuestiones de ciberseguridad. 

Niñez y juventud con discapacidad 

 
Aunque la infancia es un grupo social particularmente sensible a la revolu- 

ción tecnológica, la niñez y juventud con discapacidad están expuestas a ma- 

yores índices de vulnerabilidad y desventaja. 

Limitar su acceso a las tecnologías (especialmente a Internet) supone de- 

jarlas fuera de un mundo de oportunidades y estigmatizarla una vez más. Ade- 

más, si no se llega a comprender el contexto de las diferentes experiencias 

digitales de la niños y niñas con discapacidad, puede acarrear una insuficiente 

o indebida protección ante los múltiples riesgos en línea que les hace más 

susceptibles a la explotación, al abuso o a la trata. 
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Personas con discapacidad residentes en zonas rurales 

 
La brecha digital afecta más a la población con discapacidad de las zonas 

rurales que a la de núcleos urbanos. La brecha entre los conocimientos de las 

tecnologías de la información y comunicación de hombres y mujeres con dis- 

capacidad es mayor en las áreas rurales, debido a la falta de infraestructuras 

de calidad, de acceso y a la invisibilidad asociada a sesgos negativos de las 

personas con discapacidad que perdura en el medio rural. La población feme- 

nina de edad tiene menos oportunidades de formarse y aprender nuevas ha- 

bilidades y competencias, lo que ahonda en sus niveles de pobreza e 

infrarrepresentación en la sociedad. 

Recomendaciones 

 
Se precisa de un enfoque interseccional y de género en las iniciativas que 

acometan el cierre de la brecha digital. Las diferentes políticas y acciones 

deben adaptarse a las necesidades y demandas de las personas con disca- 

pacidad, para lo cual es imprescindible aplicar la perspectiva de interseccio- 

nalidad y de género transversalizada en todos los casos. 

Género 

 
 Desarrollar e impulsar protocolos de detección y eliminación de sesgos 

de género y de discapacidad en el diseño y creación de tecnologías. 

 Impulsar la creación de contenidos que promuevan la igualdad de gé- 

nero. 

 Concienciar contra toda forma de violencia digital contra las mujeres y 

niñas con discapacidad. 

 Fomentar la presencia de mujeres con discapacidad en el mercado la- 

boral digital y de innovación. 

 Considerar las TIC (teletrabajo) como un medio para promover la con- 

ciliación de la vida familiar y la vida profesional, y promover y reforzar 
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los sistemas en favor de una distribución equitativa de las responsabi- 

lidades en materia de prestación de cuidados. 

 Proveer financiación adecuada para programas destinados a atraer a 

más mujeres con discapacidad a estudios en el campo de las CTIM y 

la IA. 

 Garantizar la integración de la perspectiva de género en la educación 

digital en todos los niveles. 

Personas con discapacidad mayores 

 
 Desarrollar programas de formación e información abierta y adaptada 

para que las personas con discapacidad mayores adquieran las capa- 

cidades y competencias para acceder, usar, entender y aprovechar las 

potencialidades del mundo tecnológico según sus necesidades y de- 

seos. 

 Promover la creación de programas de asesoramiento y acompaña- 

miento y de redes de apoyo en las que las personas con discapacidad 

mayores puedan compartir aprendizajes, resolver dudas, formarse y 

participar en el entorno tecnológico. 

 Crear y difundir servicios sencillos y de calidad, adecuados a las pre- 

ferencias y las necesidades de la población mayor. En este sentido, es 

importante asegurar la provisión de servicios analógicos o presenciales 

a fin de evitar los impactos negativos de las digitalizaciones forzadas 

y garantizar los derechos básicos a servicios esenciales (salud, 

banca…). 

 Concienciar contra los estereotipos sobre la vejez que generan descon- 

fianza, falta de autonomía y autoestima, y que perjudican la relación de 

las personas con discapacidad mayores con la tecnología. 
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Niñez con discapacidad 

 
 Reforzar la educación digital temprana mediante planes de estudios de 

educación digital totalmente accesibles y actualizados. 

 Fomentar el aprendizaje permanente o el reciclaje y la mejora de las 

capacidades digitales. 

 Desarrollar herramientas y programas accesibles para educar y empo- 

derar a la niñez y juventud con discapacidad, así como a sus familias, 

sus cuidadores o personas que le brindan apoyo, y a sus educadores 

sobre los riesgos, posibles daños y oportunidades que ofrece el entorno 

en línea, alentándolos a tomar medidas para protegerlos. 

 Formar, informar y concienciar sobre la seguridad infantil en el mundo 

en línea (ciberacoso y otras formas de violencia digital, discursos de 

odio y contenido violento, trata, amenazas de explotación y abuso sexual 

en línea, desinformación, recopilación de datos con fines marketing vio- 

lando la privacidad del menor). 

 Cualquier normativa, política o acción que tenga como finalidad la pre- 

vención, detección precoz y protección integral de los menores en el 

entorno digital, debe ineludiblemente recoger un enfoque inclusivo e in- 

terseccional que permita ofrecer respuestas concretas a la protección, 

el bienestar y los derechos de la infancia con discapacidad. 

 Las opiniones y las experiencias de la infancia y juventud con discapa- 

cidad deben tenerse en cuenta tanto a la hora de redactar las políticas 

que rijan las actividades digitales de estos grupos, como al diseñar las 

plataformas tecnológicas en sí mismas. 

Personas con discapacidad residentes en zonas rurales 

 
 Garantizar la accesibilidad y conectividad total y de calidad en todo el 

territorio rural, de manera que la población con discapacidad pueda 

tener acceso a las oportunidades digitales de forma accesible y a pre- 

cios razonables. 
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 Mejorar la oferta de servicios accesibles de transporte público en el 

medio rural para permitir el acceso de la población con discapacidad 

que allí reside a formaciones en competencias digitales. 

 Atendiendo a la singularidad de las zonas rurales y sus déficits (como 

la falta de conexión del territorio) es conveniente poner en marcha ini- 

ciativas móviles de capacitación y conexión digital accesibles que lle- 

guen a lugares apartados y ofrezcan a las personas con discapacidad 

una experiencia y oportunidad que, de otra manera, no tendrían. 

 Promover campañas de concienciación en el medio rural sobre las opor- 

tunidades y riesgos digitales, a fin de que la población con discapacidad 

esté informada y pueda hacer una mejor valoración de sus necesidades 

en materia de brecha digital y un mejor ejercicio de sus derechos, in- 

cluidos los digitales. 

 Debido a que las mujeres con discapacidad en las zonas rurales en- 

frentan dificultades extraordinarias para la inclusión digital derivadas de 

una mayor invisibilidad y estereotipos de género, la brecha digital debe 

estar integrada dentro del conjunto de políticas de eliminación de des- 

igualdades de género. 

7. Diversidad de la discapacidad 

 
La población con discapacidad es heterogénea: está conformada por per- 

sonas con distintos tipos de discapacidad, que tienen características y nece- 

sidades específicas como consumidoras de productos y servicios 

tecnológicos. Los sobrecostes que la atención de la situación de discapacidad 

supone para las personas y sus familias tiene consecuencias particulares para 

ciertos grupos que tienen mayores necesidades de recursos y apoyos para 

lograr la inclusión en la Sociedad de la Información y Comunicación. La acce- 

sibilidad tecnológica y a la comunicación que requiere ciertas discapacidades 

no es considerada y ello conlleva a que parte de la población con discapacidad 

quede excluida. 
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Recomendaciones 

 
 Se requiere hacer un mapa de necesidades que en términos de acce- 

sibilidad universal en el ámbito de las tecnologías de la información y 

comunicación presentan las personas con discapacidad. 

 Utilizar tecnología de apoyo que garantice la accesibilidad digital (cual- 

quier producto digital: creación de productos digitales, páginas Web, 

aplicaciones, etc. que cualquier usuario con discapacidad —cognitiva, 

neurológica, auditiva, visual, física, trastornos del habla, por mencionar 

algunas— pueda usar). 

8. Alianzas multiactor 

 
Fomentar y articular alianzas estratégicas entre los diferentes actores pú- 

blicos, privados y de la sociedad civil es indispensable para maximizar siner- 

gias, complementar recursos, experiencias y capacidades, enriquecer 

aprendizajes e incrementar el impacto de las intervenciones para el cierre efec- 

tivo de la brecha digital y construir un consumo inclusivo y sostenible sin dejar 

a nadie atrás. 

Entre las propuestas concretas para alcanzar este objetivo mediante el tra- 

bajo colaborativo de los diferentes actores están: 

 Desarrollo de tecnología inclusiva: desarrollar estrategias, productos y 

metodologías conjuntas para facilitar el acceso, uso y aprovechamiento 

de las TIC de forma accesible y no discriminatoria. 

 Capacitación y formación: para avanzar en el aprendizaje digital a través 

de cursos y seminarios. 
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 Investigación en materia de protección al consumidor: a fin de entender 

y abordar los retos a los que tiene que hacer frente los consumidores 

en situación de vulnerabilidad ante la brecha digital. 

 Información, divulgación y concienciación: para hacer tangibles en he- 

chos y acciones esta investigación es necesario crear y consolidar es- 

pacios y foros de reflexión entre los diversos actores a través de 

jornadas, conversatorios, simposios, etc. También pueden establecerse 

líneas de intercambio de información y puesta en común de experien- 

cias y buenas prácticas. 

 Defensa de derechos: con el propósito de reivindicar y defender los de- 

rechos de las personas con discapacidad en el acceso y uso de las tec- 

nologías. En este sentido, es esencial que las asociaciones de 

consumidores y usuarios (con el apoyo de entidades del sector de la 

discapacidad) emprendan más reclamaciones/denuncias colectivas a 

fin de superar las barreras a las que se enfrentan las personas con dis- 

capacidad en las acciones individuales: incertidumbre sobre sus dere- 

chos o sobre qué mecanismos procesales están disponibles, la 

reticencia psicológica a emprender acciones o el saldo negativo de los 

costes previstos en relación con los beneficios de la acción individual. 

Este tipo de actuaciones tienen un efecto disuasorio y contribuyen a re- 

laciones de consumo más justas, ya que crean unas condiciones equi- 

tativas para los consumidores que operan en el mercado tecnológico y 

digitalizado. 

 Enfoque interseccional y de género: para implementar no solo una pers- 

pectiva de inclusión de la discapacidad, sino también un enfoque inter- 

seccional. Por un parte, se reconoce que las personas con discapacidad 

son consumidoras en situación de vulnerabilidad con características es- 

pecíficas y, por otra, que existe la intersección de variables que incre- 

mentan vulnerabilidad de las personas. Principalmente, es necesario 



La protección de las personas consumidoras vulnerables con... 

 139 

 

 

 
 

desplegar acciones específicas para abordar los efectos de la brecha 

digital en las mujeres y niñas con discapacidad, así como en las madres 

y mujeres cuidadoras de personas con discapacidad. 

 Incidencia política: para potenciar la influencia y maximizar el impacto 

de las acciones de incidencia política de las organizaciones sobre la in- 

clusión digital de las personas con discapacidad. La formación de coa- 

liciones con otras organizaciones del ámbito cívico o actores del sector 

privado puede ser una estrategia poderosa para abordar de manera 

conjunta temas específicos de interés común sobre la brecha digital y 

lograr una mayor visibilidad y peso en el escenario político. 
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La protección de las personas 
consumidoras vulnerables con 
discapacidad frente a la brecha digital 

 
Gloria Esperanza Álvarez Ramírez 

 

El Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) y la Organización de Consumidores y 
Usuarios (OCU) presentan este primer gran estudio sobre brecha digital y consumidores vulnerables con discapacidad. 

La investigación parte de la premisa de que los recursos tecnológicos son un bien social imprescindible para 
mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad y para el ejercicio de sus derechos. Sin embargo, 
existen diferencias entre esta población y aquella que no tiene discapacidad, en cuanto al acceso a las tecnologías, 
su uso y aprovechamiento. Estas diferencias conforman la denominada brecha digital y constituye una forma de 
pobreza y exclusión social, con gran capacidad para ampliar los desequilibrios preexistentes que sufre la población 
con discapacidad en términos económicos, sociales y de acceso efectivo a derechos. 

Factores injustos, de naturaleza diversa, compleja e interdependiente determinan la brecha digital entre las 
personas con discapacidad y agudizan su vulnerabilidad. La desigualdad tecnológica se corrige con inclusión digital, 
cuyo objetivo es conseguir que ninguna persona —especialmente, aquellas que, como esta población, se encuen- 
tran en situación de vulnerabilidad— se quede fuera de un mundo que ofrece innumerables posibilidades. 

Asegurar la inclusión digital de la ciudadanía con discapacidad resulta fundamental no solo para reducir la brecha 
de desigualdad tecnológica que afronta esta población. También, se trata de un tema de desarrollo sostenible, pues 
la inclusión tecnológica contribuye directamente a la consecución de una sociedad digital más justa y equitativa. 
Pero, sobre todo, la inclusión digital es un asunto de derechos humanos porque está indivisible e interdependiente- 
mente vinculada a la protección y disfrute de los derechos de las personas con discapacidad como consumidoras 
en el entorno digital. 

El estudio se enmarca en el compromiso de colaboración entre el CERMI y la OCU para llevar a cabo actividades 
dirigidas a acortar la brecha digital y asegurar un acceso equitativo a la tecnología para todas las personas con 
discapacidad. 

La investigación proporciona un análisis del fenómeno de la brecha digital entre las personas consumidoras con 
discapacidad, y define propuestas y recomendaciones para su reducción, a fin de avanzar hacia un escenario de 
consumo inclusivo y sostenible. 

El informe se divide en tres capítulos. Inicialmente, se efectúa una aproximación a dos ejes del estudio: el consu- 
mo y la discapacidad. El segundo capítulo identifica y analiza las dimensiones y factores determinantes de la brecha 
digital entre las personas con discapacidad y los impactos en sus derechos fundamentales y en sus derechos 
digitales. El último capítulo ofrece un catálogo de medidas para mejorar la inclusión digital de este grupo social. 
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